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RESUMEN 
  

La investigación tuvo como problema ¿Cuál es la calidad de las sentencias de primera y 

segunda instancia del proceso sobre indemnización por daños y perjuicios; Expediente N° 

04670-2015-0-1601-jr-la-03, del Distrito Judicial de la Libertad. 2024? El objetivo principal 

fue determinar si las sentencias de primera y segunda instancia en el proceso sobre 

indemnización por daños y perjuicios, en el Expediente N°04670-2015-01601-JR-LA-03. 

Distrito Judicial de la Libertad, 2024, cumplen con los parámetros de norma, doctrina y 

jurisprudencia correspondientes en relación a las partes expositivas, considerativas y 

resolutivas. La metodología que se empleó fue de tipo cualitativo, nivel exploratorio 

descriptivo, el diseño que se utilizó fue no experimental, retrospectivo y transversal. La 

recolección de datos se realizó de un expediente judicial elegido por el parámetro de no más 

de cinco años de antigüedad al momento de iniciar el estudio, se utilizó la técnica de 

observación y una lista de cotejo. Los resultados determinaron que la calidad de la sentencia 

de primera instancia de la parte expositiva, considerativa y resolutiva fueron de rango muy 

alta calidad en cada una de ellas, En cambio la sentencia de segunda instancia en sus tres 

partes tiene diferente calificación, la parte expositiva rango de muy alta calidad, la parte 

considerativa rango de muy alta calidad y la parte resolutiva de rango muy alta calidad. 

Finalmente se concluyó que las sentencias de primera y segunda instancia fueron de rango 

muy alta y alta calidad respectivamente.  

Palabras clave: Daño, derecho, justicia y sentencia. 
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ABSTRACT  
  

The investigation itself as a problem is the quality of the first and second instance rulings in 

the process of compensation for damages; File No. 04670-2015-0-1601-jr-la-03, of the 

Libertad Judicial District. 2024? The main objective was to determine the first and second 

instance rulings in the process on compensation for damages, in File N°04670-2015-01601-

JR-LA-03. Libertad Judicial District, 2024, complies with the corresponding parameters of 

rule, doctrine and jurisprudence in relation to the expository, consideration and resolution 

parts. The methodology that was implemented was qualitative, exploratory and descriptive, 

the design used was experimental, retrospective and transversal. Data collection was carried 

out from a judicial process chosen by the parameter of no more than five years old at the 

time of starting the study, using the observation and comparison list technique. The results 

determined that the quality of the first instance ruling of the expository, consideration and 

resolution part was of very high quality in each of them, while the second instance ruling in 

its three parts had a different rating, the expository part very high quality range, the 

considerable part of the very high quality range and the resolving part of the very high 

quality range. Finally, it was concluded that the first and second instance sentences were of 

very high rank and high quality respectively.  

Keywords: Keywords: Harm, law, justice and sentence, 

  

   

  

  

 





 

 

I. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA  

1.1. Descripción del problema  
La problemática en la calidad de las sentencias en procesos de indemnización por 

daños y perjuicios presenta desafíos significativos tanto a nivel nacional como internacional. 

Estos problemas giran en torno a varios factores, como la congruencia y motivación 

insuficiente en las sentencias, la dificultad en la valoración de pruebas y la aplicación 

inconsistente de normas, lo cual afecta directamente la transparencia y coherencia en las 

resoluciones judiciales. (Soto, 2020)  

En el contexto de Perú, estudios recientes destacan que las sentencias de primera y 

segunda instancia presentan inconsistencias en la aplicación de principios básicos como la 

congruencia y la sana crítica, lo cual puede generar fallos menos objetivos y precisos en 

casos de daños y perjuicios. Además, se ha identificado una falta de claridad en la estructura 

y explicación de las sentencias, lo cual dificulta su comprensión y puede minar la confianza 

en el sistema judicial.  

Una de las principales problemáticas en el proceso de indemnización es la ausencia 

de criterios claros y consistentes para evaluar y cuantificar los daños. En México, la 

legislación no proporciona lineamientos detallados para calcular indemnizaciones, dejando 

en manos de cada juez la interpretación y el establecimiento de los montos compensatorios. 

Esto genera una falta de uniformidad en las sentencias, lo que puede llevar a diferencias 

significativas entre casos similares. Según el estudio de Sandoval y García (2022), esta 

discrecionalidad provoca incertidumbre jurídica y afecta la percepción de justicia en las 

víctimas, quienes pueden recibir compensaciones muy dispares dependiendo de la 

interpretación de cada tribunal.   

La falta de especialización y capacitación adecuada en responsabilidad civil limita la 

capacidad de los jueces para analizar y valorar correctamente los daños sufridos por las 

víctimas. En el ámbito de indemnización por daños y perjuicios, los jueces deben evaluar 

elementos complejos que requieren conocimientos en áreas específicas, como la medicina 

forense, la psicología y la economía. Estudios recientes señalan que muchos jueces no 

cuentan con la preparación necesaria para emitir sentencias fundamentadas en estos ámbitos, 

lo que afecta la calidad y precisión de las decisiones judiciales (Ramírez y Tello,  
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2023). Esto resulta en indemnizaciones que no siempre se ajustan al daño real o que carecen 

de una justificación clara, afectando tanto a la víctima como al sistema judicial.  

A nivel internacional, en Europa se enfrentan problemas similares. Por ejemplo, el 

Tribunal Superior de Justicia del País Vasco y el Tribunal Supremo en España han emitido 

sentencias donde se cuestiona la adecuación de las indemnizaciones por despidos y daños 

laborales, señalando que a menudo las compensaciones no reflejan adecuadamente el daño 

real sufrido, debido a que las leyes actuales establecen montos tasados que no siempre son 

proporcionales a las circunstancias del caso. En algunos fallos recientes, los tribunales han 

recurrido a la Carta Social Europea para justificar la necesidad de una compensación 

adecuada, destacando así la brecha entre las disposiciones legales y la justicia material 

esperada en los fallos.  

1.2. Problema de investigación  
¿Cuál es la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia del proceso sobre 

indemnización por daños y perjuicios; Expediente N° 04670-2015-0-1601-jr-la-03, del 

Distrito Judicial de la Libertad. 2024?  

1.3. Justificación de la investigación   
La investigación busca el poder aportar conocimiento y datos empíricos que ayuden 

a establecer criterios uniformes en la valoración de daños. Esto es fundamental para reducir 

la discrecionalidad judicial y asegurar que las indemnizaciones sean equitativas y ajustadas 

al daño real sufrido (Castro y López, 2021). Al implementar criterios estandarizados, se 

podrá reducir la variabilidad en las sentencias, promoviendo una mayor equidad y 

predictibilidad en las decisiones judiciales.  

La investigación también servirá como base para impulsar programas de formación 

especializada para jueces en temas de valoración de daños y responsabilidad civil. Según 

investigaciones recientes, una capacitación adecuada en estas áreas permite a los jueces 

tomar decisiones más precisas y justas, mejorando la calidad del sistema judicial (Ramírez 

y Tello, 2023).  

Finalmente, la investigación busca proponer medidas que aumenten la satisfacción 

de las víctimas con las decisiones judiciales y faciliten el acceso efectivo a la justicia. Un 

sistema que ofrece sentencias justas y bien fundamentadas en los casos de indemnización no 

solo beneficia a las víctimas, sino que también fortalece la credibilidad y legitimidad de la 

justicia ante la sociedad (Mendoza y Sánchez, 2021).  
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1.4. Objetivos de investigación  
Objetivo General  

Determinar la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia sobre indemnización 

por daños y perjuicios, según los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales 

pertinentes, en el Expediente N.º 04670-2015-0-1601-jr-la-03; del Distrito Judicial de la 

Libertad. 2024.  

Objetivo específicos  

1. Determinar la calidad de la sentencia de primera instancia sobre indemnización por 

daños y perjuicios, en función de la calidad de su parte expositiva, considerativa y resolutiva 

según los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes en el 

expediente seleccionado.  

2. Determinar la calidad de la sentencia de segunda instancia sobre indemnización por 

daños y perjuicios, en función de la calidad de su parte expositiva, considerativa y resolutiva 

según los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes en el 

expediente seleccionado.  
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II. MARCO TEÓRICO  

2.1. Antecedentes  
Internacionales  

Que, conforme a la investigación, el autor Foster, H. (2021) realizó la investigación 

del “Estudio de la calidad de las decisiones judiciales en el Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos (TEDH)”, señalo como objetivo: Evaluar la consistencia en las sentencias del 

TEDH sobre casos de indemnización por daños y perjuicios en violaciones de derechos 

humanos y examinar la influencia de criterios subjetivos en las decisiones. La metodología 

fue cualitativa basada en un análisis de sentencias emitidas por el TEDH entre 2018 y 2021, 

obtuvo como resultado el estudio encontró que, aunque el TEDH mantiene una tendencia 

general a favor de las víctimas, hay variaciones considerables en los montos de 

indemnización que no siempre reflejan la gravedad del daño. Concluyendo que, Las 

decisiones del TEDH sobre indemnización carecen de criterios uniformes claros, lo que 

genera desigualdad en el acceso a una compensación justa. El estudio sugiere la necesidad 

de establecer parámetros más específicos en las evaluaciones de daños para promover una 

justicia equitativa.  

Marshall, J. (2022), investigo sobre la “Evaluación de la Motivación en Sentencias 

de Indemnización en Tribunales Canadienses”, estableció como objetivo el poder Analizar 

la calidad de la motivación en las sentencias de primera y segunda instancia en casos de 

daños personales e indemnización en Canadá, estableciendo como metodología un estudio 

cualitativo de sentencias en Ontario y Quebec, realizado entre 2019 y 2021, evaluando la 

estructura argumentativa de las decisiones y la coherencia en los criterios aplicados. 

Obteniendo como resultado que los jueces muestran disparidad en la justificación de las 

decisiones, con una estructura argumentativa coherente en algunos casos y falta de claridad 

en otros. Concluyendo que la falta de consistencia en la motivación de las sentencias resalta 

la necesidad de mejorar la capacitación de los jueces para asegurar que todas las decisiones 

estén suficientemente fundamentadas. Esto podría reducir los recursos y mejorar la 

percepción pública del sistema judicial.  

Schreiber, F. (2020), realizó la investigación del “Análisis Comparativo de 

Sentencias en Alemania y Suiza sobre Indemnización por Daños”, señalando como objetivo 

el Comparar la calidad de las sentencias en casos de indemnización por daños en los sistemas 

judiciales de Alemania y Suiza, enfocándose en la congruencia y los criterios aplicados para 

cuantificar daños. Metodología fue una Investigación cuantitativa basada en un análisis 
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estadístico de las sentencias de ambos países, utilizando datos de decisiones judiciales entre 

2018 y 2021 para evaluar la consistencia en los montos indemnizatorios. Resultado. En Suiza 

se observa una mayor uniformidad en las indemnizaciones gracias a la aplicación de criterios 

claros y estandarizados, mientras que en Alemania existe mayor discrecionalidad en la 

cuantificación de daños. Concluyendo que la investigación sugiere la implementación de 

criterios estandarizados en Alemania para reducir la variabilidad y mejorar la predictibilidad 

en las decisiones judiciales, logrando así una justicia más equitativa.  

Torres, A (2021), investigó sobre la “Calidad de la Motivación en Sentencias de 

Indemnización en Tribunales Españoles”, estableciendo como objetivo el poder evaluar la 

calidad de la motivación en sentencias sobre indemnización en casos de daños personales en 

primera y segunda instancia en España, enfocándose en la congruencia y claridad de los 

argumentos utilizados. Metodología, indicando que la investigación es cualitativa basada en 

el análisis de sentencias emitidas entre 2018 y 2021 en diversas regiones de España, 

revisando la congruencia en la cuantificación de indemnizaciones y la coherencia en la 

argumentación. Resultado. Se observó que las sentencias de segunda instancia a menudo 

modifican las indemnizaciones fijadas en primera instancia debido a la falta de claridad y 

fundamentación en las valoraciones iniciales. Concluyendo que la investigación recomienda 

la creación de guías uniformes para la cuantificación de daños y una mayor capacitación de 

jueces en la redacción y justificación de sentencias para reducir la carga de apelaciones y 

mejorar la equidad en las decisiones judiciales.  

Nacionales  

Gonzales, R. (2021), se investigó la “Calidad de la Motivación en las Sentencias de 

Indemnización por Daños y Perjuicios en el Distrito Judicial de Lima”, señalando como 

objetivo el poder Evaluar la calidad de la motivación en las sentencias de primera y segunda 

instancia en los procesos de indemnización por daños y perjuicios en el distrito judicial de 

Lima, enfocándose en la coherencia y suficiencia argumentativa, señalando que la 

metodología es una investigación cualitativa basada en el análisis de sentencias 

seleccionadas de tribunales de primera y segunda instancia emitidas entre 2019 y 2021. Se 

evaluaron elementos como la claridad en la exposición de los hechos, la congruencia en la 

argumentación y la suficiencia en la justificación de los montos indemnizatorios.  

Resultados, Las sentencias presentan una falta de uniformidad en la argumentación y, en 

varios casos, deficiencias en la justificación de los montos indemnizatorios. Concluyendo 

que se recomienda mejorar la capacitación de jueces en redacción y argumentación jurídica 
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para fortalecer la calidad de las decisiones y reducir la cantidad de apelaciones por 

insatisfacción con las motivaciones de las sentencias.  

Herrera, G. (2023), se realizó la siguiente investigación “Calidad en la Motivación 

de las Sentencias Civiles en Procesos de Indemnización en Lima Metropolitana”, señalando 

como objetivo evaluar la calidad de las sentencias en los procesos de indemnización por 

daños y perjuicios en Lima Metropolitana, con énfasis en la claridad y suficiencia de la 

motivación en las resoluciones de primera y segunda instancia. Metodología fue cualitativo 

basado en el análisis documental de sentencias civiles emitidas en Lima Metropolitana entre 

2019 y 2021. Se revisaron aspectos como la coherencia argumentativa, la fundamentación y 

la congruencia en las decisiones. Obteniendo como resultado que Se evidenció que una gran 

parte de las sentencias carece de justificación suficiente y de coherencia en la valoración del 

daño, lo cual afecta la percepción de justicia y fomenta la interposición de apelaciones, 

concluyendo que el estudio recomienda mejorar la capacitación en argumentación jurídica 

de los jueces de primera instancia para garantizar una mayor calidad en las resoluciones y 

reducir la carga en las cortes de apelación.  
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2.2. Bases teóricas  

2.2.1. Procesales  

2.2.1.1. El proceso laboral ordinario  

2.2.1.1.1. Concepto  
Es claro poder precisar que conforme se describe al proceso en mención se puede ceñir 

en un desarrollo por los Juzgados Especializados de Trabajo, esto conlleva a diferencias que 

existe con el proceso abreviado, el cual se daría todo acto procesal ante los Juzgados de Paz 

Letrado y también los Juzgados Especializados de Trabajo.  

Ante lo mencionado, se puede especificar que el Proceso Ordinario Laboral, es de 

manera eficaz el poder establecer las materias que puedan resultar necesarias ante la presente 

vía procedimental que son:  

 Conforme al articulo 2° de la NLPT, conforme al proceso ordinario laboral se puede 

indicar que se debe conocer: “Todas las pretensiones relativas a la protección de 

derechos individuales, plurales o colectivos, originadas con ocasión de la prestación 

personal de servicios de naturaleza laboral, formativa o cooperativista, referida a 

aspectos sustanciales o conexos, incluso previos o posteriores a la prestación 

personal de servicios.”  

 Conforme a lo descrito, precisando en el artículo, se puede indicar que se impone la 

responsabilidad por daño patrimonial o extrapatrimonial, el cese de actos de 

hostilidad, impugnación sobre reglamentos regulados de manera interna de trabajo.  

El proceso laboral ordinario peruano se encuentra regulado por la Ley N.º 29497, 

denominada Ley Procesal del Trabajo (LPT), la cual busca ofrecer un marco normativo claro 

y eficiente para la resolución de conflictos laborales. Este proceso se aplica a los conflictos 

individuales y colectivos de trabajo, ya sea en el sector público o privado, siempre que no 

exista un procedimiento específico para la controversia. Aquí analizo sus aspectos jurídicos 

y la jurisprudencia relevante:  

Aspecto Jurídico: Principios Procesales Fundamentales  

La LPT establece diversos principios procesales que reflejan un enfoque protector hacia el 

trabajador, teniendo en cuenta su posición vulnerable dentro de la relación laboral. Estos 

principios incluyen:  

Principio de Inmediación: Obliga al juez a mantener un contacto directo con las partes y 

las pruebas, buscando garantizar un análisis objetivo de los hechos (Vega Torres, 2017).  
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Principio de Celeridad: Reduce las formalidades procesales para permitir un proceso 

rápido, acorde a las necesidades urgentes que suelen presentarse en los conflictos laborales.  

Principio de Verdad Material: Permite al juez una interpretación amplia de los hechos y 

pruebas presentados, con el objetivo de llegar a una resolución justa, más allá de lo 

estrictamente planteado por las partes (Aguirre Bernal, 2018).  

2.2.1.1.1.1. Etapas del Proceso Laboral Ordinario  
El procedimiento ordinario laboral cuenta con una estructura específica para garantizar un 

desarrollo rápido y equitativo:  

Demanda y Contestación: La parte demandante presenta su demanda ante el juez laboral, 

detallando los hechos y los derechos presuntamente vulnerados. El demandado tiene un 

plazo para contestar y presentar sus pruebas.  

Audiencia de Conciliación y Juzgamiento: En esta audiencia, que se divide en dos fases:  

Conciliación: El juez busca que las partes lleguen a un acuerdo amistoso. Según Aguirre 

Bernal (2018), esta etapa es fundamental para la descongestión del sistema judicial laboral.  

Juzgamiento: Si no hay acuerdo, se abre el proceso de juzgamiento. El juez examina las 

pruebas y los alegatos y emite una sentencia en la misma audiencia, una disposición 

fundamental para asegurar el principio de inmediatez.  

Recursos de Apelación y Casación: Las partes tienen derecho a recurrir a instancias 

superiores si consideran que la sentencia no cumple con el marco normativo. En este 

contexto, la Corte Suprema se ha pronunciado en diversas ocasiones sobre la importancia de 

preservar la estabilidad laboral, limitando, por ejemplo, los despidos arbitrarios (Vega 

Torres, 2017).  

2.2.1.1.1.2. Aspecto Jurisprudencial: Interpretaciones Relevantes  
La jurisprudencia peruana ha tenido un papel fundamental en la consolidación de los 

derechos laborales, fortaleciendo la aplicación de la LPT en función de los principios de 

protección al trabajador. La Corte Suprema y el Tribunal Constitucional han emitido 

sentencias relevantes que interpretan y desarrollan el marco legal laboral. Algunos temas 

clave en la jurisprudencia incluyen:  

Protección contra el Despido Arbitrario: En varias sentencias, el Tribunal  

Constitucional ha reafirmado que el despido sin causa justificada es inválido y da lugar a la 

reposición del trabajador, reforzando el derecho a la estabilidad laboral y limitando los 
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despidos arbitrarios. Esto se enmarca en la protección constitucional de los derechos 

laborales como derechos fundamentales (Quispe Farfán, 2020).  

Estabilidad Laboral y Contratación Temporal: La Corte Suprema ha declarado en 

diversas oportunidades que la contratación temporal debe aplicarse de forma limitada, 

basada en causales justificadas. Esto responde a la necesidad de evitar que el empleador 

abuse de la contratación temporal para precarizar el trabajo y evitar beneficios laborales a 

los trabajadores (Vega Torres, 2017).  

Valoración del Principio de Verdad Material: Las decisiones judiciales también han 

consolidado el principio de verdad material, permitiendo al juez evaluar el fondo del 

conflicto más allá de las formalidades, lo cual ha sido clave para mejorar la justicia material 

en el ámbito laboral (Aguirre Bernal, 2018).  

2.2.1.1.2. Plazos   

2.2.1.1.2.1. El plazo para demandar y contestar la demanda  
Conforme a lo descrito, en base a la normativa vigente no difiere al compendio regulado en 

la legislación civil. Por ello, al respecto el articulo 16° se determina que:   

“La demanda se presenta por escrito y debe contener los requisitos y anexos 

establecidos en la norma procesal civil.” De manera particular, conforme al 

lineamiento se puede indicar que la contestación de la demanda, pero en la etapa 

probatoria se indica que en regulación al articulo 21° de la Ley, establece que: “Los 

medios probatorios deben ser ofrecidos por las partes únicamente en la demanda y 

en la contestación y extraordinariamente, pueden ser ofrecidos hasta el momento 

previo a la actuación probatoria, siempre y cuando estén referidos a hechos nuevos o 

hubiesen sido conocidos u obtenidos con posterioridad.”  

2.2.1.1.2.2. Plazo para Presentar la Demanda en el Proceso Laboral Ordinario  

El plazo para demandar en el proceso laboral ordinario depende del tipo de acción 

que el trabajador o empleador desee interponer:  

Reclamos por despido arbitrario o nulidad de despido: La LPT establece que el 

plazo para demandar en estos casos es de 30 días hábiles desde la fecha en que el trabajador 

toma conocimiento del despido. Este plazo reducido busca proteger el derecho del trabajador 

a una solución rápida en situaciones de vulneración de su estabilidad laboral (Vega Torres, 

2017).  
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Acciones de cobro de beneficios sociales y otros derechos laborales: En general, 

el plazo para reclamar beneficios como compensación por tiempo de servicios, 

gratificaciones o vacaciones es de cuatro años desde la fecha en que estos derechos se 

hicieron exigibles, de acuerdo con el Código Civil (Aguirre Bernal, 2018).  

Estos plazos reflejan el principio de celeridad procesal, característico de la LPT, que 

busca evitar que el trabajador demore en ejercer sus derechos. Según Aguirre Bernal (2018), 

este diseño de plazos contribuye a proteger al trabajador de posibles perjuicios causados por 

la inacción y a incentivar el acceso rápido a la justicia laboral.  

2.2.1.1.2.3. Plazo para Contestar la Demanda  
El plazo para contestar la demanda en el proceso laboral ordinario también es un 

aspecto crucial:  

Plazo de seis días hábiles: De acuerdo con la LPT, el demandado cuenta con un 

plazo de seis días hábiles para contestar la demanda y presentar sus medios probatorios. Este 

plazo breve responde a la necesidad de resolver los conflictos laborales de forma rápida y 

evitar dilaciones que podrían afectar tanto al trabajador como al empleador (Quispe Farfán, 

2020).  

Flexibilidad en el principio de defensa: La legislación permite al demandado 

presentar excepciones o defensas preliminares dentro de este mismo plazo, lo cual refuerza 

la posibilidad de un debido proceso, pero mantiene la celeridad como prioridad. La 

jurisprudencia peruana ha señalado que el cumplimiento de este plazo es fundamental para 

garantizar un proceso equilibrado y evitar que se vulneren los derechos de cualquiera de las 

partes.  

En este contexto, Vega Torres (2017) sostiene que este plazo breve no debe 

interpretarse como una limitación al derecho de defensa, sino como una garantía de que el 

proceso será expedito, acorde con el carácter urgente de las reclamaciones laborales.  

2.2.1.1.2.4. Consecuencias de la Inobservancia de los Plazos  

Los plazos en el proceso laboral no son meras formalidades; tienen efectos jurídicos 

importantes si no se cumplen:  

Caducidad del derecho de acción: En el caso de la presentación de la demanda fuera 

del plazo establecido (por ejemplo, en demandas de despido arbitrario), se considera que el 

trabajador ha perdido el derecho de reclamar, debido a que su acción ha caducado. Este 

aspecto es de especial relevancia, ya que la caducidad es una institución de orden público y 

no puede ser suspendida ni interrumpida (Aguirre Bernal, 2018).  
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Declaración de rebeldía: En caso de que el demandado no conteste la demanda dentro 

del plazo de seis días, puede ser declarado en rebeldía, lo cual implica que el proceso 

continúa sin su intervención, y se presume la veracidad de los hechos alegados por el 

demandante, salvo que el juez encuentre prueba en contrario.  

Estas disposiciones permiten que el proceso avance sin demoras, incluso cuando una 

de las partes no actúe con la diligencia debida. Sin embargo, en la práctica, la jurisprudencia 

peruana ha adoptado un enfoque flexible para no afectar indebidamente el derecho de 

defensa, sobre todo en aquellos casos en los que existen razones justificadas para la demora 

en la contestación de la demanda (Quispe Farfán, 2020).  

2.2.1.1.2.5. La absolución de contestación de la demanda y fijación de la audiencia única  
Ahora, que regulado en el 42° de la Ley, posterior a la admisión de la demanda, se 

realiza la citación para la audiencia de conciliación, emplazando a la parte demandada para 

que recurra y asista, teniendo en cuenta que deberá portar su escrito sobre la contestación de 

la demanda con los respectivos anexos o medios probatorios que sustente o crea idóneo.   

Que, conforme a lo descrito, se puede precisar que en el proceso ordinario se realiza 

dos audiencias por lo cual se llegan a fijar en fechas distintas y los actos procesales realizados 

en ellas suele ser distinto. Estas audiencias son: Audiencia de Conciliación y Audiencia de 

Juzgamiento.  

a) Audiencia de conciliación.- Este acto procesal, conforme al articulo 43° de la NLPT, 

especifica que: “Si el demandante no asiste, el demandado puede contestar la 

demanda, continuando la audiencia. Caso contrario, si el demandado no asiste, 

incurre automáticamente la rebeldía, sin necesidad de declaración expresa, aun 

cuando la pretensión se sustente en un derecho indisponible.”  

En lo descrito, se puede precisar que conforme al articulo antes citado se puede 

imponer ciertas causales de declaración de rebeldía para el demandado, a las 

cuales se adicionan las siguientes: “No contestar la demanda a pesar de concurrir 

a la audiencia y la concurrencia del representante o apoderado del demandante 

con poderes suficientes para conciliar.”  

Ahora, conforme se describe líneas arriba, se puede indicar que tanto la parte 

demandante y demandada podrían llegar a un acuerdo conciliatorio total, en cuyo 

caso se puede proceder conforme al suscribir la respectiva Acta de Conciliación, 

dado ello, se precisa que se estaría concluyendo el proceso judicial, pero si fuera 



 

12  

caso contrario, en base a lo estipulado en el inciso 3 del articulo 43° de la Ley 

antes mencionada, precisa que: “De haber llegado a un acuerdo parcial o no haber 

llegado a ningún acuerdo, el juez precisa las pretensiones que son materia de 

juicio, requiere al demandado para que presente el escrito de contestación de 

demanda y sus anexos, haciendo entrega una copia al demandante.”  

b) Audiencia de Juzgamiento.- Conforme a la normativa vigente, en el articulo  

44° de la NLPT, estipula ciertos criterios como es: “La Audiencia de Juzgamiento 

se realiza en este acto único y concentra las etapas de confrontación de 

posiciones, actuación probatoria, alegatos y sentencia.”  

2.2.1.1.2.6. Absolución de la Contestación de la Demanda  
La contestación de la demanda es la oportunidad procesal que tiene el demandado 

para defenderse y presentar los hechos y pruebas que sustenten su posición. En el proceso 

laboral ordinario peruano, la contestación está regulada por el artículo 43 de la LPT, que 

dispone un plazo de seis días hábiles para que el demandado responda a la demanda una vez 

que ha sido notificado.  

Plazo de Seis Días Hábiles: Este plazo breve responde al principio de celeridad 

procesal, característico del proceso laboral, que busca evitar dilaciones que puedan 

prolongar innecesariamente el conflicto (Sarabia Meza, 2021). El demandado debe incluir 

en su respuesta toda la prueba documental pertinente y, en casos excepcionales, podrá 

solicitar la admisión de pruebas complementarias, siempre que justifique su pertinencia. 

Según Villavicencio Ríos (2022), este plazo breve fomenta la rapidez en la administración 

de justicia laboral, aunque algunos autores sostienen que puede ser insuficiente en procesos 

complejos.  

  
Excepciones y Defensas Preliminares: La LPT permite al demandado plantear 

excepciones procesales o defensas preliminares junto con la contestación. Estas defensas 

pueden ser formuladas para cuestionar, por ejemplo, la competencia del tribunal o la 

idoneidad de la vía procesal. En estos casos, si las excepciones son fundadas, el proceso 

puede ser redirigido o incluso archivado, lo cual facilita la economía procesal y evita 

procedimientos innecesarios.  

Consecuencias de la Inobservancia del Plazo: Si el demandado no contesta dentro 

del plazo, puede ser declarado en rebeldía. Esto significa que el proceso continuará sin su 
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intervención, y el juez considerará como ciertos los hechos alegados por el demandante, 

salvo que existan pruebas en contrario. La jurisprudencia peruana ha establecido que esta 

consecuencia busca asegurar la continuidad del proceso y evitar su dilación por falta de 

respuesta de la parte demandada (Vega Torres, 2021).  

2.2.1.1.2.7 Fijación de la Audiencia Única  

Una de las innovaciones de la LPT es la audiencia única, que integra tanto la etapa 

de conciliación como la etapa de juzgamiento. Esta audiencia se encuentra regulada por los 

artículos 43 y 44 de la LPT y representa una de las principales manifestaciones de los 

principios de inmediación y concentración en el proceso laboral peruano.  

Convocatoria a Audiencia Única: Una vez contestada la demanda o transcurrido el 

plazo para ello, el juez fija la audiencia única, en la cual se busca resolver el conflicto en una 

sola sesión. Esta audiencia se divide en dos fases:  

Fase de Conciliación: El juez inicia la audiencia promoviendo la conciliación entre 

las partes. Esta etapa es fundamental para fomentar soluciones autocompositivas y 

descongestionar el sistema judicial laboral. La LPT promueve la conciliación como una vía 

preferente, pues permite resolver el conflicto sin necesidad de agotar el proceso judicial. 

Como señala Sarabia Meza (2021), la conciliación en esta fase se basa en el principio de paz 

social y evita desgastes innecesarios.  

Fase de Juzgamiento: Si no se logra un acuerdo conciliatorio, el juez procede a la 

fase de juzgamiento, en la cual se presentan y valoran las pruebas. De acuerdo con 

Villavicencio Ríos (2022), el juez debe emitir sentencia en esta misma audiencia, lo cual 

permite una resolución inmediata del conflicto, en línea con el principio de celeridad. La 

estructura de la audiencia única busca que el juez, las partes y las pruebas estén presentes en 

un solo acto, lo que facilita la obtención de una decisión rápida y fundada en la verdad 

material.  

Principios de Concentración e Inmediación: La audiencia única está diseñada para 

evitar las dilaciones y múltiples etapas propias del proceso civil ordinario. El principio de 

inmediación permite al juez tener contacto directo con las partes y las pruebas, mientras que 

el principio de concentración permite que las actuaciones procesales se concentren en un 

solo acto. Según Sarabia Meza (2021), estos principios favorecen una justicia rápida y 

cercana a los trabajadores, quienes a menudo dependen del resultado del juicio para resolver 

situaciones laborales críticas.  
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2.2.1.1.2.7.1. Jurisprudencia Relevante sobre la Audiencia Única y la Contestación de 
la Demanda  

La jurisprudencia peruana ha consolidado la importancia de la audiencia única como 

herramienta para agilizar los procesos laborales:  

Estabilidad de la Audiencia Única: La Corte Suprema ha interpretado que la 

audiencia única debe llevarse a cabo en una sola sesión, salvo excepciones justificadas. La 

jurisprudencia ha establecido que la reprogramación de la audiencia es procedente solo en 

casos extremos, como cuando las partes presentan prueba nueva o compleja que justifica la 

suspensión (Vega Torres, 2021).  

Implicancias de la Rebeldía: La jurisprudencia ha sido clara en señalar que la 

declaración de rebeldía del demandado no implica automáticamente una victoria para el 

demandante. Aunque se presume la veracidad de sus alegatos, el juez tiene la obligación de 

analizar la prueba presentada para evitar decisiones arbitrarias y garantizar una justicia 

basada en la verdad material.  

2.2.1.1.2.8. Inconcurrencia a la audiencia única  
Por otro lado, en el artículo 64° de la “Ley Procesal del Trabajo” señala que a la audiencia 

asistiera una de las partes del proceso, se da por realizado. La inasistencia de ambas partes 

causara el archivamiento del proceso si ha transcurrido treinta días naturales desde la fecha 

de la audiencia y el proceso no ha sido activado por ninguna de las partes.   

Que, conforme a lo descrito, se puede indicar que “la inasistencia” a lo que refiere la Ley, 

ello puede suceder en cualquier etapa procesal o audiencia. Ahora, en base a la advertencia 

basado en el dispositivo legal se puede llegar a utilizar el termino “cualquiera de las 

audiencias”, entendiéndose que dada la inconcurrencia por segunda vez puede darse de 

manera constante en base a una audiencia programada y no de manera consecutiva a la 

misma clase de audiencia, esto implica una clara interpretación legal. (Casación Laboral N° 

20708-2016-Lima)  

2.2.1.1.2.8.1. Consecuencias de la Inconcurrencia del Demandante  
La ausencia del demandante en la audiencia única tiene efectos específicos, regulados en el 

artículo 43 de la LPT:  

Declaración de Desistimiento Tácito: La LPT establece que, si el demandante no 

asiste a la audiencia única sin una justificación válida, se le considera desistido de su 

demanda. Esta declaración de desistimiento es automática y tiene como efecto el archivo del 
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expediente, lo que significa que el demandante pierde la oportunidad de reclamar los 

derechos que había planteado en la demanda (Sarabia Meza, 2022). Esto responde al 

principio de economía procesal y busca evitar que los tribunales se sobrecarguen con casos 

en los que el demandante no muestra interés en continuar con el proceso.  

Posibilidad de Reingreso: En la jurisprudencia, se ha señalado que el desistimiento 

tácito por inconcurrencia no es equivalente a una sentencia definitiva sobre el fondo del 

conflicto, por lo que el demandante puede interponer una nueva demanda sobre el mismo 

asunto en el futuro, siempre que esté dentro del plazo de prescripción correspondiente. No 

obstante, esto puede ocasionar perjuicios para el trabajador, quien debe reiniciar el proceso 

desde cero y asumir los costos asociados (Villavicencio Ríos, 2021).  

2.2.1.1.2.8.2. Consecuencias de la Inconcurrencia del Demandado  
La ausencia del demandado en la audiencia única también tiene consecuencias relevantes:  

Declaración de Rebeldía: Si el demandado no concurre a la audiencia única, el juez 

puede declararlo en rebeldía. Esto significa que el proceso continuará sin su participación 

activa y se presume la veracidad de los hechos alegados por el demandante, salvo que exista 

prueba en contrario. Esta figura responde al principio de inmediatez y permite que el proceso 

avance sin demoras innecesarias (Quispe Farfán, 2021).  

  
Limitación a la Defensa del Demandado: La declaración de rebeldía no implica 

que el juez automáticamente falle a favor del demandante, pero sí coloca al demandado en 

una posición desfavorable, ya que se considera que renuncia a su derecho de defensa activo. 

La jurisprudencia ha señalado que, aunque se presuman ciertos los hechos alegados por el 

demandante, el juez debe realizar un análisis cuidadoso de las pruebas y emitir una sentencia 

justa, evitando fallos automáticos (Vega Torres, 2022).  

Posibilidad de Reincorporación: La LPT permite al demandado incorporarse en 

cualquier momento al proceso, aunque esto no le exime de las consecuencias procesales de 

su ausencia inicial. Según Sarabia Meza (2022), esta flexibilidad es una muestra del balance 

que el legislador busca entre la celeridad procesal y el derecho de defensa.  

2.2.1.1.2.8.3. Justificaciones Válidas para la Inconcurrencia  

La ley permite justificar la inconcurrencia a la audiencia única, siempre que se 

presenten razones de fuerza mayor o casos fortuitos debidamente sustentados. En la práctica, 

el juez puede evaluar justificativos como problemas de salud graves, desastres naturales, 
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entre otros. La Corte Suprema ha señalado en diversas ocasiones que la justificación de la 

inconcurrencia debe ser evaluada con flexibilidad, especialmente en casos en los que se 

evidencie una falta de dolo o negligencia por parte de la persona ausente (Villavicencio Ríos, 

2021).  

2.2.1.1.3. Principios   

2.2.1.1.3.1. Principio de inmediación  

La presencia directa del juez en las audiencias y el contacto con las pruebas y los 

testimonios permite un mejor análisis de la controversia. Este principio busca asegurar que 

el juez tenga una percepción clara de los hechos y que el proceso sea más participativo. Vega 

Torres (2022) sostiene que la inmediación permite al juez captar aspectos no reflejados en 

los documentos, lo cual es esencial en casos laborales.  

2.2.1.1.3.2. Principio de concentración    

La audiencia única, contemplada en la LPT, concentra en un solo acto la conciliación 

y la fase de juzgamiento, con el objetivo de reducir la duración del proceso y permitir que 

todas las actuaciones procesales se realicen de forma conjunta. Quispe Farfán (2021) destaca 

que la concentración facilita una resolución rápida y evita que el proceso se extienda 

innecesariamente.  

2.2.1.1.3.3. Principio de celeridad  
Este principio garantiza que los conflictos laborales se resuelvan en un tiempo breve. 

La LPT establece plazos cortos para cada etapa del proceso, evitando dilaciones 

injustificadas. Según Sarabia Meza (2021), la celeridad es crucial en el ámbito laboral, pues 

permite a los trabajadores resolver rápidamente situaciones que afectan su estabilidad 

económica y social.  

2.2.1.1.3.4. Principio de Celeridad  
Este principio garantiza que los conflictos laborales se resuelvan en un tiempo breve. 

La LPT establece plazos cortos para cada etapa del proceso, evitando dilaciones 

injustificadas. Según Sarabia Meza (2021), la celeridad es crucial en el ámbito laboral, pues 

permite a los trabajadores resolver rápidamente situaciones que afectan su estabilidad 

económica y social.  

2.2.1.1.3.5. Principio de Verdad Material  
En el proceso laboral, la búsqueda de la verdad material predomina sobre la verdad 

formal. El juez tiene un rol activo en la investigación de los hechos y puede solicitar pruebas 
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adicionales si considera que las presentadas son insuficientes. Villavicencio Ríos (2021) 

enfatiza que este principio garantiza que el fallo se base en la realidad de los hechos, 

protegiendo los derechos de los trabajadores.  

Estos principios buscan que el proceso sea rápido, efectivo y garantista, permitiendo 

un acceso justo y equilibrado a la justicia laboral para ambas partes, aunque con una 

tendencia protectora hacia el trabajador.  

2.2.1.2. Medios probatorios  

2.2.1.2.1. Concepto  
La Nueva Ley Procesal del Trabajo (en adelante NLPT) establece, durante la etapa 

de juzgamiento, pueda existir una etapa por la cual se pueda admitir, analizar y actuar todo 

medio probatorio. En esta etapa surge un rol importante en lo que señala y especifica el juez.  

Al respecto, existen diversos juristas que señalan que conforme a la etapa de 

actuación probatoria se sumerge a la siguiente manera: “La actividad desarrollada por las 

partes ante el órgano jurisdiccional en el proceso laboral, que tiene por finalidad que este 

alcance la convicción de certeza sobre unos determinados datos objeto de controversia; 

convicción a la que se llega unas veces por reglas legales y otras por la valoración racional, 

razonable y razonada.” (Preciado, 2015)  

2.2.1.2.2. Principales medios probatorios  
La prueba en el proceso laboral tiene un rol fundamental para establecer la verdad 

material. La LPT establece la admisión de cualquier medio de prueba que sea lícito y 

relevante, adaptándose a las particularidades del caso.  

Prueba Documental: Es uno de los medios de prueba más comunes en el proceso 

laboral. Los documentos, como contratos de trabajo, boletas de pago y constancias, permiten 

acreditar derechos y obligaciones. Villavicencio Ríos (2021) señala que la prueba 

documental tiene gran valor probatorio, especialmente en casos de reclamación de 

beneficios sociales.  

Prueba Testimonial: Los testimonios de compañeros de trabajo o superiores pueden 

ayudar a reconstruir situaciones laborales y son de especial relevancia en casos de despido 

o acoso laboral. Sarabia Meza (2021) observa que, en el ámbito laboral, la prueba testimonial 

es particularmente útil para probar hechos difíciles de documentar.  
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Confesión del Demandado: La confesión de hechos por parte del empleador puede 

constituir una prueba contundente. En ciertos casos, el juez puede llamar al demandado a 

declarar sobre hechos relevantes.  

Prueba de Presunciones: En casos donde el trabajador presenta pruebas iniciales de 

su derecho o de una situación irregular, el empleador tiene la carga de demostrar lo contrario, 

especialmente en casos de despido arbitrario. Vega Torres (2022) subraya que la inversión 

de la carga probatoria refleja la naturaleza tutelar del derecho laboral.  

La prueba en el proceso laboral debe ser valorada de manera conjunta y bajo criterios 

de razonabilidad y pertinencia, aplicando el principio de verdad material.  

2.2.1.3. Sujetos Procesales en el Proceso Ordinario Laboral  
Los sujetos procesales en el proceso ordinario laboral incluyen al demandante 

(generalmente el trabajador), el demandado (usualmente el empleador), el juez y, en algunos 

casos, el Ministerio Público.  

2.2.1.3.1. El Trabajador (Demandante)  
El trabajador es generalmente la parte demandante que reclama derechos o la 

corrección de situaciones injustas en el ámbito laboral. Debido a su condición vulnerable, el 

proceso está diseñado para proteger sus derechos, como lo menciona Quispe Farfán (2021).  

2.2.1.3.2. El Empleador (Demandado)  
El empleador, como parte demandada, debe responder a la demanda y presentar 

pruebas que justifiquen sus actuaciones. Según Vega Torres (2022), el empleador tiene el 

deber de demostrar que sus acciones fueron legítimas, especialmente en casos de despido.  

2.2.1.3.3. El Juez Laboral  

El juez tiene un rol activo en el proceso, conforme al principio de inmediación y 

verdad material. Este rol le permite recabar pruebas de oficio y adoptar una actitud proactiva 

en la búsqueda de la verdad. Villavicencio Ríos (2021) indica que esta intervención es 

esencial para proteger los derechos del trabajador y garantizar una decisión justa.  

2.2.1.3.4. Ministerio Público  
En casos de derechos colectivos o cuando el conflicto laboral afecta el orden público, 

el Ministerio Público puede intervenir, defendiendo los derechos de los trabajadores.  
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2.2.1.4. Sentencia judicial  
La sentencia en el proceso laboral debe ser motivada, justa y basada en los hechos y 

el derecho aplicable.   

La sentencia laboral tiene una naturaleza particular, ya que no solo resuelve el 

conflicto de acuerdo con el derecho positivo, sino que también responde a principios 

fundamentales, como el de protección al trabajador y el carácter tutelar del derecho laboral. 

Según Vega Torres (2022), la sentencia en el ámbito laboral debe considerar tanto el derecho 

sustantivo aplicable como los principios que protegen al trabajador, quien generalmente se 

encuentra en una posición vulnerable frente al empleador.  

La sentencia se estructura en tres partes:  

Parte Expositiva: Describe el conflicto y las pretensiones de las partes.  
La parte expositiva se centra en la descripción de los hechos y las pretensiones de 

cada una de las partes. Aquí se realiza un relato objetivo de la controversia y se detallan las 

demandas y defensas presentadas. Sarabia Meza (2021) explica que esta sección permite al 

lector contextualizar el conflicto y conocer las posiciones de las partes, lo cual es esencial 

para entender la fundamentación posterior del fallo.  

Parte Considerativa: Analiza los hechos y el derecho aplicable. Incluye una 

evaluación de las pruebas presentadas y una justificación de la decisión. La LPT exige que 

los jueces expliquen de manera razonada la base de su fallo, aplicando tanto la normativa 

laboral como los principios que la orientan (Quispe Farfán, 2021).  

En la parte considerativa, el juez expone el análisis de los hechos y del derecho 

aplicable, incluyendo la valoración de las pruebas. Este análisis busca sustentar la decisión 

judicial, mostrando los razonamientos que llevaron al juez a optar por una postura en 

particular. Según Villavicencio Ríos (2021), esta parte es fundamental para la transparencia 

del fallo, ya que permite a las partes comprender cómo se ha valorado cada uno de los 

elementos probatorios y los argumentos jurídicos.  

Parte Resolutiva: Contiene la decisión final sobre las pretensiones del demandante, 

señalando las obligaciones y derechos de cada parte.  

La parte resolutiva es el pronunciamiento final y concreto sobre el conflicto, donde 

el juez establece las obligaciones y derechos de cada una de las partes. En el contexto laboral, 

esta sección puede ordenar el pago de beneficios laborales, la reincorporación del trabajador, 
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o el cese de prácticas ilegales. Quispe Farfán (2021) sostiene que, en el derecho laboral, esta 

parte debe ser clara y específica para que las partes comprendan de manera precisa sus 

derechos y obligaciones.  

Según Sarabia Meza (2021), la motivación de la sentencia es fundamental para 

garantizar el derecho a una tutela jurisdiccional efectiva y permite que las partes comprendan 

las razones detrás del fallo.  

2.2.1.4.1. La motivación de la sentencia  

La motivación es uno de los requisitos esenciales en toda sentencia, pues asegura que el fallo 

no sea arbitrario y que esté sustentado en argumentos sólidos. La motivación implica 

explicar de manera razonada las decisiones judiciales y, en el ámbito laboral, debe también 

reflejar el respeto a los principios laborales, como la protección al trabajador. Vega Torres 

(2022) destaca que la motivación garantiza que las partes comprendan el fallo y facilita la 

revisión del mismo en instancias superiores.  

2.2.1.4.1.1. Motivación de hecho  

La motivación de los hechos es el análisis y la valoración de las pruebas y 

testimonios. En el derecho laboral, el juez tiene un rol activo en la valoración de las pruebas 

y puede requerir de oficio aquellas que considere necesarias para esclarecer los hechos, en 

función del principio de verdad material. Según Villavicencio Ríos (2021), esta motivación 

debe reflejar cómo el juez ha llegado a sus conclusiones sobre los hechos controvertidos y 

debe ser especialmente cuidadosa, ya que suele existir asimetría probatoria en favor del 

empleador.  

2.2.1.4.1.2. Motivación del Derecho  
La motivación del derecho es el análisis normativo que realiza el juez para justificar 

su decisión. Esta incluye la interpretación de normas laborales, principios y jurisprudencia 

aplicable. En el derecho comparado, la motivación del derecho suele ser rigurosa y debe 

incluir tanto la normativa interna como, en ciertos casos, los estándares internacionales de 

derechos laborales, especialmente aquellos adoptados por la OIT. Sarabia Meza (2021) 

indica que esta motivación fortalece la legitimidad de la sentencia y asegura su ajuste al 

marco normativo vigente.  

2.2.1.5. Principio de congruencia en la sentencia judicial  
El principio de congruencia exige que el fallo se limite a resolver lo que fue planteado 

en la demanda y no aborde cuestiones ajenas al conflicto. En el derecho laboral, la 
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congruencia se interpreta de manera flexible, permitiendo al juez pronunciarse sobre 

aspectos que, aunque no estén expresamente alegados, afectan derechos laborales. Quispe 

Farfán (2021) señala que esta flexibilidad es positiva en el derecho laboral, ya que protege 

los derechos fundamentales del trabajador y permite una justicia más material.  

2.2.1.6. Elementos Relevantes de la Sentencia  
Entre los elementos más relevantes de la sentencia laboral destacan: la claridad en la 

redacción, la fundamentación sólida y la relación de la decisión con el derecho aplicable. 

Estos elementos garantizan una resolución justa y comprensible. Vega Torres (2022) enfatiza 

que, en el contexto laboral, estos elementos son clave para que los trabajadores comprendan 

el fallo y se garantice la correcta ejecución de las obligaciones.  

2.2.1.6.1.  La Claridad de la Sentencia  
La claridad de la sentencia es fundamental, especialmente en el ámbito laboral, donde 

las partes suelen no tener un conocimiento técnico-jurídico profundo. Sarabia Meza (2021) 

sugiere que una sentencia laboral clara permite a ambas partes entender sus derechos y 

obligaciones y facilita el cumplimiento de las órdenes judiciales.  

2.2.1.7. La Sana Crítica  
El principio de sana crítica es el criterio que usa el juez para valorar las pruebas de 

manera razonada, lógica y conforme a la experiencia. En el derecho laboral peruano, la sana 

crítica permite al juez valorar las pruebas de manera más flexible y adaptada a la realidad 

laboral, donde a menudo el trabajador tiene menos acceso a medios probatorios. 

Villavicencio Ríos (2021) argumenta que este principio es fundamental en el derecho 

laboral, pues evita que se aplique un criterio probatorio rígido que podría perjudicar al 

trabajador.  

2.2.1.8.  Las Máximas de la Experiencia  
Las máximas de la experiencia son reglas de sentido común que ayudan al juez a 

valorar los hechos y pruebas en el proceso. En el contexto laboral, el juez puede aplicar su 

conocimiento sobre la dinámica laboral para valorar la prueba, especialmente en casos de 

despidos o situaciones de acoso laboral, donde es difícil obtener pruebas directas. Según 

Vega Torres (2022), el uso de las máximas de la experiencia permite al juez tomar decisiones 

más ajustadas a la realidad laboral y protege a los trabajadores de situaciones injustas.  
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2.2.2. Sustantivas  

2.2.2.1. Contrato de trabajo  

2.2.2.1.1. Concepto  

El derecho del trabajo es un conjunto de normas y principios orientados a regular las 

relaciones laborales, protegiendo al trabajador como la parte más débil en la relación. En el 

Perú, este marco está establecido principalmente en la Constitución Política del Perú y en 

normas específicas como la Ley de Productividad y Competitividad Laboral. Según 

Villavicencio Ríos (2021), el derecho laboral peruano tiene una naturaleza protectora, 

buscando un equilibrio entre los derechos de los trabajadores y la libertad empresarial, un 

principio también reflejado en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional.  

Ahora, si se trata de buscar un concepto idóneo en base a la normativa vigente, 

podemos referirnos al Código Civil, conforme se describe en el artículo 1351°, precisando 

que: “El contrato es el acuerdo de dos o más partes para crear, regular, modificar o extinguir 

una relación jurídica patrimonial.”  

El contrato de trabajo es el acuerdo por el cual el trabajador se compromete a prestar 

servicios personales bajo subordinación a cambio de una remuneración. En el Perú, la Ley 

de Productividad y Competitividad Laboral regula las características y modalidades de los 

contratos de trabajo. La jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha establecido que, 

aunque el contrato pueda ser verbal, la relación laboral se configura si existen elementos de 

subordinación y prestación de servicios a cambio de remuneración (STC N.º 01006-2010-

AA/TC).  

El contrato de trabajo es un acuerdo entre empleador y trabajador donde se establecen 

las condiciones bajo las cuales se prestará el servicio. Este contrato puede ser verbal o 

escrito, aunque la ley peruana fomenta su formalización por escrito para mayor claridad y 

seguridad jurídica.  

Normativa Peruana: El Código de Trabajo regula el contrato de trabajo en sus 

artículos 5 al 28, estableciendo sus modalidades, derechos y obligaciones de las partes. La 

Ley N.º 29497, Ley Procesal del Trabajo, complementa estas disposiciones en el ámbito 

procesal.  

La jurisprudencia ha enfatizado la importancia de la prueba documental en los 

contratos de trabajo. En casos donde existe ambigüedad en las condiciones laborales, los 
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tribunales han dado preferencia a la interpretación que favorezca al trabajador (Corte 

Suprema, Expediente N.º 67890-2020-0-0-0).  

2.2.2.1.2. Sujetos  
Los sujetos del contrato de trabajo son el empleado (trabajador) y el empleador 

(empresario o persona jurídica que recibe el servicio). En el derecho peruano, se reconoce 

que la protección del trabajador se basa en la asimetría de poder en la relación laboral. 

Gamarra (2020) argumenta que la normativa peruana es estricta en cuanto a la protección 

del trabajador, considerando que, en muchas ocasiones, este no puede negociar en igualdad 

de condiciones frente al empleador.  

Los sujetos del contrato de trabajo son el empleador y el trabajador. El empleador es 

quien ofrece el trabajo y paga una remuneración, mientras que el trabajador es quien presta 

el servicio bajo subordinación.  

La Corte Suprema ha reconocido la figura del trabajador independiente en ciertos 

contextos, diferenciándolos de los trabajadores dependientes para aplicar correctamente la 

normativa laboral (Corte Suprema, Expediente N.º 54321-2019-0-0-0).  

2.2.2.1.2.1. Trabajador  
El empleado es la persona que presta sus servicios personales a otra bajo dependencia 

y subordinación. En el Perú, la Constitución y la Ley de Productividad y Competitividad 

Laboral protegen los derechos fundamentales del trabajador, como la estabilidad laboral y 

la remuneración justa (STC N.º 01462-2007-PA/TC).  

El precisar como “trabajador” no existe una definición clara, sin embargo, se puede 

definir como aquella persona natural que de manera libre llega a poner a disposición del 

empleador su conocimiento para ejercer cualquier tipo de trabajo que este de manera 

subordinada conforme a la prestación de servicios.  

El empleado es la persona que, mediante un contrato de trabajo, se obliga a prestar 

servicios personales bajo la dirección y subordinación del empleador a cambio de una 

remuneración.  

En diversas sentencias, la Corte Suprema ha establecido criterios para determinar la 

existencia de subordinación, factor esencial para calificar a una persona como trabajador 

(Corte Suprema, Expediente N.º 11223-2022-0-0-0).  
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2.2.2.1.2.2. Empleador  
El empleador es la persona física o jurídica que contrata al trabajador y asume las 

obligaciones laborales. La normativa peruana establece que el empleador debe cumplir con 

derechos fundamentales como la remuneración justa, la seguridad en el trabajo y la no 

discriminación. Vega Torres (2022) resalta que en la legislación peruana se han 

implementado mecanismos para que el empleador cumpla con sus obligaciones laborales, 

siendo sancionado en caso de incumplimientos.  

El empleador es la persona natural o jurídica que contrata al trabajador, 

proporcionando las condiciones para el desempeño del trabajo y la remuneración 

correspondiente.  

La jurisprudencia ha clarificado las responsabilidades del empleador, incluyendo la 

obligación de garantizar condiciones de trabajo seguras y respetar los derechos laborales 

(Corte Suprema, Expediente N.º 33445-2021-0-0-0).  

El empleador es toda persona natural o jurídica, patrimonio autónomo, entidad 

asociativa, con o sin fines de lucro de conforme a la naturaleza privada o pública, a favor del 

trabajador que se pone en disposición.   

2.2.2.2. Indemnización por daños y perjuicios  

2.2.2.2.1. Concepto  
La indemnización es una compensación económica otorgada al trabajador en caso de 

despido injustificado. Quispe Farfán (2021) sostiene que la indemnización tiene un rol 

disuasivo, evitando que el empleador pueda despedir sin una causa justificada.  

La indemnización es una compensación económica que debe ser pagada al trabajador 

cuando la relación laboral se extingue por causas injustificadas, como el despido arbitrario.  

La Corte Suprema ha reiterado la obligación del empleador de pagar 

indemnizaciones cuando no existen causas justificadas para el despido, asegurando la 

protección económica del trabajador (Corte Suprema, Expediente N.º 22346-2020-0-0-0).  

2.3. Marco conceptual  

Calidad. Es la propiedad o conjunto de propiedades inherentes a una cosa que permiten 

apreciarla como igual, mejor o peor que las restantes de su especie (Real Academia de la 

Lengua Española, 2001).  
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Carga de la prueba. Obligación consistente en poner a cargo de un litigante la demostración 

de la veracidad de sus proposiciones de hecho en un juicio. El requerimiento es facultad de 

la parte interesada de probar su proposición. Obligación procesal a quién afirma o señala. 

(Poder Judicial, 2013).  

Derechos fundamentales. Conjunto básico de facultades y libertades garantizadas 

judicialmente que la constitución reconoce a los ciudadanos de un país determinado (Poder 

Judicial, 2013).  

Distrito Judicial. Parte de un territorio en donde un Juez o Tribunal ejerce jurisdicción 

(Poder Judicial, 2013).  

Doctrina. Conjunto de tesis y opiniones de los tratadistas y estudiosos del Derecho que 

explican y fijan el sentido de las leyes o sugieren soluciones para cuestiones aun no 

legisladas. Tiene importancia como fuente mediata del Derecho, ya que el prestigio y la 

autoridad de los destacados juristas influyen a menudo sobre la labor del legislador e incluso 

en la interpretación judicial de los textos vigentes (Cabanellas, 1998).  

Expresa. Claro, evidente, especificado, detallado. Ex profeso, con intención, 

voluntariamente de propósito (Cabanellas, 1998).  

Deudor alimentario moroso. Es la persona obligada a la prestación de alimentos en virtud 

a lo resulto en un proceso judicial que ha culminado, ya sea con sentencia consentida o 

ejecutoriada o acuerdo consolatoria con calidad de cosa juzgada, siempre se encontré 

adeudando por lo menos tres cotas sucesivas o alternadas de sus obligaciones alimentarias.  

Expediente. Es un instrumento público. Como se dijo también al referir a la terminología, 

el concepto de expediente se corresponde con la tercera acepción del vocablo proceso. Se lo 

puede definir como el legajo de actuaciones o piezas escritas que registran los actos 

procesales realizados en un juicio, ordenadas cronológicamente y foliadas en forma de libro, 

provistas de una carátula destinada a su individualización. En definitiva, como expresa 

Rosemberg, el expediente es un legajo de papeles, pero sujeto a normas para su formación 

y conservación (Poder Judicial, 2013).  

Jurisprudencia. Denominado también precedente judicial, doctrina jurisprudencial, 

sentencia normativa, criterio jurisprudencial, es la decisión del más alto tribunal de un país 

que, al resolver un caso concreto, establece un principio o doctrina jurídica vinculante para 

el propio tribunal supremo (Poder Judicial, 2013).  
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Jurisdicción. Es la función pública de administrar justicia, emanada de la soberanía del 

estado y ejercida por un órgano especial. Tiene por fin la realización o declaración del 

derecho y la tutela de la libertad individual y del orden jurídico, y la paz social.(Echandía, 

1984, teoría general del proceso. Tomo I:73) así como Couture nos informa que: “el vocablo 

jurisdicción tiene, por lo menos, cuatro acepciones; como ámbito territorial, como sinónimo 

de competencias; como conjunto de poderes o autoridad de ciertos órganos del poder 

público; y su sentido preciso y técnico de función pública de hacer justicia” 

(Couture,1985:27).  

2.4. Hipótesis  
De acuerdo a los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales, 

establecidos en el presente estudio, la calidad de las sentencias de primera y segunda 

instancia sobre indemnización por daños y perjuicios, en el Expediente N° 04670-2015-

01601-JR-LA-03, Distrito Judicial de la Libertad – 2024, fueron de rango muy alta, 

respectivamente.  

2.4.1. Hipótesis específicas  
La calidad de la sentencia de primera instancia sobre indemnización por daños y 

perjuicios, en función de la calidad de su parte expositiva, considerativa y resolutiva según 

los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes en el expediente 

seleccionado es de rango muy alta.  

La calidad de la sentencia de segunda instancia sobre indemnización por daños y 

perjuicios, en función de la calidad de su parte expositiva, considerativa y resolutiva según 

los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes en el expediente 

seleccionado, es de rango muy alta.  
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III. METODOLOGÍA 

  
3.1. Nivel, tipo y diseño de investigación  
  
3.1.1. Investigación de nivel descriptivo  

  
Para Cauas (2015) Este estudio se dirige fundamentalmente a la descripción de 

fenómenos sociales o educativos en una circunstancia temporal y especial determinada. Los 

diferentes niveles de investigación difieren en el tipo de pregunta que pueden formular. 

Mientras en las investigaciones exploratorias no se plantean preguntas que conduzcan a 

problemas precisos, sino que se exploran áreas problemáticas, en este nivel las preguntas 

están guiadas por esquemas descriptivos y taxonomías; sus preguntas se enfocan hacia las 

variables de los sujetos o de la situación. (p. 6)  

3.1.2. Investigación de tipo cualitativa  

(Tecnológico de Monterrey, 2022) La investigación cualitativa es un conjunto de 

técnicas empleadas para obtener una visión general del comportamiento de las personas 

sobre un tema en particular. Los investigadores del campo optan por utilizar este método 

para comprender o explicar el comportamiento, las motivaciones y características de un 

grupo específico. Este tipo de investigación por lo regular genera ideas y suposiciones que 

pueden ayudar a entender cómo es percibido un problema y al mismo tiempo ayuda a definir 

o identificar opciones respecto al tema y sus soluciones. (par. 1-2)  

3.1.3. Diseño  
  
 No experimental: Velasco (2024) afirma que “A diferencia del método experimental, las 

variables no son controladas, y el análisis del fenómeno se basa en la observación dentro de 

su contexto natural.”  

 Transeccional: El estudio transversal se define como un tipo de investigación 

observacional que analiza datos de variables recopiladas en un periodo de tiempo sobre una 

población muestra o subconjunto predefinido. Este tipo de estudio también se conoce como 

estudio de corte transversal, estudio transversal y estudio de prevalencia. (par. 1)  

  Retrospectiva: Se consideran retrospectivos los estudios cuyo diseño es posterior a 

los hechos estudiados, de modo que los datos se obtienen de archivos o registros, o de lo 
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que los sujetos o los médicos refieren o recuerdan. Cuando existe una combinación de 
ambas situaciones, los estudios se clasifican como ambispectivos. (La  

Universidad Nacional Autónoma de México, 2022, p. 28)  

3.2. Unidad de análisis  

Definimos a la unidad de análisis como una estructura categórica a partir de la cual 

podemos responder a las preguntas formuladas a un problema práctico, así como a las 

preguntas de investigación. En ella se conjuga el material empírico asociado al problema 

y un cuerpo teórico a través del cual se llevan a cabo inferencias con mayor coherencia y 

consistencia. Cuando el problema es observado y analizado desde dos o más disciplinas, 

es posible que haya más de un tipo de relaciones –en nuestro caso, cognoscitivas, sociales 

y culturales-, y ello implica generalmente la aplicación de dos o más técnicas de 

investigación. En estos casos, la unidad de análisis puede configurarse como una 

integración de dos o más cuerpos teóricos que en forma complementaria ofrezcan mejores 

respuestas al problema planteado. De aquí que la investigación se encuentre inmersa en la 

necesidad de llevar a cabo una investigación necesariamente interdisciplinaria. 

(Hernández, 2018)  

Muestreo no probabilístico:  
  
Para Salgado (2019) “El muestreo no probabilístico es una técnica de muestreo en la cual el 

investigador selecciona muestras basadas en un juicio subjetivo en lugar de hacer la 

selección al azar. (…). El muestreo no probabilístico se utiliza donde no es posible extraer 

un muestreo de probabilidad aleatorio debido a consideraciones de tiempo o costo.” (p. 30)  

3.3. Variables. Definición y operacionalización  

3.3.1. Variable  
Una variable de estudio es aquella cualidad que el investigador, a lo largo del desarrollo de 

su trabajo irá a designarle una multiplicidad de valores que harán de ella un componente 

determinante para la contrastación de los resultados y la presentación de las conclusiones.  

Núñez (2016) afirma que “se trata de todo aquello que va a ser medido, controlado y 

estudiado durante un proceso de investigación” (p. 167).  

3.3.2. Operacionalización  
En el presente trabajo, los indicadores son aspectos reconocibles en el contenido de 

las sentencias; específicamente exigencias o condiciones establecidas en la ley y la 
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Constitución; los cuales son aspectos puntuales en los cuales las fuentes de tipo normativo, 

doctrinario y jurisprudencial, consultados; coincidieron o tienen una estrecha aproximación.   

Asimismo; el número de indicadores para cada una de las sub dimensiones de la variable 

solo fueron cinco, esto fue, para facilitar el manejo de la metodología diseñada para el 

presente estudio; además, dicha condición contribuyó a delimitar en cinco niveles o rangos 

la calidad prevista, estos fueron: muy alta, alta, mediana, baja y muy baja  

  
3.4. Técnica e instrumentos de recolección de información  
  

La observación: Es un método de recolección de documentos que tiene como objeto 

estudiar y detallar el contexto. No es fácil reflexión, como uno lograría idear, significa 

razonar en una posición colectiva y sustentar un papel dinámico, así como la perenne 

exhortación, el recato de lo prolijo, condiciones, hechos y sucesos y sus interrelaciones. 

(Hernández, 2018)  

El análisis de contenido: La regla se explica cómo un estudio de argumentos de 

principios probados, en el que se sacan los componentes más relevantes de los datos de los 

informes y se organizan, catalogan y estudian con fundamento en el enfoque examinado por 

el científico. Es una manera de crear y unir los datos que ciertamente se precisa y logra ser 

usada para plan del dictamen colofón del estudio ejecutado. (Hernández, 2018)  

Lista de cotejo: Es un instrumento o instrumento de estudio usado para el análisis. 

Es ficha de inspección o registro de probar que se usan para cotejar pautas, continuidad de 

diligencia, aptitudes, variables vinculadas con la sanidad, funciones colectivas, etc.   Incluso 

se puede lo grar para estimar procedimientos, capacidades, planes, grupos, elementos 

comunes, librería, dependencias o varias agencias, etc. (Hernández, 2018)  

3.5. Método de análisis de datos  
  

El sistema tiene diversos métodos que van desde el juntar hasta el proyecto de 

estudio; correlativamente, las diligencias se dirigen por los objetos definidos; el acopio y el 

estudio de los documentos son sincrónicos (el principio es documentado).   

3.6. Aspectos éticos  
  
En el presente proyecto, los principios éticos a respetar, se evidencian en el documento 

denominado: Reglamento de integridad Científica en la investigación, versión 001, 
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actualizado por Consejo Universitario con Resolución N° 0277- 2024CU-ULADECH 

católica, de fecha 14 de marzo del 2024, son los siguientes:   

a. Respeto y protección de los derechos de los intervinientes: su dignidad, 

privacidad y diversidad cultural.  

b. Cuidado del medio ambiente: respetando el entorno, protección de especies y 

preservación de la biodiversidad y naturaleza.  

c. Libre participación por propia voluntad: estar informado de los propósitos y 

finalidades de la investigación en la que participan de tal manera que se exprese de 

forma inequívoca su voluntad libre y especifica.  

d. Beneficencia, no maleficencia: durante la investigación y con los hallazgos 

encontrados asegurando el bienestar de los participantes a través de la aplicación de los 

preceptos de no causar daño, reducir efectos adversos posibles y maximizar los 

beneficios.  

e. Integridad y honestidad: que permita la objetividad imparcialidad y 

transparencia en la difusión responsable de la investigación.  

f. Justicia: a través de un juicio razonable y ponderable que permita la toma de 

precauciones y limite los sesgos, así también, el trato equitativo con todos los 

participantes.   
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IV. RESULTADOS  
Cuadro 1: Calidad de la sentencia de primera instancia sobre Indemnización por daños y perjuicios.  

  
  
  
  

  
Variable en 
estudio  

  
  
  

  
Dimensiones de la 

variable  

  
  
  
  

  
Sub dimensiones de la 

variable  

  
  
  

Calificación de las sub dimensiones  

  
  
  
  
  
  

Calificación de lasdimensiones  

Determinación de la variable: Calidad de la 
sentencia de primera instancia  

 

 
 

 
 

 

 
 

 

 

  

  
[1-8]  

  

  
[9-16]  

  

  
[17 -24]  

  

  
[25-32]  

  

  
[33-40]  

1  2  3  4  5  

 

  
  

  
Parte expositiva  

Introducción  
        X    

  
  
  

10  

[9 -10]  Muy alta            
  
  
  
  
  
  
  
  
  

  
40  

[7-8]  Alta  

  
Postura de las partes  

        
  

x  [5-6]  Mediana  

[3-4]  Baja  

[1-2]  Muy baja  

  
  

  
Parte considerativa 

  
Motivación de los 

hechos  

  
2  

  
4  

  
6  

  
8  

  
10  

  
  

  
20  

[17-20]  Muy alta  

[13-16]  Alta  

        X  [9-12]  Mediana  

Motivación del derecho           [5-8]  Baja  
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X  [1-4]  Muy baja  

  
    

  
  
  
  
  

Parte resolutiva 

  
  

Aplicación del 
Principio de 
congruencia  

1  2  3  4  5    
  
  
  

  
10  

  
[9 -10]  

  
Muy alta  

          

          
  

X  [7-8]  Alta  

  
Descripción de la 

decisión  

          
X  

[5-6]  Mediana  

[3-4]  Baja  

[1-2]  Muy baja  

Fuente: Expediente N° 04670-2015-0-1601-JR-LA-03   

El cuadro 1 evidencia que la calidad de la sentencia de primera instancia es de rango muy alta; porque, su parte expositiva, considerativa y resolutiva 
fueron de calidad: muy alta, muy alta y muy alta; respectivamente.  
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Cuadro 2: Calidad de la sentencia de segunda instancia sobre Indemnización por daños y perjuicios. 

  
  
  
  
  

  
Variable en 
estudio  

  
  
  
  

  
Dimensiones de la 

variable  

  
  
  
  

  
Sub dimensiones de la 

variable  

  
  
  

Calificación de las sub dimensiones  

  
  
  
  
  
  

Calificación de lasdimensiones  

Determinación de la variable: Calidad de la 
sentencia de segunda instancia  

 

 
 

 
 

 

 
 

 

 

  

  
[1-8]  

  

  
[9-16]  

  

  
[17 -24]  

  

  
[25-32]  

  

  
[33-40]  

1  2  3  4  5  

 

  
  

  
Parte expositiva  

Introducción  
        X    

  

  
10  

[9 -10]  Muy alta            
  
  
  
  
  
  
  
  

40  

[7-8]  Alta  

  
Postura de las partes  

          
X  

[5-6]  Mediana  

[3-4]  Baja  

[1-2]  Muy baja  

  
  

  
Parte considerativa 

  
Motivación de los 

hechos  

  
2  

  
4  

  
6  

  
8  

  
10  

  
  

  
20  

[17-20]  Muy alta  

[13-16]  Alta  

        X  [9-12]  Mediana  

Motivación del derecho           
X  

[5-8]  Baja  

[1-4]  Muy baja  
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Parte resolutiva 

  
  

Aplicación del 
Principio de 
congruencia  

1  2  3  4  5    
  
  
  

  
10  

  
[9 -10]  

  
Muy alta  

          

          
  

X  [7-8]  Alta  

  
Descripción de la 

decisión  

          
X  

[5-6]  Mediana  

[3-4]  Baja  

[1-2]  Muy baja  

Fuente: Expediente N° 04670-2015-0-1601-JR-LA-03   

El cuadro 2 evidencia que la calidad de la sentencia de segunda instancia es de rango muy alta; porque, su parte expositiva, considerativa y 
resolutiva fueron de calidad: muy alta, muy alta y muy alta; respectivamente.  
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V. DISCUSION  
  

De acuerdo a la investigación realizada en las sentencias sobre indemnización por daños y 

perjuicios, del Expediente N° 04670-2015-0-1601-JR-LA-03, Distrito Judicial de la Libertad 

- 2024, los resultados evidenciaron, que ambas fueron de muy alta calidad; tomando como 

referentes, parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, observables 

en los cuadros 1 y 2, respectivamente.  

En la sentencia de primera instancia, desde el punto de vista doctrinario, el análisis de la 

calidad de una sentencia se sustenta en varios principios fundamentales, entre ellos la 

motividad, congruencia y justicia sustantiva. La parte expositiva de una sentencia debe ser 

clara en el relato de los hechos, sin dejar lugar a dudas sobre lo acontecido en el proceso. 

Según Arroyo (2020), en la parte expositiva de una sentencia debe relatarse de manera 

precisa y ordenada los hechos del caso, permitiendo que el razonamiento y el análisis jurídico 

posterior se sustenten de manera clara.  

En la parte considerativa, el juez debe hacer un análisis de la normativa aplicable y la 

jurisprudencia vigente, lo que constituye la base para resolver el caso. La congruencia es 

esencial aquí, ya que según Álvarez (2018), una sentencia de calidad es aquella que responde 

a las pretensiones de las partes y que está debidamente fundamentada en el derecho positivo, 

tal como lo señala la doctrina. La parte resolutiva, por otro lado, debe ser clara y precisa, 

estableciendo las decisiones concretas del tribunal.  

2. Ámbito jurisprudencial  

En cuanto a la jurisprudencia, la Corte Suprema del Perú ha establecido en varios 

precedentes que la indemnización por daños y perjuicios debe ser determinada no solo con 

base en los daños emergentes, sino también en el lucro cesante, conforme a los artículos del 

Código Civil (art. 1321) que regulan estos conceptos (Corte Suprema, 2019). La parte 

considerativa debe incluir un análisis detallado de estos aspectos, explicando cómo se ha 

determinado la cuantificación de los daños. Además, debe hacerse uso de la jurisprudencia 

vinculante en cuanto a los criterios para determinar la proporcionalidad del daño, algo que 

la Corte Suprema ha abordado en reiteradas oportunidades.  

En el Expediente N° 04670-2015-0-1601-JR-LA-03, se observa que la sentencia en primera 

instancia probablemente se centró en establecer los hechos y la base normativa para la 
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indemnización, mientras que la sentencia en segunda instancia evaluó la coherencia con los 

principios de justicia distributiva y proporcionalidad establecidos en la jurisprudencia.  

3. Ámbito normativo  

Desde la perspectiva normativa, el Código Civil Peruano establece que la indemnización por 

daños y perjuicios debe cubrir tanto el daño emergente como el lucro cesante (art. 1321). 

Esta norma es crucial en la parte resolutiva de la sentencia, donde el juez debe especificar 

cómo se fijaron los montos de la indemnización, tomando en cuenta todos los aspectos del 

daño probado. Es esencial que el análisis normativo sea riguroso y que se aplique 

correctamente la ley, como lo establece el Código Procesal Civil.  

Además, el Código Procesal Civil regula la forma en que se deben presentar las pruebas y la 

manera en que deben ser evaluadas en el juicio, lo que afecta directamente la calidad de la 

sentencia (Castilla, 2022). La correcta valoración de las pruebas presentadas en el proceso y 

su aplicación a los hechos es crucial para la parte considerativa y resolutiva.  

4. Evaluación de la calidad de la sentencia  

En cuanto a la calidad de las sentencias, los resultados de la investigación reflejan que ambas 

sentencias (de primera y segunda instancia) fueron de alta calidad debido a que cumplieron 

con los requisitos normativos, doctrinales y jurisprudenciales. La parte expositiva fue clara, 

relatando de manera coherente los hechos relevantes; la parte considerativa demostró un 

adecuado análisis jurídico de los daños y la indemnización, y la parte resolutiva fue precisa 

en cuanto a la determinación de las compensaciones.  

La calidad de estas sentencias también radica en el cumplimiento de los principios de justicia 

que guían el proceso, como lo son la proporcionalidad y la equidad, aplicados con rigor en 

la parte resolutiva para la fijación del monto indemnizatorio.  

Respecto a la segunda sentencia, en el caso en cuestión, la parte expositiva de la sentencia 

de segunda instancia se observa rigurosa, con una descripción detallada de los hechos, sin 

omitir información relevante que pudiera influir en el análisis de la indemnización. Arroyo 

(2020) subraya que este componente de la sentencia debe estar fundamentado en los 

documentos probatorios presentados durante el juicio, de manera que cualquier omisión o 

alteración del relato podría ser motivo de impugnación.  
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Posterior a ello, en el presente caso, la parte considerativa de la sentencia de segunda 

instancia refleja un análisis exhaustivo de la normativa civil aplicable, especialmente en 

cuanto a los artículos 1321 y 1323 del Código Civil, que regulan la compensación de daños 

materiales y no materiales. Además, se observa que el tribunal considera la jurisprudencia 

vinculante de la Corte Suprema del Perú, que ha establecido criterios claros para la 

indemnización en situaciones similares, asegurando que la cuantificación del daño sea 

proporcional a la magnitud del perjuicio sufrido por la parte demandante (Corte Suprema, 

2019).  

En el caso examinado, la segunda instancia confirma la sentencia de primera instancia, lo 

que sugiere que el análisis jurídico y la resolución fueron correctos. Además, la sentencia 

tiene en cuenta el principio de proporcionalidad, que establece que la indemnización debe 

ser acorde con el daño sufrido por la parte demandante. Esto está respaldado por la 

jurisprudencia de la Corte Suprema, que ha señalado que la indemnización debe ser 

equitativa y suficiente para resarcir el perjuicio, sin llegar a ser excesiva ni insuficiente 

(Corte Suprema, 2019).  

El principio de congruencia es esencial en el derecho procesal, ya que asegura que la decisión 

judicial esté ajustada a las pretensiones de las partes y a los hechos probados en el proceso. 

La motivación de la sentencia debe estar claramente fundamentada, y debe incluir un análisis 

detallado tanto de los hechos como del derecho aplicable, garantizando que la decisión sea 

comprensible y razonable.  

Según García (2017), la congruencia en una sentencia implica que el juez debe decidir en 

función de lo solicitado por las partes y de los elementos probatorios presentados, sin desviar 

el enfoque hacia aspectos no planteados en el proceso. En este expediente, la sentencia se 

ajusta a este principio, ya que las decisiones tomadas en segunda instancia son coherentes 

con las pretensiones del demandante y las pruebas presentadas en el proceso.  

5. Jurisprudencia y Principios Aplicados  

La sentencia también se apoya en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional y de la Corte 

Suprema, que han reiterado la importancia de aplicar los principios de justicia distributiva y 

equidad en los casos de indemnización por daños y perjuicios. En este sentido, la Corte 

Suprema ha establecido que los jueces deben evaluar cuidadosamente los elementos de daño 
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emergente, lucro cesante y daño moral al calcular la indemnización, asegurando que la 

compensación sea justa y proporcional.  

Como se establece en la jurisprudencia vinculante de la Corte Suprema (2019), la 

indemnización por daños no solo debe cubrir los gastos directos (daños emergentes), sino 

también las ganancias que el demandante hubiera podido obtener si no hubiera ocurrido el 

hecho que causó el daño (lucro cesante). Además, en algunos casos, como los daños 

personales, la indemnización puede incluir compensaciones por daño moral, lo que 

demuestra la complejidad de los casos de indemnización y la necesidad de un análisis 

detallado en la parte considerativa y resolutiva de la sentencia.  

La sentencia del Expediente N° 04670-2015-0-1601-JR-LA-03 muestra una alta calidad 

jurídica, tanto en su fundamentación como en su resolución. La parte expositiva, 

considerativa y resolutiva está adecuadamente alineada con los principios normativos, 

doctrinales y jurisprudenciales sobre indemnización por daños y perjuicios, lo que garantiza 

una decisión justa y equitativa. La segunda instancia no solo revisó de manera adecuada los 

aspectos procesales, sino que también consolidó la aplicación correcta del derecho 

sustantivo, ajustándose a la normativa y las interpretaciones jurisprudenciales pertinentes.  
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VI. CONCLUSIONES  
  

Tomando en cuenta que el objetivo de investigación fue determinar la calidad de las 

sentencias, en el caso concreto, de las sentencias de primera instancia y segunda instancia 

sobre indemnización por daños y perjuicios del Expediente N° 04670-2015-0-1601-JRLA-

03, Distrito judicial de la Libertad – 2024, de conformidad con los resultados se concluye 

que fueron de muy alta calidad.  

 6.1  La calidad de la sentencia de primera instancia  

Se evidenció que fue de rango muy alta; se analizó que, en base a la calidad de la parte 

expositiva, considerativa y resolutiva, que fueron de rango muy alta, respectivamente, fue 

emitida por el Tercer Juzgado  Especializado de Trabajo de Trujillo, emitió un 

pronunciamiento de declarar fundada en parte la demanda de alimentos (Expediente N° 

04670-2015-0-1601-JR-LA-03, Distrito judicial de la Libertad – 2024).  

 6.2  La calidad de la sentencia de segunda instancia  

Se concluyó que fue de rango muy alta; se determinó en base a la calidad de la parte 

expositiva, considerativa y resolutiva, que fueron de rango muy alta, respectivamente. 

Siendo emitida por el Tercer Juzgado  Especializado de Trabajo de Trujillo, se pronunció por 

confirmar la sentencia de primera instancia en consecuencia se fija la suma acordada 

Expediente N° 04670-2015-0-1601-JR-LA-03, Distrito judicial de la Libertad – 2024.  
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VII. RECOMENDACIONES  
  

1. Desde el ámbito doctrinario, es importante que los jueces mantengan una sólida 

formación teórica sobre el concepto y la aplicación de los daños y perjuicios, 

incluyendo el daño moral, el lucro cesante y el daño emergente. Según Diez-Picazo 

(2016), una comprensión profunda de estos conceptos permite a los magistrados 

cuantificar la indemnización de manera adecuada, evaluando el impacto real y 

potencial del daño en la vida del demandante.  

Además, la doctrina resalta la importancia de la motivación clara y comprensible de 

las sentencias, permitiendo que las decisiones judiciales sean transparentes y 

comprensibles. Arroyo (2020) sugiere que una motivación robusta es crucial para 

que las partes y la sociedad confíen en el sistema de justicia, y esto también permite 

una base sólida para eventuales revisiones en instancias superiores.   

Se recomienda capacitar a los jueces en temas doctrinarios específicos de derecho de 

daños y perjuicios, con el fin de que puedan interpretar con precisión conceptos 

complejos y aplicarlos correctamente en cada caso.  

2. En el ámbito de la jurisprudencia, el uso de precedentes vinculantes y el respeto por 

los criterios establecidos en casos similares contribuyen a la coherencia en las 

decisiones judiciales, lo que se conoce como la “unidad de criterios” en la 

interpretación de la ley. La Corte Suprema del Perú ha desarrollado una sólida 

jurisprudencia en materia de indemnización, estableciendo pautas para calcular los 

daños en base a la proporcionalidad y la equidad.  

García (2017) argumenta que la jurisprudencia vinculante tiene un rol crucial para 

evitar arbitrariedades y asegurar que las sentencias se mantengan en línea con los 

principios de justicia material y seguridad jurídica. Además, en casos como el 

presente expediente, es recomendable que el tribunal se apoye en jurisprudencia 

actualizada de la Corte Suprema y del Tribunal Constitucional, para reforzar la 

legitimidad de sus resoluciones.  

Se puede recomendar en poder fortalecer la consulta y el uso de jurisprudencia 

vinculante de la Corte Suprema y del Tribunal Constitucional en las decisiones 

judiciales, de modo que las sentencias sean coherentes con precedentes en casos 
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similares. También se sugiere una base de datos accesible y actualizada para los 

jueces.  

Desde la perspectiva normativa, el Código Civil Peruano (artículos 1321 y 1322) 

establece las bases para la indemnización por daños y perjuicios, especificando los 

conceptos de daño emergente, lucro cesante y daño moral. Cámara de Comercio de 

Lima (2021) subraya que una correcta interpretación de estos artículos es esencial 

para que el juez determine la compensación justa y adecuada.  

Sin embargo, en ciertos casos, se observa que los artículos normativos pueden ser 

interpretados de manera diferente según el contexto y los criterios subjetivos del juez. 

Por ello, es esencial que los magistrados apliquen estos preceptos normativos con un 

enfoque sistemático y armónico, tomando en cuenta el principio de proporcionalidad 

y la sana crítica en la evaluación de pruebas y cuantificación del daño.  

En conclusión, para mejorar la calidad de sentencias en casos de indemnización por 

daños y perjuicios como el Expediente N° 04670-2015-0-1601-JR-LA-03, es poder 

continuar y seguir con las capacitaciones al órgano jurisdiccional, tenido en cuenta 

el conocimiento y eficacia de cada servidor público.   
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Anexo 1: Matriz de consistencia lógica  
  
CALIDAD DE SENTENCIAS SOBRE INDEMNIZACION POR DAÑOS Y 
PERJUICIOS; EXPEDIENTE N° 04670-2015-0-1601-JR-LA-03; DISTRITO 
JUDICIAL DE LA LIBERTAD. 2024  

G/ E PROBLEMA  OBJETIVO  HIPÓTESIS  

 

¿Cuál es la calidad de las 
sentencias sobre 
indemnización por daños y 
perjuicios, según los 
parámetros normativos, 
doctrinarios  y 
jurisprudenciales pertinentes, 
en el expediente N°04670-
2015-0-1601-JR-LA-03; 
Distrito Judicial de la  
Libertad,  2024?  

Determinar la calidad de las 
sentencias sobre, sobre 
indemnización por daños y 
perjuicios según los 
parámetros normativos, 
doctrinarios  y 
jurisprudenciales pertinentes, 
en el expediente N° 04670- 
2015-0-1601-JR-LA-03;  
Distrito  Judicial  de  la 
Libertad,  2024  

De acuerdo a los parámetros 
normativos, doctrinarios y 
jurisprudenciales, establecidos en el 
presente estudio, la calidad de las 
sentencias sobre  indemnización por 
daños y perjuicios de menor; en el 
expediente N° 04670-2015-0- 
1601-JR-LA-03;  
Distrito Judicial de la Libertad,  
2024, son de rango muy alta, 
respectivamente.  

 

¿Cuál es la calidad de la 
sentencia de primera instancia 
sobre   
indemnización por daños y 
perjuicios , en función de la 
calidad de su parte expositiva, 
considerativa y resolutiva, 
según los parámetros 
normativos, doctrinarios 
 y jurisprudenciales 
pertinentes,  
en  el  expediente 
seleccionado?  

1. Determinar la calidad de la 
sentencia de primera instancia 
sobre   
indemnización por daños y 
perjuicios , en función de la 
calidad de su parte expositiva, 
considerativa y resolutiva, 
según los parámetros 
normativos, doctrinarios 
 y  
jurisprudenciales pertinentes, 
en el expediente 
seleccionado..  

1. De conformidad con los 
procedimientos y parámetros 
normativos, doctrinarios y 
jurisprudenciales previstos en la 
presente investigación, la calidad de 
la sentencia de primera instancia 
sobre  indemnización por daños y 
perjuicios del expediente 
seleccionado, en función de la 
calidad de su parte expositiva, 
considerativa y resolutiva, es de 
rango muy alta  

¿Cuál es la calidad de la 
sentencia de segunda 
instancia sobre  
indemnización por daños y 
perjuicios , en función de la 
calidad de su parte expositiva, 
considerativa y resolutiva, 
según los parámetros 
normativos, doctrinarios 
 y jurisprudenciales 
pertinentes,  
en  el  expediente 
seleccionado?  

2. Determinar la calidad de la 
sentencia de segunda 
instancia sobre  
indemnización por daños y 
perjuicios , en función de la 
calidad de su parte expositiva, 
considerativa y resolutiva, 
según los parámetros 
normativos, doctrinarios 
 y  
jurisprudenciales pertinentes, 
en el expediente 
seleccionado.  

2. De conformidad con los 
procedimientos y parámetros 
normativos, doctrinarios y 
jurisprudenciales previstos en la 
presente investigación, la calidad de 
la sentencia de segunda instancia 
sobre  indemnización por daños y 
perjuicios del expediente 
seleccionado, en función de la 
calidad de su parte expositiva, 
considerativa y resolutiva, es de 
rango muy alta  
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Anexo 2. Evidencia empírica del objeto de estudio: sentencias examinadas  

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA LIBERTAD  

“Tercer Juzgado  Especializado de Trabajo de Trujillo”  
EXPEDIENTE Nº  :    04670-2015-0-1601-JR-LA-03  
DEMANDANTE    :   A  

DEMANDADA   :   B  

MATERIA             :    INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS  

JUEZ                    :    C  

SECRETARIO      :    D  
SENTENCIA Nº 248-2016-3JETT-NLPT  

RESOLUCIÓN NÚMERO SEIS  

Trujillo, dos de agosto del 

año dos mil dieciséis.  

VISTO; El presente expediente: I. 

PETITORIO.  

Resulta de autos que mediante escrito de páginas 19-28, A interpone demanda contra la 
empresa B sobre indemnización por daños y perjuicios por las enfermedades ocupacionales 
de neumoconiosis e hipoacusia, por la suma total de S/120,000.00; más el pago de intereses 
legales, costas y costos procesales.   

II. ANTECEDENTES.  

Argumentos del Petitorio.  

Manifiesta el accionante que a consecuencia de haber trabajado para la demandada en 
calidad de obrero de interior mina, siendo sus cargos desempeñados el de ayudante de 
perforista en operación mina, bombero y obrero en el área de relleno hidráulico, desde el 21 
de abril de 1980 hasta el 31 de julio del 2012, se le ocasionó deterioro generalizado en su 
sistema respiratorio por la inhalación de sustancias tóxicas. Ante el desconocimiento de la 
enfermedad que padecía acudió a consulta médica en una institución de atención pública, 
sometiéndole a exámenes de esputo, sangre, espirometrías y exámenes radiográficos de 
tórax, a través de los cuales se le diagnosticó las enfermedades ocupacionales mineras de 
neumoconiosis en segundo grado en segundo grado nivel radiográfico 2/1 con incapacidad 
total y permanente, e hipoacusia neurosensorial leve izquierda. Que, la demandada no le 
entregó los implementos de seguridad e higiene minera que obliga la Ley, así como no 
cumplió con realizar las mediciones de factores biológicos y físicos en los interiores de los 
socavones y que tampoco cumplió con realizarle exámenes ocupacionales integrales con los 
profesionales especialistas; ocasionándole daños en sus facetas de daño emergente, lucro 
cesante, daño a la persona y daño moral; con los demás fundamentos de hecho, de derecho 
y medios probatorios en que sustenta sus pretensiones.  
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Trámite Procesal.  

Mediante resolución número uno, de páginas 29-30, se admite a trámite la demanda en la 
vía del Proceso Ordinario Laboral, se confiere traslado a la demandada y se señala día y hora 
para la realización de la audiencia de conciliación, la misma que se realiza conforme a la 
grabación del audio y video de su propósito, y acta de páginas 147-148, en la cual se 
promovió la conciliación entre las partes y ante la falta de acuerdo se señalaron las 
pretensiones materia de juicio, recepcionándose el escrito de contestación de demanda de la 
emplazada B de páginas 115-146. La Audiencia de Juzgamiento se desarrolló de acuerdo a 
los términos registrados en audio y video, y acta de páginas 169-170, con la inasistencia de 
la demandada a pesar de encontrarse válidamente notificada; asimismo, la señora Juez 
difiere el fallo de la sentencia, la misma que emite en los términos siguientes:  

III. FUNDAMENTOS DEL JUEZ.  

CONSIDERANDO:   

PRIMERO.- PRETENSIONES POSTULADAS: Constituyen pretensiones del actor el pago 
de indemnización por daños y perjuicios por las enfermedades ocupacionales de 
neumoconiosis e hipoacusia, por la suma total de S/120,000.00; más el pago de intereses 
legales, costas y costos procesales.  

SEGUNDO.- HECHOS NO NECESITADOS DE ACTUACION PROBATORIA: En  
Audiencia de Juzgamiento (minutos 04:34 a 04:55 del audio y video) se establecieron como 
hechos no necesitados de actuación probatoria: i) Existencia de relación laboral; ii) Fecha 
de ingreso el 21 de abril de 1980; iii) Fecha de cese el 31 de julio del 2012; iv) Cargos 
desempeñados de Ayudante de perforista, Bombero y Obrero en área de relleno hidráulico, 
precisando que todos los cargos fueron realizados en interior mina socavón.  

TERCERO.- CUESTIONES PROBATORIAS: Si bien la emplazada B en su escrito de 
contestación formuló cuestiones probatorias consistentes en: tacha del Informe médico de 
fecha 05.11.2014 y tacha de la Historia Clínica del demandante; sin embargo, el artículo 
46.3 de la Nueva Ley Procesal del Trabajo  prevé que la presentación de cuestiones 
probatorias es posterior a la admisión de pruebas y ésta se hace en el juzgamiento; siendo 
que en el caso de autos la demandada no asistió a la Audiencia de Juzgamiento a pesar de 
haberse encontrado válidamente notificada según se aprecia del acta de audiencia de 
conciliación, por tanto, no oralizó dichas cuestiones probatorias, deviniendo las mismas en 
improcedentes.  

CUARTO.- A mayor abundamiento, resultan ilustrativas las conclusiones arribadas en el VII 
Taller: Problemática de la Audiencia de Juzgamiento en el Proceso Laboral, Parte 3; 
realizado por la Comisión del Despacho Judicial de la Nueva Ley procesal del Trabajo, de 
la Corte Superior de Justicia de La Libertad, en cuyo Tema N° 02, referido al 
pronunciamiento del juez de las cuestiones probatorias consignadas por escrito, se dejó 
establecido que: “No, porque ello fortalecería una práctica escrituraria, contraria al nuevo 
modelo procesal, en tanto que, la ley otorga a las partes el derecho a efectuarlo oralmente 
(en la audiencia de Juzgamiento) y establece una oportunidad de orden preclusivo. Además, 
la ley establece que la presentación de cuestiones probatorias es posterior a la admisión de 
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pruebas y ésta se hace en el juzgamiento” (subrayado agregado); por lo cual, se reitera la 
improcedencia de la oposición referida.  

QUINTO.- Respecto al fondo de la controversia, la tesis del actor es que ha laborado para la 
emplazada desde el 21 de abril de 1980 hasta el 31 de julio del 2012 desempeñando los 
cargos de Ayudante de perforista, Bombero y Obrero en área de relleno hidráulico maestro 
perforista y maestro enmaderador en socavón (todos en interior mina), lo cual – aduce - le 
ha traído como secuela las enfermedades profesionales de neumoconiosis e Hipoacusia, 
atribuyendo responsabilidad a la demandada por incumplimiento de las normas de Seguridad 
e Higiene Minera.  

SEXTO.- Estando a lo expuesto no cabe duda que la presente controversia debe ser analizada 
y resuelta bajo el marco jurídico de la responsabilidad civil contractual, máxime si el 
contrato de trabajo es un acto jurídico bilateral, consensual, vale decir, un acuerdo voluntario 
entre el trabajador y el empleador para intercambiar trabajo subordinado por una retribución 
económica que genera para el trabajador un estatuto objetivo integrado por los principios, 
instituciones y normas de la declaración de los derechos sociales de la ley del trabajo, de los 
convenios internacionales, de las convenciones colectivas, etc.  

SÉTIMO.- En ese sentido, a fin de dar respuesta jurisdiccional a las pretensiones postuladas 
por el actor, debe dilucidarse si en el caso sub judice concurren los requisitos de la 
responsabilidad civil contractual, esto es, la antijuricidad, el daño causado, la relación de 
causalidad y los factores de atribución, que generen la obligación de la demandada de 
indemnizar al actor por los daños y perjuicios invocados en la demanda (lucro cesante, daño 
emergente, daño a la persona y daño moral).  

OCTAVO.- Al respecto, prima facie, conviene advertir que la parte demandada en su escrito 
de contestación de demanda señala que no está acreditado que el demandante padezca las 
enfermedades profesionales de neumoconiosis e hipoacusia; que, los documentos que 
acompaña el demandante no acreditan de ninguna manera la veracidad de lo expuesto, 
siendo que el documento idóneo para determinar de manera fehaciente el grado o estadio de 
la enfermedad y la incapacidad del demandante es el certificado médico por incapacidad 
expedido por la Junta Médica Evaluadora de Essalud, lo cual no fue presentado en autos.   

Por lo que, en principio, es preciso determinar la existencia de las enfermedades de 
neumoconiosis e hipoacusia, toda vez que la pretensión de indemnización por daños y 
perjuicios deriva de dichas enfermedades profesionales, por lo que a tenor del artículo 23.3 
inciso c) de la NLPT, le corresponde: “(…), si el demandante invoca la calidad de trabajador 
o ex trabajador, tiene la carga de la prueba de: (…) c) La existencia del daño alegado”; 
consecuentemente, acreditado el daño, corresponde requerir recién a la demandada el 
cumplimiento de sus obligaciones laborales.  

NOVENO.- En el caso sub materia, a páginas 03-10 obran copias fedateadas de los 
exámenes e informes médicos que forman parte de la Historia Clínica del actor, asimismo, 
a páginas 158-165 obran las copias fedateadas de la Historia Clínica N° 892880 remitidas 
por el Director Ejecutivo del Hospital Belén de Trujillo a este Despacho Judicial mediante 
oficio N° 684-2016-GRLL/GRS-HBT-D.E.   

Detallando los principales exámenes realizados de la siguiente manera:  
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• A página 160 obra un documento de Interpretación Roentgenográfica de Tomonorte 
realizada por la médico radiólogo E, de fecha 16 de octubre del 2014, documento en el cual 
se indica que existe anomalía parenquimatosa que indica presencia de neumoconiosis, 
concluyendo “Signos de neumoconiosis”.  

• A página 161-reverso obra el Informe Radiológico con Metodología OIT del Hospital 
Belén de Trujillo, emitido por la médico Jefe del Departamento de Imágenes y Terapia 
Radiante F, con fecha 30 de octubre del 2014, en el cual se indica como comentarios: “Signos 
que sugieren neumoconiosis”.  

• A página 162-reverso obra examen de Audiometría realizada realizado por el médico G, 
de fecha 14 de noviembre del 2014, en el cual se diagnostica “Hipoacusia conductiva leve 
izquierda”, asimismo se indica “Considerar gap aéreo-óseo del oído derecho”.  

• A página 163 obra examen de Audiometría y Logoaudiometría realizado por el médico 
G, de fecha 15 de noviembre del 2014, en el cual se indica “Normal. Observar gap aéreo-
óseo bilateral”.  

• A página 163-reverso obra el Informe Médico N° 063-2014-GRLL/GGR/GS-HBTDM 
expedido con fecha 05 de noviembre del 2014 por el médico Jefe de Departamento H, en el 
cual se señala que al demandante luego de realizársele radiografía de tórax, espirometría y 
gases arteriales se le diagnosticó “NEUMOCONIOSIS 2/1”, sugiriéndole no trabajar en 
minas, socavones, canteras ni fábricas de vidrios.  

• A página 164 obra el Informe Médico N° 179-14-GRLL-GGR/GS-HBT-DC, expedido 
con fecha 03 de diciembre del 2014 por el otorrinolaringólogo G, y suscrito de igual modo 
por el médico Jefe del Departamento de Cirugía I, indicando que en el examen ORL se 
detectó Membranas timpánicas con pequeñas fibrosis y placas calcáreas, moco transparente 
en pared posterior de faringe, cornete edematoso y bordes pálidos, diagnosticándose 
“RINOFARINGITIS ALÉRGICA, MIRINGOESCLEROSIS, e HIPOACUSIA 
NEUROSENSORIAL”, señalándose finalmente que se solicitó audiometría, refiriendo el 
informe “HIPOACUSIA CONDUCTIVA LEVE IZQUIERDA Y QUE SE LE DEBE 
CONSIDERAR GAP AÉREO Y ÓSEO DERECHO”.  

DÉCIMO.- Así pues, se aprecia de la historia clínica remitida por el Hospital Belén de 
Trujillo, en la cual, luego de una serie de exámenes se diagnosticaron al actor las 
enfermedades profesionales de NEUMOCONIOSIS e HIPOACUSIA. Empero, respecto a 
la primera enfermedad, en el Informe Médico N° 063-2014-GRLL/GGR/GS-HBT-DM a 
través del cual se diagnostica Neumoconiosis 2/1, dicho informe no señala de forma expresa 
el porcentaje de menoscabo global, siendo necesario determinar el mismo a efectos de 
otorgar una indemnización acorde con el grado de menoscabo sufrido por el actor.  

Al respecto, el Tribunal Constitucional, en la sentencia recaída en el Expediente N° 
10082004, de fecha 15 de marzo del 2005 (caso J) ha señalado que: “La Clasificación 
Radiológica Internacional de la Neumoconiosis de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT), Edición 1980, establece el diagnóstico de la enfermedad en cuatro categorías o 
estadios de evolución, a partir de la lectura de las radiografías de tórax: UNO (1/1 Y ½), dos 
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(2/1, 2/2 y 2/3), TRES (3/2, 3/3 y 3+) y CUATRO (A,B,C). Paralelamente, a esta 
clasificación y de acuerdo con los signos clínicos, la neumoconiosis (silicosis) se clasifica a 
su vez en simple (primer estadio), acelerada (segundo estadio), avanzada (tercer estadio) y 
aguda (cuarto estadio)”, como se aprecia en el cuadro radiológico siguiente:  

Estadios de evolución Clasificación  

 Radiológica  Grado de Evolución  

 Primer estadio 1/1 – ½  Simple  

 Segundo estadio  2/1 - 2/2 - 2/3 Acelerada  

Tercer estadio 3/2 - 3/3 - 3+ Avanzada Cuarto 

estadio A - B - C  Aguda  

Asimismo, el supremo Tribunal agrega que: “(…) este Colegiado interpreta que, en defecto 
de un pronunciamiento médico expreso, la neumoconiosis (silicosis) en primer estadio de 
evolución produce, por lo menos, Invalidez Parcial Permanente, y a partir del segundo 
estadio de evolución, la incapacidad se incrementa a más del 66.66% generando una 
Invalidez Total Permanente, ambas definidas de esta manera por los artículos 18.2.1 y 18.2.2 
del Decreto Supremo Nº 003-98-SA, normas técnicas del Seguro Complementario de 
Trabajo de Riesgo. Concluyendo que la neumoconiosis trae como consecuencia incapacidad 
permanente, parcial o total, según el cuadro siguiente:  

Estadios de evolución Incapacidad  

Permanente Laboral Grado de Incapacidad  

 Primer estadio PARCIAL   No menor de 50 %   

Hasta el 66.65 %  

 Segundo estadio    

 TOTAL  No menor de 66.66 %  

 Tercer estadio     

 Cuarto estadio     

Siendo así, por los argumentos indicados y teniendo en cuenta que la clasificación 
radiológica de la enfermedad del actor es 2/1, la cual lo ubica en el segundo estadio con un 
grado de evolución acelerado, y con Incapacidad Total permanente,  correspondiendo un 
grado de incapacidad de 66.66%. Precisando que si bien la enfermedad no ha sido 
diagnosticada por una Comisión Médica Evaluadora de Incapacidad y plasmada en un 
Certificado Médico de Incapacidad, ello no puede bajo ningún fundamento interpretarse en 
perjuicio del trabajador que padece una enfermedad profesional, la cual en el caso de autos 
ha sido diagnosticada por un médico especialista en dicha enfermedad, en este caso, el 
médico neumólogo H, Jefe de Departamento del Hospital Belén de Trujillo, debiendo tenerse 
en cuenta además el principio de “facilitación probatoria”, doctrinariamente desarrollado 
por el Derecho Procesal del Trabajo, el cual resulta un mecanismo compensador de las 
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dificultades probatorias de la parte débil de la relación procesal con la finalidad de lograr la 
eficacia de las normas laborales y resolver la causa con justicia, por lo que teniendo en cuenta 
dicho principio, cobra plena validez probatoria la historia clínica del actor y todos los 
exámenes e informes a través de los cuales se ha logrado acreditar el padecimiento de dicha 
enfermedad.  

Por otro lado, respecto a la segunda enfermedad profesional padecida por el actor 
(Hipoacusia), la misma ha sido detectada a través de exámenes médicos consistentes en 
Audiometría, Logoaudiometría y el Informe Médico N° 179-14-GRLL-GGR/GS-HBT-DC 
expedido por el médico otorrinolaringólogo G, en el que se diagnosticó “HIPOACUSIA 
CONDUCTIVA LEVE IZQUIERDA Y QUE SE LE DEBE CONSIDERAR GAP AÉREO 
Y ÓSEO DERECHO”, precisando que al igual que en el caso de la enfermedad de 
neumoconiosis, la hipoacusia tampoco ha sido diagnosticada por una Junta Médica 
Evaluadora de la Incapacidad, sin embargo, ello tampoco puede dejar en perjuicio al 
trabajador, quien ha logrado acreditar su padecimiento a través de exámenes especiales y 
siendo diagnosticada además por el médico otorrinolaringólogo G asignado al Hospital 
Belén de Trujillo.  

En consecuencia, se considera acreditado el padecimiento de neumoconiosis e hipoacusia en 
el ex trabajador demandante, habiendo cumplido éste con su carga probatoria al haber 
acreditado la existencia de las enfermedades antes mencionadas.  

DÉCIMO PRIMERO.- Seguidamente, corresponde determinar si la demandada B ha 
cumplido con acreditar la observancia de sus obligaciones legales de seguridad y salud en el 
trabajo, teniendo como referente el artículo 7° de la Constitución Política del Estado que 
reconoce el derecho a la salud de toda persona en cualquier ámbito, incluido el laboral. Así, 
entre las normas que prevén las obligaciones legales de la demandada en seguridad y salud 
ocupacional, se destacan las previstas en el artículo 104° de la Ley N° 23407 - Ley General 
de Industrias- que establece que las empresas industriales deben cumplir con las normas 
legales de seguridad e higiene industrial, en resguardo de la integridad física de los 
trabajadores; y, el Decreto Legislativo N° 109, publicado el 13 de Junio de 1981, cuyo Texto 
Único Ordenado fue aprobado mediante Decreto Supremo N° 014-92-EM, del 04 de Junio 
de 1992, prescribiendo en sus artículos 326° al 330° como obligaciones en materia de 
seguridad y salud ocupacional minera las siguientes: “Las personas naturales o jurídicas 
dedicadas a las actividades de la industria minera, tienen la obligación de proporcionar las 
condiciones de higiene y seguridad en el trabajo establecidas por la presente Ley y 
disposiciones reglamentarias.”, “Los trabajadores están obligados a observar rigurosamente 
las medidas preventivas y disposiciones que acuerden las autoridades competentes y las que 
establezcan los empleadores para su seguridad.”, “Todos los empleadores están obligados a 
establecer programas de bienestar, seguridad e higiene, de acuerdo con las actividades que 
realicen.”, “Anualmente los empleadores deberán presentar a la Jefatura Regional de 
Minería correspondiente, el Programa Anual de Seguridad e Higiene, para el siguiente año. 
Asimismo, los empleadores presentarán un informe de las actividades efectuadas en este 
campo durante el año anterior, acompañando las estadísticas que establezca el Reglamento.”, 
“En cada centro de trabajo se organizará un Comité de Seguridad e Higiene en el que estarán 
representados los trabajadores. El Reglamento establecerá la composición y funciones de 
este Comité.”. Asimismo, el Reglamento de Seguridad y Salud en el Trabajo, Decreto 
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Supremo N° 009-2005-TR, que prevé las obligaciones laborales de los empleadores 
concretizada a través de los principios de: protección, prevención, responsabilidad, principio 
de cooperación, información y capacitación, principio de gestión integral, principio de 
atención integral de la salud, principio de consulta y participación y principio de veracidad. 
Y, finalmente, a nivel internacional, el Convenio 176 sobre Seguridad y Salud en las Minas, 
1995, de la Organización Internacional del Trabajo – OIT, que en su artículo 9° prescribe: 
“Cuando los trabajadores se encuentren expuestos a riesgos físicos, químicos o biológicos, 
el empleador deberá:  a) informar a los trabajadores de manera comprensible de los riesgos 
relacionados con su trabajo, de los peligros que éstos implican para su salud y de las medidas 
de prevención y protección aplicables; b) tomar las medidas necesarias para eliminar o 
reducir al mínimo los peligros derivados de la exposición a dichos riesgos; c) proporcionar 
y mantener, sin ningún costo para los trabajadores, el equipo, la ropa según sea necesario y 
otros dispositivos de protección adecuados que se definan en la legislación nacional, cuando 
la protección contra los riesgos de accidente o daño para la salud, incluida la exposición a 
condiciones adversas, no pueda garantizarse por otros medios, y d) proporcionar a los 
trabajadores que han sufrido una lesión o enfermedad en el lugar de trabajo primeros auxilios 
in situ, un medio adecuado de transporte desde el lugar de trabajo y el acceso a servicios 
médicos adecuados.  

DÉCIMO SEGUNDO.- En el caso de autos, la demandada no ha cumplido con acreditar el 
otorgamiento de los implementos de seguridad de manera sistemática y continua dando 
cumplimiento a sus obligaciones laborales emanadas del contrato de trabajo, esto es, las 
normas sobre seguridad industrial y salud ocupacional mineras detalladas en el considerando 
precedente; básicamente, sobre la adopción de normas de salubridad necesarias e 
indispensables para monitorear el estado de salud del trabajador y su tolerancia a la 
exposición al polvo de los minerales, así como sobre la entrega de los implementos de 
seguridad necesarios para el cumplimiento de las labores del actor. Así las cosas, la 
demandada no ha desplegado ningún esfuerzo probatorio consistente, dirigido a probar la 
extensa gama de obligaciones y deberes establecidos en la Ley General de Minería y en su 
Reglamento, en especial los de prevención y protección, los cuales el ordenamiento jurídico 
maximiza tratándose de actividades de alto riesgo como es el caso de la minería; siendo así, 
si bien la emplazada ha presentado las actas de inspección semestral de seguridad entre los 
años 2000 al 2006, no se les puede dar mayor relevancia, máxime si en dichas Actas no se 
consignan conclusiones determinantes a verificar si se han cumplido o no con las 
obligaciones de la demandada, señalando incluso que las recomendaciones efectuadas en 
dichas fiscalizaciones se anotaron en el Libro de Seguridad, es decir, no es posible verificar 
de dichas actas cuáles eran las recomendaciones efectuadas en dicha inspección y si se 
cumplió con las recomendaciones anteriores cuáles eran dichas recomendaciones. Teniendo 
en cuenta además que el actor tuvo como fecha de inicio de labores el 21 de abril de 1980 y 
como fecha de cese el 31 de julio del 2012, es decir, la emplazada pretendería acreditar haber 
cumplido sus obligaciones con documentación que no abarca todo el periodo laborado por 
el actor. En consecuencia, se encuentra establecido el accionar antijurídico de la demandada 
concretizado a través del incumplimiento de sus obligaciones derivadas del contrato de 
trabajo, esto es, la inobservancia e incumplimiento de las normas de seguridad y salud en el 
trabajo y, específicamente, las disposiciones sobre protección y seguridad laboral en la 
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actividad minera que, a criterio de la Juzgadora, constituye la causa determinante que ha 
generado las enfermedades profesionales que padece el demandante.  

DÉCIMO TERCERO.- Respecto del daño, es entendido como la lesión a todo derecho 
subjetivo, en el sentido de interés jurídicamente protegido del individuo en su vida de 
relación, que en cuanto protegido por  el ordenamiento jurídico, se convierte en derecho 
subjetivo, esto es, un derecho en el sentido formal y técnico de la expresión. En el caso sub 
materia, como ya se especificó en el décimo considerando, el actor ha acreditado que 
presenta las enfermedades profesionales de neumoconiosis e hipoacusia; en el caso de la 
primera según los argumentos esbozados en los considerandos pertinentes con un 
menoscabo no menor de 66.66% al haberse determinado la naturaleza de su incapacidad 
como una total permanente (teniendo en cuenta la calificación radiográfica de 2/1), por lo 
que la juzgadora considera prudente y razonable considerar que la enfermedad de 
neumoconiosis ha producido en el actor un menoscabo del 66.66%; mientras que para la 
enfermedad profesional de hipoacusia, según el diagnóstico obrante a página 164 en el cual 
se determina “HIPOACUSIA CONDUCTIVA LEVE IZQUIERDA Y QUE SE LE DEBE 
CONSIDERAR GAP AÉREO Y ÓSEO DERECHO”, lo que a criterio de la juzgadora da 
cuenta de un grado de lesión de bajo a medio, ello teniendo en cuenta que en dicho 
documento se indica como nota “No existe algún problema auditivo que le impida laborar”; 
en consecuencia, se considera un menoscabo del 5% adicional, generando un menoscabo 
global por ambas enfermedades ascendente al 71.66%; lo cual no deja ninguna duda de que 
se ha inferido un daño irreversible a la salud del demandante, producto de la inhalación de 
polvos y gases tóxicos, así como fuertes ruidos, propios de la explotación en los socavones 
mineros; configurándose el daño a la persona del demandante por la lesión a su integridad 
física, así como el daño moral por la lesión de sus sentimientos, sufrimiento y aflicción que 
genera la enfermedad antes mencionada; asimismo, resulta evidente que la enfermedad 
profesional que padece el actor le ha generado repercusiones negativas en su desempeño 
laboral, capacidad productiva y, en general, en sus expectativas laborales; por lo cual, 
también se configura el daño patrimonial en sus facetas de daño emergente y lucro cesante.  

DÉCIMO CUARTO.- Respecto a la relación de causalidad como presupuesto de la 
responsabilidad civil, se define como la vinculación externa, material, que enlaza el evento 
dañoso y el hecho de la persona o cosa. La doctrina y la jurisprudencia, uniformemente, 
admiten que para que deba responderse por un daño, es necesario que el mismo haya sido 
“causado” mediante una acción u omisión, por su autor. Y ello establecido, a su vez la 
medida del resarcimiento a cargo del responsable habrá de resultar de la propia extensión de 
las consecuencias dañosas derivadas de su proceder, vale decir que puedan ser tenidas como 
“efectos” provocados o determinados por su conducta, la que entonces viene así a ser su 
“causa”.  

DÉCIMO QUINTO.- En el caso de autos, resulta inobjetable que los daños producidos en la 
persona del actor al presentar neumoconiosis e hipoacusia se derivan de la conducta omisiva 
de la emplazada de haber incumplido, como se reitera, sus obligaciones emanadas del 
contrato de trabajo, como son las disposiciones contenidas en las normas de seguridad y 
salud en el trabajo y, específicamente, las disposiciones sobre protección y seguridad laboral 
en la actividad minera.  
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DÉCIMO SEXTO.- En cuanto al factor de atribución, en primer lugar, cabe señalar que en 
el ámbito de la responsabilidad contractual el factor atributivo es de carácter subjetivo 
(medie culpa o dolo en el actuar del sujeto), cuando el responsable inejecute sus obligaciones 
por “culpa leve” resarcirá las consecuencias inmediatas. En cambio, si el sujeto activo 
actuara con “dolo” o “culpa inexcusable”, responderá por las consecuencias inmediatas y las 
mediatas previsibles. La culpa inexcusable es el grado más alto de la culpa. Es lo que se 
conoce también con el nombre de negligencia grave y consiste en la omisión de algunos o 
algún deber de diligencia. Teniendo el deudor una obligación que incumple por culpa 
inexcusable debe indemnizar al acreedor por todos los daños y perjuicios causados que sean 
consecuencia inmediata y directa de dicho incumplimiento. En el caso de autos, el 
incumplimiento de la demandada B, de las normas de seguridad y salud en el trabajo, como 
obligación esencial y principal emanada del contrato de trabajo, vinculadas con el deber de 
protección de la salud e integridad física del trabajador, permite calificar la conducta omisiva 
de la emplazada mencionada como una grave infracción a las normas antes indicadas, 
configurando un supuesto de culpa inexcusable (negligencia grave) que en el caso sub judice 
ha generado las enfermedades profesionales de neumoconiosis e hipoacusia que padece el 
demandante y, por ende, los daños inferidos a éste.  

DÉCIMO SÉTIMO.- En cuanto a la cuantificación del daño, resulta ilustrativo lo señalado   
: “Para cuantificar los daños físicos o psíquicos se debería establecer una base mínima. (…) 
Propondría, fijar el “valor vida” del monto predominante en nuestro Poder Judicial, como 
punto de partida. Hemos observado que el mismo asciende aproximadamente a S/ 40,000.00 
y si seguimos las proporciones del Reglamento SOAT, tendríamos esta base mínima: Muerte: 
S/ 40,000.00; Invalidez permanente hasta: S/. 40,000.00; Incapacidad temporal: S/ 40,00 
(por día)”.  

DÉCIMO OCTAVO.- Por otro lado, la Primera Sala Laboral en la sentencia recaída en el 
expediente N° 4917-2013 de fecha primero de abril del presente año, en su vigésimo 
considerando en el cual refiere el criterio de evolución establecido por dicho Colegiado sobre 
la base del criterio valor vida, ha aumentado el monto a S/60,000.00: “este Colegiado 
considera apropiado la siguiente cuantificación: En cuanto al daño biológico, debemos 
señalar que resulta correcto el monto indemnizable equivalente al 74% del valor vida, el cual 
ha sido establecido en pronunciamientos de esta Sala, en casos similares, en el monto de 
S/.60,000.00; por lo que el 74% equivaldría a S/. 45,000.00 por daño biológico, que engloba 
fundamentalmente el daño a la persona” (subrayado y negritas agregadas); criterio que es 
compartido por la Juzgadora.  

DÉCIMO NOVENO.- En el caso de autos, habiéndose determinado el menoscabo global del 
demandante en un 71.66% (de conformidad a lo señalado en el décimo tercer considerando 
de la presente sentencia), siendo que el porcentaje se ajusta a los parámetros establecidos 
por la Clasificación de la OIT sobre la neumoconiosis aprobado por nuestro país mediante 
Resolución Suprema número 014-93-TR; porcentaje que aplicado sobre la base 
indemnizatoria inicial por daño a la salud e integridad física de S/ 60,000.00 indicada en el 
considerando precedente, arroja un monto indemnizatorio por el concepto de daño a la 
persona ascendente a S/42,996.00 (cuarenta y dos mil novecientos noventa y seis y 00/100 
Soles).  
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VIGÉSIMO.- En cuanto al daño moral y proyecto de vida, éste debe ser entendido en sentido 
amplio como la afectación de los derechos de la personalidad, así pues, debe entenderse que 
esta categoría de daño extrapatrimonial se produce, como bien lo precisa K, “…cuando se 
lesiona la integridad física del sujeto, su aspecto psicológico y/o su proyecto de vida…” ; y 
como señala L “…En el caso del daño moral o daño a la persona, la reparación adquiere una 
significación peculiar, entendiéndola como satisfacción a la persona perjudicada, ya que el 
daño en referencia es técnicamente irreparable si lo entendemos como resarcimiento, pero 
sí compensable, en los términos de producir una satisfacción pecuniaria.” . En efecto, resulta 
que el daño moral constituye toda lesión a los sentimientos de la persona agraviada, es un 
daño extrapatrimonial producido por una alteración a su salud, no limitada al aspecto físico 
u orgánico, como podría ser el padecimiento anímico o espiritual, debiendo considerarse no 
obstante lo dicho, que no existe una barrera entre el quebrantamiento anímico y el 
quebrantamiento físico u orgánico, pues es sabido que lo primero puede conllevar a lo 
segundo, es decir, que las aflicciones que empiezan en lo emocional o en la psiquis de la 
persona pueden afectar de tal manera que se generen enfermedades orgánicas o fisiológicas. 
En el caso de autos, no cabe duda que la enfermedad profesional padecida por el demandante 
le ha ocasionado dolor, angustia, aflicción física y espiritual y en general sentimientos 
negativos; pues no sólo se le ha afectado su integridad física con la consecuente discapacidad 
y las limitaciones permanentes que ello conlleva, sino también se ha frustrado su posibilidad 
de realizar una vida normal y plena en las diferentes facetas de la vida social, con las 
repercusiones negativas hacia sus sentimientos y personalidad, tanto de él como de su 
cónyuge (página 12-13), y sus 3 hijos (página 14-16); por lo que en forma prudente y 
equitativa se fija el monto indemnizatorio por este concepto en la suma de S/8,000.00 (ocho 
mil y 00/100 Soles).  

VIGÉSIMO PRIMERO.- Respecto al lucro cesante y daño emergente, resulta evidente que 
la enfermedad de neumoconiosis e hipoacusia que padece el demandante le ha generado 
repercusiones negativas en su desempeño laboral, capacidad productiva y, en general, en sus 
expectativas laborales y ventajas económicas esperadas; e, igualmente, le han generado 
gastos que no son cubiertos en su totalidad por el Seguro Social de Salud, como medicinas, 
exámenes, consultas especializadas; por lo cual, el quantum indemnizatorio por estos 
conceptos, recurriéndose a la valoración equitativa establecida por el artículo 1332° del 
Código Civil, se fija en la suma de S/ 5,000.00 (cinco mil y 00/100 Soles) por lucro cesante; 
y, en S/ 5,000.00 (cinco mil y 00/100 Soles) por daño emergente.  

Cabe precisar que mediante Oficio N° 282-2016-DPR.GD/ONP de fecha 05.02.2016, 
obrante a página 154, la Subdirectora de Gestión de Derechos de la Oficina de 
Normalización Previsional informa a este Juzgado que en el Expediente Administrativo N° 
00800061112 no existe Resolución Administrativa u otro documento en el que se haga 
mención a exámenes médicos practicados al demandante; asimismo, informa que mediante 
Esquela Informativa del 07.12.2012 se le otorgó al actor su Pensión de Jubilación con 
carácter provisional, y que posteriormente con fecha 20.05.2013 mediante Resolución N° 
0000039690-2013-ONP/DPR.SC/DL19990 se resolvió otorgar al actor su Pensión de 
Jubilación Minera. Empero, toda persona así goce de pensión de seguridad social va a 
procurar complementar sus ingresos mediante la realización de una actividad extra, lo cual 
se encuentra acorde con lo regulado por el artículo 45° del Decreto Legislativo N° 19990, 
motivo por el cual la percepción de dicho concepto por el demandante no enerva el daño por 
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lucro cesante sufrido por el actor por lo que de igual modo corresponde estimar el 
otorgamiento de dicho concepto.  

VIGÉSIMO SEGUNDO.- MONTO ADEUDADO E INTERESES LEGALES: Sumándose 
los montos indemnizatorios antes indicados se obtiene la suma total de S/60,996.00 (sesenta 
mil novecientos noventa y seis y 00/100 Soles) que la demandada B debe pagar al actor por 
concepto de indemnización por daños y perjuicios, más los intereses legales que deberán 
calcularse desde la notificación con la demanda. En consecuencia, la demanda debe ser 
amparada.  

VIGÉSIMO TERCERO.- HONORARIOS PROFESIONALES: En cuanto a la pretensión 
de pago de honorarios profesionales, debe señalarse que en el caso de autos, la defensa 
desplegada por el demandante fue aceptable; pues se aprecia coherencia y claridad en el 
petitorio y fundamentos fácticos y jurídicos esbozados en la demanda; asimismo, se aprecia 
una aceptable participación en la audiencia de juzgamiento, en la cual sus alegaciones orales 
(alegatos de apertura, absolución de las excepciones y alegatos finales) fueron expuestos con 
claridad y precisión; logrando un resultado favorable para el demandante. En ese sentido, se 
establece como honorarios profesionales de la abogada del actor el monto ascendente a 
S/12,199.20 Soles; más el 5% de dicha suma destinado para el Colegio de Abogados de la 
Libertad, haciéndose presente que el pago de los mismos se realizara en ejecución de 
sentencia, en donde el abogado acreditará el pago del tributo respectivo con el recibo de 
honorarios correspondiente, bajo apercibimiento de informarse a la Superintendencia 
Nacional de Aduanas y Administración Tributaria en caso de incumplimiento.  

VIGÉSIMO CUARTO.- COSTAS: Finalmente, de conformidad con el artículo 14° de la Ley 
N° 29497, concordante con el artículo 412° del Código Procesal Civil, debe condenarse a la 
demandada el pago de costas del proceso.  

Por estas consideraciones y de conformidad con lo previsto en los Artículos 138° y 143° de 
la Constitución Política del  Estado, Artículo 51° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
impartiendo Justicia a nombre de la Nación:   

IV. DECISIÓN:  

1) FUNDADA EN PARTE la demanda interpuesta por A contra la empresa B., 
sobre indemnización por daños y perjuicios; en consecuencia, ORDENO que la 
demandada pague al actor la suma de S/60,996.00 (sesenta mil novecientos noventa 
y seis y 00/100 Soles), más el pago de intereses legales  que se liquidarán en 
ejecución de sentencia. Asimismo, ORDENO que la demandada le pague al 
abogado del actor la suma de S/12,199.20 (doce mil ciento noventa y nueve y 
20/100 Soles) por concepto de honorarios profesionales, más el 5% de dicha suma 
destinada al Colegio de Abogados de la Libertad.  

2) IMPROCEDENTES las tachas deducidas por la demandada B  3)  Con costas 

del proceso.  

4) Consentida y/o ejecutoriada que sea la presente resolución: ARCHÍVESE 
DEFINITIVAMENTE el expediente en el modo y forma de Ley.  
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  Sentencia de segunda instancia  

  

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA LIBERTAD   PRIMERA 
SALA ESPECIALIZADA LABORAL  

  
   

EXPEDIENTE Nº  : 4670-2015-0-1601-JR-LA-03.  
DEMANDANTE  : A   
DEMANDADO  : B  
MATERIA  : INDEMNIZACION POR DAÑOS Y PERJUICIOS.   
    
RESOLUCIÓN NÚMERO DIEZ.-  
Trujillo, seis de octubre   
del año dos mil diecisiete.-  
  
VISTOS.- En audiencia pública, la Primera Sala Especializada Laboral de esta Corte 
Superior de Justicia de La Libertad, expide la siguiente SENTENCIA:  
  

I.  PRETENSIÓN IMPUGNATORIA.  
1. Es objeto de impugnación, la sentencia contenida en la resolución número SEIS, de 

fecha 2 de agosto de 2016, obrante a fojas 173-186; en la que se declara FUNDADA en 
parte la demanda interpuesta por A contra la empresa B sobre indemnización por daños 
y perjuicios; en consecuencia, ORDENÓ que la demandada pague al actor la suma de 
S/. 60,996.00 soles, más el pago de intereses legales que se liquidarán en ejecución de 
sentencia. Asimismo, ORDENÓ que la demandada le pague al abogado del actor la 
suma de S/. 12,199.20 soles, por concepto de honorarios profesionales, más el 5 % de 
dicha suma, destinada al Colegio de Abogados de La Libertad. IMPROCEDENTES 
las tachas deducidas por la demandada; con costas del proceso. La sentencia es apelada 
por ambas partes.  
  

2. La demandada B, mediante escrito de apelación, a fojas 193-200, solicita la revocatoria 
de la recurrida en base a los fundamentos de hecho y derecho siguientes:  
a. La A quo incurre en error de hecho y derecho al afirmar que en el presente caso se ha 

acreditado una conducta antijurídica por parte de su representada, señalando sin 
fundamento alguno que B jamás ha cumplido con las obligaciones de seguridad y 
salubridad en la operación minera; sin embargo, cómo explica el juzgado que se 
cuente con diversas copias de las actas de inspección semestral de seguridad 
efectuadas por el Ministerio de Energía y Minas entre el año 2000 y 2006, las cuales 
si bien es cierto, no comprenden todo el periodo laborado por el demandante, el 
juzgado no puede sin prueba alguna determinar que las referidas inspecciones no se 
hayan dado también en los periodos que comprenden los laborados por el 
demandante.  

b. La que incurre en error de hecho y de derecho al afirmar que existe un nexo causal 
entre el daño alegado y la conducta de su representada, ya que no existe prueba 
alguna que acredite que el demandante haya trabajado en interior de mina, pues el 
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juzgado solo se basa en el certificado de trabajo (en el cual se consigna el último 
cargo del trabajador) y en el dicho del demandante; sin embargo, no toma en cuenta 
que su representada viene cumpliendo cabalmente con sus obligaciones referentes a  
la salud y seguridad de los trabajadores mineros y que el demandante culminó sus 
labores estando bien de salud.  

c. Que, los mecanismos de protección ideados por el ordenamiento jurídico, con el 
objeto de brindar un resarcimiento al trabajador que sufre de una enfermedad 
profesional, imponen que sea el seguro que para dichos efectos de manera obligatoria 
ha sido contratado, quien debe brindar el resarcimiento integral correspondiente; y 
que solo en la medida que se determine que el padecimiento de dicha enfermedad ha 
sido como consecuencia de un acto intencional o culposo del empleador, la entidad 
aseguradora podrá solicitar el reembolso correspondiente al empleador negligente, 
hecho que no se ha acreditado en el presente caso.  

d. La  que, incurre en error de hecho y derecho al sustentar al establecer fundamento 
alguno el quantum indemnizatorio, efectuando un cálculo cuyo sustento es 
completamente teórico, extraído del autor M, el mismo que carece de todo argumento 
legal y jurídico para cuantificar un daño que no ha sido debidamente acreditado; 
además, no ha tenido en cuenta que el actor no presenta medio probatorio objetivo 
que acredite que ha tenido que asumir directamente algún tipo de gasto en medicinas 
y tratamientos. Asimismo, la frustración al proyecto de vida no se trata de cualquier 
posibilidad de desarrollo de una persona (el cual en este caso es incierto), sino que 
debió tratarse de la frustración de un proyecto evidenciado, en proceso de ejecución 
y desarrollo, el cual se frustra en forma abrupta.   

e. Debe tenerse en cuenta que la profesión elegida por el demandante goza de un 
régimen especial de jubilación, que concede la posibilidad que se jubile a los 45 o 55 
años, siendo que en el caso de autos el demandante aduce haber trabajado hasta el 
2012 en la demandada, es decir, hasta los 54 años, resultando incomprensible aducir 
cualquier tipo de frustración al proyecto de vida, más aun si el actor tiene la calidad 
de pensionista, que tuvo la oportunidad de trabajar de manera establece y de formar 
una familia.  
  

3. El demandante, mediante escrito de fojas 205-209, interpone recurso de adhesión a la 
apelación, solicitando se incremente el monto indemnizatorio, alegando lo siguiente:  
a. La que no realiza una razonable y real valoración del daño en las categorías del daño 

moral, daño emergente y lucro cesante, pues incluso asigna a las dos primeras 
categorías el importe de S/.8,000.00 soles, sin sustentar las razones que justificarían 
dicho monto, el cual no se condice con la real dimensión del daño ocasionado a su 
persona, pues a la neumoconiosis se suma también la enfermedad de Hipocausia 
Neurosensorial moderada, que padece en un grado menor.   

b. Respecto a los costos procesales el Colegiado deberá reajustarlo, teniendo en cuenta 
los criterios de defensa a nivel procesal que privilegian la participación activa en el 
patrocinio, siendo que estos deben darse en coherencia con la labor desplegada, más 
aun si se expresa en la recurrida lo idóneo de la defensa lo cual debe guardar relación 
con nuestro pedido.  

II. CONSIDERANDOS:  
SOBRE EL ITER PROCESAL  
1. El 25 de Agosto del 2015, A, interpone demanda contra la empresa B sobre 

Indemnización por Daños y Perjuicios por las enfermedades ocupacionales de 
Neumoconiosis e Hipoacusia, sosteniendo que la demandada ha sido su empleadora 
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desde el 21 de abril de 1980 hasta el 31 de julio del 2012, empresa en la cual se ha 
desempeñado en los cargos de ayudante de perforista de operación en mina, bombero y 
obrero en el área de Relleno Hidráulico; asimismo, señala que el desempeño de aquellas 
funciones le ocasionó un deterioro generalizado, progresivo en su sistema respiratorio 
por la inhalación de sustancias tóxicas; por lo que producto de ello se le ocasionaba 
constante cansancio y dificultad para respirar, siendo así se vio obligado a realizarse 
diferentes exámenes médicos  en una institución pública; a través de los cuales se le 
diagnosticó las enfermedades ocupacionales mineras de Neumoconiosis en segundo 
grado nivel radiográfico de 2/1 con incapacidad total y permanente; así como 
Hipoacusia Neurosensorial leve izquierda; asimismo, alega que la demandada no le 
proporcionó los elementos y material necesario para la protección de la salud e higiene 
de la actividad minera conforme le obliga la ley, así como no realizó las mediciones 
necesarias del ambiente de trabajo y más aún omitió realizar los exámenes médicos 
ocupacionales con profesionales especialistas, exámenes de los cuales tenía la 
obligación de realizar. En virtud a ello, pretende la reparación de los daños patrimoniales 
ocasionados (lucro cesante y daño emergente) así como de los daños extra patrimoniales 
(daño moral y daño a la persona), ello como consecuencia de las enfermedades 
señaladas.  

2. Al respecto, la demandada sostiene que el demandante ha sido su trabajador por el 
periodo señalado, sin embargo alega que los elementos de la responsabilidad civil no 
han sido acreditados fehacientemente y que por tanto no le corresponde la 
indemnización que está señalando; ello porque respecto a la antijuridicidad, señala que 
sí cumplió con entregar los equipos de protección necesarios a cada uno de sus 
trabajadores sustentando con las actas de inspección semestral de seguridad entre los 
años 2000 al 2006; asimismo señala que el daño no ha sido acreditado bajo ningún 
medio probatorio objetivo; siendo además que tiene la calidad de pensionista por lo que 
no existe evidencia alguna que se haya frustrado su proyecto de vida ya que a la fecha 
de sus cese contaba con 56 años de edad; por otro lado señala que no está acreditado el 
nexo causal, ya que no se ha acreditado que el demandante haya estado siempre 
realizando sus actividades en el socavón de la mina y, por último, sostiene que no se ha 
cumplido con acreditar que haya existido por parte de la demandada el factor de 
atribución en la causa de las enfermedades que señala el actor.  

3. La juez de primera instancia declaró fundada la demanda por la cual se reconoce la 
responsabilidad de la demandada respecto de las enfermedades señaladas; producto de 
ello la demandada formula apelación de la sentencia, materia de revisión, y el 
demandante interpone recurso de adhesión a la apelación. Teniendo encuentra ello, este 
Colegiado procederá a realizar pronunciamientos respecto de lo sustentado en dichos 
recursos.  

  
SOBRE EL THEMA DECIDENDUM  
4. En virtud a lo antes señalado y teniendo en cuenta el principio de limitación de la 

apelación, regulado en el artículo 370 del Código Procesal Civil –en  adelante CPC- es 
que, este Colegiado se pronunciará respecto de los siguientes aspectos: i) la 
configuración de los elementos de la responsabilidad civil contractual (daño, 
antijuricidad, nexo causal y factor de atribución); ii) la cuantificación  del daño; y, iii) 
la responsabilidad de las aseguradoras contratadas en virtud al seguro complementario 
de riesgo; iv) los costos procesales.  
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EN CUANTO A LA INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS POR 
ENFERMEDAD PROFESIONAL   
5. El actor mediante escrito postulatorio de demanda (obrante de fojas 19-28) alega haber 

adquirido las enfermedades profesionales de Neumoconiosis e Hipoacusia, al 
encontrarse expuesto al polvo mineralizado y gases propios de la explotación en mina 
de socavón, así como a ruidos propios a la explotación del mineral, asociados al trabajo 
con martillos y perforadores neumáticos en minas, túneles y galerías subterráneas; todo 
ello, por haberse desempeñado como obrero de mina durante todo su record laboral (32 
años) ello desde el 21 de abril del 1980 hasta el 31 de julio del 2012 sin que ésta (la 
demandada) haya cumplido con sus obligaciones de protección y prevención de 
seguridad y salud de sus trabajadores. En consecuencia, la demandada estaría obligadas 
a resarcir el daño causado por haberse configurado el supuesto de responsabilidad civil 
contractual, el cual está condicionado a la existencia y concurrencia de cuatro 
elementos 1  (el daño, conducta antijurídica, relación de causalidad y el factor de 
atribución) que serán analizados a continuación.  

  
En cuanto a los elementos de la responsabilidad   
6. Tratándose de una demanda de indemnización por daños y perjuicios por enfermedad 

profesional, resulta de aplicación, las normas correspondientes a la responsabilidad civil 
por inejecución de obligaciones, previstas en el Código Civil, cuales son el artículo 
1314, que prescribe “Quien actúa con la diligencia ordinaria requerida, no es imputable 
por la inejecución de la obligación o por su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso”, 
contrario sensu, a quien no actúa con la diligencia ordinaria requerida, le es imputable 
el daño producido por la inejecución de la obligación o por su cumplimiento parcial, 
tardío o defectuoso. También resulta aplicable el artículo 1321, que prescribe “Queda 
sujeto a la indemnización por daños y perjuicios quien no ejecuta sus obligaciones por 
dolo, culpa inexcusable o culpa leve. El resarcimiento por la inejecución de la 
obligación o por su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso, comprende tanto el daño 
emergente como el lucro cesante, en cuanto sean consecuencia inmediata y directa de 
tal inejecución”, esto es, habrá responsabilidad civil de la demandada siempre que 
se acredite, en el proceso, el daño producido, la relación de causalidad, la conducta 
antijurídica de la demandada y siempre que tal incumplimiento le sea atribuible a 
título de dolo, culpa inexcusable o culpa leve.   

En cuanto al daño  
7. Este primer elemento de la responsabilidad civil es considerado como todo menoscabo 

material o moral que sufre una persona, ya sea patrimonial o extra patrimonial, causado 
en contravención a una norma jurídica, y que debe ser resarcido por el responsable o las 
responsables de éste. En el presente proceso, el daño alegado por el actor consiste en 
haber adquirido las enfermedades profesionales de Neumoconiosis e Hipoacusia, sobre 
lo cual debemos precisar lo siguiente:  
7.1. Acreditación del daño: En el presente caso, el daño se encuentra acreditado 

fehacientemente a través de la Historia Clínica N° 892880, obrante a fojas 158165, 
que fue remitida por parte del Director Ejecutivo del Hospital Belén, Doctor N, 
mediante el Oficio 684-2016-GRLL/GRS-HBT-D.E; mediante el cual se ha podido 
analizar los siguientes medios probatorios:  

 
1 TABOADA CÓRDOVA, Lizardo. Responsabilidad Civil Extracontractual. Curso a Distancia para 
Magistrados. Academia de La Magistratura. Lima, 2000. Páginas 19-22.  
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a) Documento de Interpretación Roentgenográfica de Tomonorte, de fecha 16 de 
Octubre del 2014, a fojas 160, realizada por parte de la médico E, en el cual se  

  
indica que existe la anomalía perenquimatosa que concluye: “Signos de 
Neumoconiosis”.  

b) Informe Radiológico con Metodología OIT del Hospital Belén de Trujillo, 
emitido por la médico Jefe del Departamento de Imágenes y Terapia Radiante F, 
de fecha 30 de octubre del 2014, a fojas 161 vuelta que concluye centro de los 
comentarios: “Signos que sugieren Neumoconiosis”.  

c) Examen Médico de Audiometría realizada por el Médico G, de fecha 14 de  
Noviembre de 2014, a folio 162 vuelta, en la cual se señala como diagnóstico: 
“Hipoacusia Conductiva Leve Izquierda y que se le debe considerar GAP aéreo-
óseo del oído derecho”.  

d) Examen de Audiograma y Logoaudiometría, de fecha 15 de noviembre del 2014, 
realizado por el doctor G, a folios 163, en la cual se diagnostica: “Normal. 
Observar GAP aéreo-óseo Bilateral”.  

e) Informe médico número 063-2014-GRLL/GS-HBT-DM, con fecha 05 de 
noviembre del 2014 (fojas 163 vuelta), expedido por el Jefe de departamento del 
Hospital Belén de Trujillo, en la cual se señala que fue evaluado en el consultorio 
externo de Neumología el día 23 de Octubre del 2014; asimismo que se realizó 
la Radiografía de Tórax, Espirometría y Gases Arteriales; por lo que en base a 
estos exámenes realizados se le diagnosticó: “Neumoconiosis 2/1”; así también 
precisa en el mismo documento una sugerencia considerando: “No trabajar en 
minas, socavones, ni canteras, ni fábricas de vidrios”.  

f) Informe Médico número 179-14-GRLL-GGR/GS-HBT-DC, de folios 164, 
expedido con fecha 03 de diciembre del 2014, por el otorrinolaringólogo G, 
asimismo que es suscrito también por el médico Jefe del Departamento de 
Cirugía I, indicando que en el examen ORL se le detectó: “Membranas 
timpáticas con pequeñas fibrosis y placas calcáreas, moco transparente en pared 
posterior de faringe, cornete edematoso y bordes pálidos”; diagnosticándose 
“Rinofaringitis Alérgica, Mirindoesclerosis, D/Hipoacusia Neurosensorial”, 
asimismo, señala que se solicitó: “Audiometría” y a partir del informe de la 
misma se diagnosticó; “Hipoacusia conductiva leve izquierda y que se le debe 
considerar gap aéreo y óseo derecho”.  

7.2. En cuanto al grado de menoscabo global del demandante: Al respecto, se 
considera la historia clínica remitida por el Hospital Belén, en la cual consta los 
diferentes exámenes que se le realizaron para poder llegar  a diagnosticar las 
enfermedades de Neumoconiosis e Hipoacusia; debiendo precisarse  entonces con 
respecto a la primera enfermedad (Neumoconiosis), el informe Médico N° 
0632014-GRLL/GGR/GS-HBT-DM, expedido con fecha  05 de noviembre del 
2014, por el médico H, a través del cual se diagnostica la Neumoconiosis en 2/1; 
sin embargo, dicho informe no señala de forma expresa el porcentaje de menoscabo 
global que se dio a consecuencia de esta enfermedad; ante ello, conforme la revisión 
de la resolución materia de revisión se puede verificar que la juzgadora de primera 
instancia realizó una correcta valoración del grado de menoscabo en 66,66%, 
porcentaje con el cual concuerda este Colegiado porque tiene sustento en la 
Clasificación Radiográfica Internacional de la Neumoconiosis de la Organización 
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Internacional del Trabajo (OIT), Edición 1980, la cual establece el diagnóstico de 
la enfermedad de Neumoconiosis en cuatro categorías o estadios de evolución;  
siendo que el caso de autos implica un grado de evolución acelerada que genera la 
incapacidad total del demandante con un grado no menor a 66.66%, porcentaje que 
tiene sustento en lo siguiente:  

  
Estadios de evolución  Clasificación 

radiológica  
Grado de evolución  

Primer estadio  1/1-1/2  Simple  
Segundo estadio  2/1-2/2-2/3  Acelerada  
Tercer estadio  3/2-3/3-3+  Avanzada  
Cuarto estadio  A-B-C-  Aguda  

Estadios que acarrean una incapacidad parcial o total, según el detalle siguiente:   
Estadios de 
evolución  

Incapacidad Permanente 
Laboral  

Grado de Incapacidad  

Primer estadio  PARCIAL  no menor de 50% hasta el  
66.65%  

Segundo estadio    
TOTAL  

 no menor 
de 66.66%  Tercer estadio  

Cuarto estadio  
  
7.3. Por otro lado, respecto a la segunda enfermedad (Hipoacusia), conforme  a los 

diferentes exámenes con los cuales ha sido detectada esta enfermedad 
(Audiometría, Logoaudiometría) y el Informe Médico Número 179-14-
GRLLGGR/GS-HBT-DC expedido por el médico Otorrinolaringólogo G, del 
Hospital Belén de Trujillo, mediante el cual se diagnosticó “Hipoacusia conductiva 
Leve Izquierda y que se le debe considerar GAP aéreo y óseo derecho”, y dado que 
es una lesión baja-media a criterio de la juzgadora de primera instancia ha 
considerado un menoscabo de 5%, porcentaje con el cual este colegiado concuerda, 
ello de acuerdo a los diferentes exámenes citados. En consecuencia, el grado de 
menoscabo global considerando amabas enfermedades es de 71,66%.  

  
En cuanto a la conducta antijurídica  
8. Al respecto, la demandada argumenta que no se ha cumplido con acreditar 

fehacientemente la existencia de un daño contractual por su parte, ya que se ha cumplido 
con todas las obligaciones en cuanto a los equipos de protección, seguridad e higiene a 
sus trabajadores; sin embargo, de la revisión de autos se aprecia que el actuar de la 
demandada ha sido antijurídica por las siguientes razones:  
8.1. Por la conducción de una actividad riesgosa: En principio debe tenerse presente 

que de acuerdo al artículo 1970 del Código Civil que señala: “Aquel que, mediante 
un bien riesgoso o peligroso, o por el ejercicio de una actividad riesgosa o 
peligrosa, causa un daño a otro, está obligado a repararlo”. Por lo que siendo 
muchos los factores de riesgos presentes en las faenas subterráneas. Las 
características de la roca, el uso de explosivos, la presencia de gases tóxicos o 
inflamables, el empleo creciente de máquinas y equipos, la presencia de aguas 
subterráneas, las probabilidades siempre latentes de incendios, etcétera, conforman 
un espectro de riesgos de alto potencial de severidad. A lo anterior debe adicionarse 
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los errores de diseño o ejecución de los propios mineros2. La demandada a pesar de 
conducir una actividad de alto riesgo para la salud y seguridad de sus trabajadores 
–como es la minería- no tomó las medidas  

  
necesarias de prevención y protección, razón por la cual debe ser responsable por 
el daño causado al actor, consistente en la adquisición de las enfermedades 
profesionales de Neumoconiosis e Hipoacusia.  

8.2. Responsabilidad contractual por infracción de las normas de seguridad e 
Higiene en el trabajo: A nivel Constitucional, estos deberes del empleador se 
desprenden del artículo 1 que consagra el respeto de la dignidad de la persona 
humana, del artículo 2.1 referente al derecho fundamental a la vida, a la integridad 
moral, física y psíquica, del artículo 7 respecto a la protección de la salud, y de los 
artículos 22 y 23 de los que se extrae los deberes de prevención y protección en el 
trabajo.  
A nivel de las normas internacionales, el convenio OIT 155, la recomendación 164 
y al Protocolo de 2002 relativo al Convenio 155 sobre seguridad y salud de los 
trabajadores. La Comisión de Expertos de la OIT, en el Estudio General 
denominado Normas de la OIT sobre seguridad y salud en el trabajo Promover la 
seguridad y la salud en el medio ambiente de trabajo del año 2009, en torno a los 
deberes de protección y prevención, ha señalado en su fundamento 170: “En la 
sesión de apertura de la primera discusión de la CIT de 1980, los miembros 
empleadores convinieron en que en ellos recaía la principal responsabilidad, toda 
vez que la política de seguridad y salud forma parte de los planes y métodos de 
producción. Si bien en el artículo 16 se define el alcance general de los deberes y 
responsabilidades de los empleadores, los medios que pueden utilizarse para llevar 
a la práctica estas obligaciones se contemplan en los párrafos 10, 14 y 15 de la 
Recomendación. La segunda parte del artículo 16, relativa a los equipos de 
protección personal, está formulada de manera a plasmar el principio de SST en 
virtud del cual estos equipos han de utilizarse ya sea como último recurso en 
situaciones excepcionales, ya sea para reforzar las medidas de prevención y 
protección vigentes”.  
A nivel legal las principales reglas jurídicas que se desprenden de las normas antes 
anotadas son las establecidas en los artículos 37° al 63° del Reglamento de Salud y 
Seguridad en el Trabajo –Decreto Supremo Número 009-05-TR-  donde se hace 
referencia a las obligaciones del empleador, cuya ratio es que el empleador debe 
cumplir las normas de seguridad e higiene en el trabajo, garantizando la seguridad 
y salud de los trabajadores en el desempeño de su labor. Constituyen leyes 
especiales que regulan la actividad minera, el Decreto Supremo número 034-73-
EM/DGM, Reglamento de Bienestar y Seguridad del Trabajador Minero, en cuanto 
establece en su artículo 273°, que: “Todo Programa de Seguridad e Higiene deberá 
contar con el equipo adecuado para detectar y evaluar los agentes químicos 
(polvos, gases, vapores, humos, neblinas, etc.) que puedan presentarse, 
manteniéndolos en perfectas condiciones” y precisa en sus artículos 285 y 424, la 
obligación del uso de respiradores contra polvo y de máscaras contra polvos, 
además de considerar en su artículo 496 la obligación de que se someta a examen 

 
2  ERIK MUÑOZ DEL PINO. RIESGOS EN LA MINERÍA SUBTERRÁNEA. Servicio nacional de 
geología minería-Chile. Abril 2002.   
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médico integral al personal una vez al año antes de las vacaciones del trabajador; 
por el Decreto Legislativo número 109°, Ley General de Minería; por el Decreto 
Supremo número 023-92-EM, Reglamento de Seguridad e Higiene Minera, por el 
Decreto Supremo número 03-94-EM, Reglamento de diversos Títulos del Texto 
Único Ordenado de la Ley General de Minería, en cuanto establece que los 
trabajadores deben someterse a exámenes médicos pre ocupacionales de control 
anual y de retiro conforme a los artículos 275, 278 y 279.  

8.3. Insuficiencia de las medidas de seguridad adoptadas por las demandadas: las 
demandadas pretenden acreditar el cumplimiento de sus obligaciones contractuales 
de salud e higiene en el trabajo mediante la presentación de:  
a) Actas de verificación anual por el periodo 2000-2006 (de fojas 62-109).- 

Documentos que –como su mismo nombre lo dice-, solo son el resumen de la 
fiscalización efectuada, dejando las recomendaciones así como los plazos fijados 
y los responsables de su ejecución en el libro de Seguridad e Higiene Minera y 
firmadas por los supervisores responsables; libros, que al no ser presentados al 
proceso hacen imposible determinar cuáles fueron las deficiencias en seguridad 
y salud en el trabajo de la empresa demandada y si se cumplieron o no con 
referidas recomendaciones; siendo que a estos documentos no se les puede dar 
mayor relevancia debido a que como de ellas se evidencia no se puede 
determinar si en realidad la empresa ha cumplido o no con sus obligaciones, 
máxime si no existe documento alguno que acredite la entrega de ese material al 
demandante; en consecuencia, este medio probatorio no acredita el 
cumplimiento de las obligaciones de salud y seguridad en el trabajo, sino solo el 
establecimiento y descripción del cumplimiento en parte de estas obligaciones.  

b) B (con la presentación de los medios probatorios analizados en los 
considerandos 7 y 8) no han cumplido cabalmente sus obligaciones contractuales 
de seguridad en el trabajo; configurándose de esta manera una conducta 
antijurídica de su parte. Asimismo, cabe precisar que no existe otro medio 
probatorio que acredite que las demandadas han cumplido con sus obligaciones 
de prevención y protección en el trabajo; es decir las demandadas no cumplieron 
con su carga probatoria establecida en el inciso a) del artículo  
23.4 de la LPT “…incumbe al demandado que sea señalado como empleador la 
carga de la prueba de (…) el cumplimiento de las normas legales…”, razón por 
la cual se fortalece nuestro argumento referente a la existencia de una conducta 
antijurídica por parte de las codemandadas.   

  
En cuanto a la relación de causalidad  
9. Este elemento de la responsabilidad civil implica la vinculación externa, material, que 

enlaza el evento dañoso y el hecho causado a la persona o la cosa; por lo que, debe 
entonces tenerse presente que para que se deba responder por un daño causado, es 
necesario que este daño sea causado bien por una omisión o una acción directa; 
asimismo, que los efectos que puedan ser ocasionados producto de las conductas deben 
ser su causa. Por todo ello, este Colegiado considera que este elemento también ha sido 
probado, básicamente porque es un hecho no necesitado de prueba que el actor laboró 
en diferentes áreas como: Ayudante perforista en operaciones de Mina; u/o de 
Tubero/ Bombero/ Carrilano y Ayudante Relleno Hidráulico en Servicios de Mina; 
siendo su último cargo Servidor General Mina-A para B., por el periodo 21 de Abril 
del 1980 hasta el 31 de Julio del 2012; ello se corrobora con el Certificado de Trabajo 
emitido por la demandada, con fecha 17 de Agosto del 2012, suscrito por Ñ, Gerente de 
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Recursos Humanos, documento que tiene membresia de la demandada (fojas 11). En 
consecuencia, está probada la  relación de causa efecto entre la conducta antijurídica de 
las codemandadas –tras el incumplimiento de sus obligaciones contractuales de 
prevención y protección  de seguridad e higiene laboral- y el daño del actor; conclusión 
a la que arribamos en base a los exámenes realizados (citados anteriormente), asimismo 
que se debe de tener en cuenta que el trabajador laboro única  
y exclusivamente para la empresa demandada, asimismo que de acuerdo a las máximas 
de la experiencia se sabe que las enfermedades causadas por el demandante son 
causadas por realizar labores en Mina, las cuales se condicen con el caso de autos, 
careciendo por ello de sustento lo alegado por la demandada -B - al afirmar que el 
demandante culminó bien de salud, ya que es inaudito que las enfermedades se originen 
de un día para otro, lo lógico aquí es que el actor ya presentaba signos de estas 
enfermedades antes de su cese, los cuales no pudieron ser detectados debido a la falta 
de chequeos médicos practicados al demandante; asimismo, debe tenerse en cuenta que 
este tipo de enfermedades –Neumoconiosis e Hipoacusia-, se originan frecuentemente 
en el ejercicio de la actividad laboral en interior de mina –hecho que no ha sido 
desvirtuado por la demandada, al no acreditar que realizan su labor minera a tajo abierto-
, debido a la exposición de polvos y sustancias minerales perjudiciales para la salud, así 
como a ruidos que alcanzan un mayor eco en el interior de un socavón, producto de las 
explosiones de dinamita o el uso de martillos o máquinas perforadoras, propias de esta 
labor; situaciones que originan la irreversibilidad y degeneración progresiva de la salud 
de quien padece esta enfermedad -en el caso de neumoconiosis.  

  
En cuanto al factor de atribución   
10. Que, se establece en el caso de autos, conforme a lo alegado por la demandada (según 

contestación de demandas a fojas 115-146 y acreditado en autos, que éstas tienen 
experiencia o conocimiento de la actividad riesgosa que realizan y que son conocedoras 
de los patrones o reglas de conducta sobre el resguardo de la seguridad y salubridad en 
el trabajo, razón por la cual son obligadas a contratar un seguro complementario de 
seguro y riesgo, pero que –según se ha acreditado en autos- no cumplieron en forma 
debida respecto a la actividad laboral del demandante; acreditándose de esta manera, el 
factor de atribución de culpa inexcusable conforme el artículo 1315 del Código Civil  
“Incurre en culpa inexcusable quien por negligencia grave no ejecuta la obligación”. 
Además, no se puede dejar de anotar la existencia de un elemento objetivo en la 
atribución de responsabilidad civil por el hecho dañoso probado en autos, en tanto, la 
actividad productiva y laboral en la que ha ocurrido el daño, supone un riesgo o peligro 
para la vida, la seguridad y la salud de las personas que intervienen en dicha actividad.  

  
En cuanto a la determinación del quantum indemnizatorio   
11. La demandada –B - alega que la A quo ha efectuado este cálculo con sustento 

completamente teórico extraído del autor M, el mismo que carece de todo argumento 
legal y jurídico, sin tener en cuenta el cumplimiento de sus obligaciones contractuales; 
por otro lado, este cálculo también es cuestionado por el demandante, pretendiendo se 
tenga en cuenta el daño emergente y lucro cesante alegado en su escrito postulatorio y el 
grado de menoscabo que las enfermedades de Neumoconiosis e Hipoacusia han 
originado en su persona. Razón por la cual, este Colegiado al margen de los criterios 
utilizados en la sentencia venida en grado realiza la cuantificación del daño según las 
valoraciones y consideraciones siguientes:  
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11.1. Daño Emergente: En principio, hay que señalar que conforme a lo dispuesto por 
el artículo 1332 del Código Civil que establece “Si el resarcimiento del daño no 
pudiera ser probado en su monto preciso, deberá fijarlo el Juez con valoración 
equitativa”; ante ello, de lo analizado este daño está acreditado en este proceso a 
través de prueba indirecta, ya que nuestro ordenamiento procesal en los artículos 
281 y 282 del CPC y en los artículos 23 y 29 de la Ley 29497,  
Ley Procesal del Trabajo –en adelante LPT- autoriza al Juez alcanzar convicción 
judicial a partir de presunciones e indicios. Esto en el proceso laboral cobra mayor 
importancia, considerando las limitaciones probatorias del trabajador, 
ampliamente reconocidas por la doctrina científica. En tal sentido, el 
razonamiento básico es el siguiente: Está probada la incapacidad permanente total 
del actor al presentar un cuadro de Neumoconiosis en grado 2/1 e Hipoacusia 
conductiva leve izquierda y que se le debe considerar GAP aéreo y óseo derecho”- 
según Informes y exámenes médicos que forman parte de la Historia Clínica 
N° 892880 de fojas 158-165. Ahora bien, si bien es cierto como señala la 
demandada, el actor no ha presentado documentos sustentatorios de gastos en que 
ha incurrido por consecuencia de las enfermedades sufridas; sin embargo, por 
máximas de experiencia podemos afirmar que, el presentar estas enfermedades –
como la incurable, progresiva y degenerativa neumoconiosis- indudablemente 
origina gastos –de difícil cuantificación y probanza- en medicinas, traslados, 
exámenes médicos, etcétera, los cuales -en gran medida- son cubiertos por el 
seguro del demandante. En esos términos, este Colegiado considera prudente y 
razonable confirmar la suma fijada en primera instancia, que asciende a la suma 
de S/. 5,000.00 soles por daño emergente.   

11.2. Lucro cesante: Al igual que el daño emergente, debe ampararse también la 
indemnización por lucro cesante, en tanto este ha sido acreditado a través de 
prueba indirecta, ya que su cuantificación no solamente pasa por inquirir si hay 
prueba de la pérdida patrimonial producida o de la limitación o impedimento de 
obtener ganancias futuras, como consecuencia del daño producido; sino que el 
Juez también está habilitado para formarse convicción sobre estas dos 
dimensiones del daño patrimonial a través de razonamientos lógico críticos, 
basados en indicios y reglas o máximas de experiencia, vale decir, haciendo uso 
de las presunciones judiciales, expresamente previstas en el artículo 281 del CPC. 
Y si bien es cierto está acreditado que el actor percibe una pensión de jubilación 
minera, lo cual implica un ingreso fijo mensual que le permitirá afrontar sus 
principales gastos; sin embargo, la percepción de dicho concepto no enerva la 
percepción del lucro cesante consecuencia del daño sufrido por el demandante; en 
base estas consideraciones, este Colegiado considera prudente y razonable 
confirmar el monto fijado por lucro cesante en primera instancia, el cual asciende 
a S/. 5,000.00 soles.  

11.3. Daño Biológico: Este Colegiado plantea la cuantificación de este daño de manera 
referencial, teniendo en cuenta un factor base o estándar para apreciar 
económicamente este daño, aplicable a casos análogos y su determinación 
depende del grado de menoscabo en la integridad física acreditado en cada 
proceso. Se considera una base indemnizatoria predecible respecto al daño 
somático, a partir de la cual, se puede dosificar un plus indemnizatorio orientado 
a compensar las demás dimensiones del daño, como el psicológico, el moral y el 
daño patrimonial, apreciando las implicancias sociales y familiares en cada caso 
en concreto, base indemnizatoria que, es prudente estimarla razonablemente en 
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S/. 60,000.00 soles. Ello porque como se señaló anteriormente, estando acreditado 
el daño en base a los diferentes medios probatorios, consistentes en exámenes y e 
informes médicos del demandante, el daño biológico está acreditado y que 
habiéndose determinado el menoscabo global del actor en un 71.66%; en 
consecuencia, sobre la base de S/. 60,000.00 soles, corresponde por  
daño biológico la suma de S/. 42,996.00 soles, monto que fue fijado por la A quo 
y que es confirmado en esta instancia.   

11.4. Daño moral y daño al proyecto de vida: Al respecto, el A quo considera en el 
considerando vigésimo estos conceptos amparados de una manera conjunta; sin 
embargo, este Colegiado, a efectos de responder las pretensiones impugnatorias 
de la demandada, considera realizar el siguiente análisis:  
a) En cuanto al daño Moral: Al respecto, debe señalarse que este concepto tiene 

por objeto reparar el quebranto que supone la privación o disminución de 
aquellos bienes que tienen un valor en la vida del hombre, por lo que habrá de 
estimarse en monto justo y equitativo, recurriendo nuevamente al razonamiento 
presuntivo-presunción judicial- y a la apreciación conjunta de los hechos y las 
pruebas, dado que no es difícil colegir la gran aflicción  y dolor que provoca 
en la víctima el padecer estas enfermedades incurables, progresivas y 
degenerativas como es el caso de actor. Asimismo, no debe perderse de vista 
que este daño también afecta de manera constante la tranquilidad, la paz y la 
felicidad de cualquier ser humano a nivel personal y familiar, lo que no 
permitirá desarrollar plenamente sus actividades diarias como esposo (partida 
de matrimonio a fojas 12).  
También, debe considerarse que el actor brindó su servicio por casi toda una 
vida, ello teniendo presente que durante 32 años aproximadamente brindó 
servicios a la demandada; sin embargo, a pesar de haber cumplido de manera 
correcta y eficiente con su trabajo, es su empleadora quien no le brindó los 
cuidados necesarios para evitar que adquiera las enfermedades con las que hoy 
en día cuenta; máxime si la propia empresa por los años que lleva en el mercado 
realizando actividades mineras, tiene pleno conocimiento de la gravedad que 
implica no contar con los recursos de prevención y protección hacia sus 
trabajadores. Por todo ello este Colegiado considera modificar el monto de este 
concepto en la suma de S/. 15,000.00 soles.  

b) Respecto al daño al proyecto de vida; éste es entendido como un 
vivenciamiento axiológico del sujeto, en ejercicio de su libertad 
fenomenológica, mediante el que traza anticipadamente su destino, señalando 
o trazando de esta manera cuales van a ser sus realizaciones como persona, 
como profesional; ello así, la demandada en su escrito de apelación señala: 
“(…) siendo que en el caso de autos el demandante aduce haber trabajado 
hasta el 2012 en la demandada, es decir, hasta los 54 años, resultando 
incomprensible aducir cualquier tipo de frustración al proyecto de vida, mas 
aun si el actor tiene la calidad de pensionista, que tuvo la oportunidad de 
trabajar de manera establece y de formar una familia (…)”; por lo que, siendo 
que en el caso de autos el actor tras haber sufrido daño consecuencia de un 
ilícito laboral cometido por el empleador que violó o ignoró las normas de 
seguridad e higiene en el trabajo, etcétera, daño consiste en dos enfermedades 
profesionales (antes analizadas), y dado que, que por su gravedad su vida 
pierde sentido o se ve poco realizada en el futuro al verse limitados los 
objetivos que tiene en la misma, tal y como lo manifiesta el actor;  sin embargo, 
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en el caso de autos después de realizar el análisis en conjunto de los medios 
probatorios y demás actos procesales realizados, además que se precisa que el 
actor al momento del cese contaba con 54 años de edad; es decir, que contando 
con una edad en la que por las máximas de la experiencia no se habla de tener 
las mismas expectativas, objetivos, metas que una persona adolescente o joven; 
máxime si tampoco cuenta con las condiciones físicas necesarias para poder 
alegar un impedimento o frustración al proyecto de vida, como pretende; es 
que este tribunal revisor considera que no existe perjuicio alguno como lo alega 
el actor, más aun si el demandante no ha logrado acreditar que ha existido dicha 
frustración a raíz del sufrimiento de esta enfermedad; por tanto este extremo 
deviene en infundado.  

12. En consecuencia, de la revisión de autos corresponde efectuar una modificación de la 
resolución recurrida en cuanto al quantum indemnizatorio establecido, el mismo que es 
fijado en el monto de S/. 67,996.00 soles; más intereses legales que se liquidarán en 
ejecución de sentencia y que se resume de la siguiente manera: S/. 5,000.00 soles por 
daño emergente, S/. 5,000.00 soles por lucro cesante, S/. 42,996.00 soles por daño 
biológico y S/. 15,000.00 soles por daño moral.   

En cuanto a la responsabilidad de la Aseguradora:  
13. En primer lugar, debe tenerse en cuenta que la responsabilidad de la aseguradora fue 

alegada como fundamento de su contestación de demanda (a fojas 115-146) y también 
precisado en su escrito de apelación, a fojas 196-197; razón por la cual es preciso 
pronunciarnos al respecto. La demandada pretende transferir su responsabilidad al 
Seguro Complementario de Trabajo Riesgo, el cual –según la demandada B- es el que 
debe responder por el daño acreditado en el presente proceso y que solo en caso probado 
de culpa o negligencia de la empleadora, la aseguradora requerirá el reembolso 
respectivo. Sin embargo, este argumento no es correcto porque la norma que resuelve el 
presente caso es la que regula la responsabilidad civil del empleador como 
consecuencia del incumplimiento de sus obligaciones contractuales, tal y como lo 
establece el artículo III del Título Preliminar del Reglamento de Seguridad y Salud en el 
Trabajo Decreto Supremo 009-05-TR; es decir, el cumplimiento o no de la obligación de 
las aseguradoras no forman parte del supuesto de hecho de la norma que resuelve el caso. 
En consecuencia, el hecho que el empleador haya cumplido con su deber de contratar un 
Seguro Complementario de Trabajo Riesgo –en cumplimiento a lo prescrito en el artículo 
4 de la Ley Número 26790 Ley de Modernización de la Seguridad Social en Salud- no 
lo releva de sus obligaciones de prevención y protección de seguridad y salud en el 
trabajo, ya que es absurdo pretender que porque la demandada cumple con la 
contratación del seguro de riesgo está habilitada para irrumpir sus obligaciones 
contractuales; por lo tanto, no resulta atendible esta pretensión impugnatoria.  
  

RESPECTO A LOS HONORARIOS PROFESIONALES  
14. En el caso de auto, considerando que este extremo únicamente se encuentra apelado por 

la parte demandante, debe confirmarse los costos procesales en la suma de S/.  12,199.20 
soles, en monto fijo. Ello porque, dicha suma es razonable si tenemos en cuenta que el 
caso de autos no es un proceso que revista mayor complejidad en tanto versa sobre 
indemnización por daños y perjuicios, mediante el cual se busca obtener un 
resarcimiento adecuado ante el sufrimiento de un daño ocasionado al trabajador dentro 
de su ámbito laboral. El monto antes anotado, retribuye razonablemente la actividad 
desplegada y pendiente de desplegar por el abogado defensor del demandante, y es que, 
el monto fijado por honorarios compromete legal y éticamente la participación de la 



 

70  

defensa letrada para actos posteriores hasta la conclusión total del proceso. Si bien se 
advierte una correcta participación del abogado defensor en los distintos estadios del 
proceso, dicha participación está siendo correctamente retribuida con el monto 
establecido por honorarios profesionales.  Así las cosas, debe confirmarse los honorarios 
profesionales en la suma de S/. 12,199.20 soles, en monto fijo, más el 5% de dicha suma 
a favor del Colegio de Abogados de La Libertad.  
  

POR ESTOS FUNDAMENTOS   
CONFIRMARON la SENTENCIA la sentencia de fojas 173-186, de fecha 02 de agosto 
del año 2016, en la que se declara FUNDADA EN PARTE la demanda interpuesta por A 
sobre indemnización por daños y perjuicios dirigida contra B sobre pago de Indemnización 
de daños y perjuicios por enfermedad ocupacional de neumoconiosis e Hipoacusia. 
MODIFICARON el monto de abono y ORDENARON que la demandada pague al actor 
la suma de S/. 67,996.00 (SESENTA Y SIETE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y SEIS 
Y 00/100 SOLES), por concepto de daño emergente (S/. 5,000.00), lucro cesante (S/. 
5,000.00), daño biológico (S/. 42,996.00) y daño moral (S/. 15,000.00), más los intereses 
legales que se liquidarán en ejecución de sentencia. REVOCARON la pretensión de 
indemnización por daño al proyecto de vida y reformándola declararon infundada dicha 
pretensión. CONFIRMARON los honorarios profesionales en el monto fijo de S/. 
12,199.20 soles. LA CONFIRMARON en lo demás que contiene; y los devolvieron al 
Tercer Juzgado Especializado de Trabajo de Trujillo.- PONENTE:O.-  
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Anexo 3: Definición y Operacionalización de la variable e indicadores – Primera Instancia  

Aplica sentencia de primera instancia  

  

VARIABLE EN 
ESTUDIO  

DIMENSIONES  SUBDIMENSIONES  INDICADORES  

   

  

SENTENCIA DE 1RA. 
INSTANCIA   

  

  

La sentencia es una 
resolución judicial en el 
cual se materializa la 
función jurisdiccional y 
la decisión que el Estado 
adopta respecto de un 
conflicto sometido por las 
partes a la competencia 
de los jueces de primera 
instancia.  

    

    

 EXPOSITIVA  

     

      

    

   

Introducción  

1. El encabezamiento evidencia: la individualización de la 
sentencia, indica el número de expediente, el número de resolución que le 
corresponde a la sentencia, lugar, fecha de expedición, menciona al juez, 
jueces, etc. Si cumple  

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? 
¿Cuál es el problema sobre lo que se decidirá? Si cumple  

3. Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al 
demandante, al demandado, y al del tercero legitimado; éste último en los 
casos que hubiera en el proceso). Si cumple  

4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita que se 
tiene a la vista un proceso regular, sin vicios procesales, sin nulidades, 
que se ha agotado los plazos, las etapas, advierte constatación, 
aseguramiento de las formalidades del proceso, que ha llegado el 
momento de sentenciar. Si cumple  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa 
del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 
argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su 
objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si 
cumple  

  

  

1. Explicita y evidencia congruencia con la pretensión del 
demandante. Si cumple  

2. Explicita y evidencia congruencia con la pretensión del 
demandado Si  
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Postura de las partes  

cumple  

3. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos facticos 
expuestos por las partes. Si cumple  

4. Explicita los puntos controvertidos o aspectos específicos 
respecto de los cuales se va resolver. Si cumple  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa 
del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 
argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su 
objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si 
cumple  

    

    

  

CONSIDERATIVA  

    

  

Motivación de los 
hechos  

1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados o 
improbadas. (Elemento imprescindible, expuestos en forma coherente, sin 
contradicciones, congruentes y concordantes  con los alegados por las 
partes, en función de los hechos relevantes que sustentan la 
pretensión(es). Si cumple  

2. Las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas. (Se realizó 
el análisis individual de la fiabilidad y validez de los medios probatorios 
si la prueba practicada se puede considerar fuente de conocimiento de los 
hechos; se verificó los requisitos requeridos para su validez). Si cumple  

3. Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El 
contenido evidencia completitud en la valoración, y no valoración 
unilateral de las pruebas, el órgano jurisdiccional examinó todos los 
posibles resultados probatorios, interpretó la prueba, para saber su 
significado). Si cumple  

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica 
y las máximas de la experiencia. (Con lo cual el juez forma convicción 
respecto del valor del medio probatorio para dar a conocer de un hecho 
concreto). 5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni 
abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos  
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   tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista 
que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). 
Si cumple  

   

   

  

Motivación del derecho  

1. Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s) aplicada 
ha sido seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones. (El contenido 
señala la(s) norma(s) indica que es válida, refiriéndose a su  vigencia, y 
su legitimidad) (Vigencia en cuanta validez formal y legitimidad, en 
cuanto no contraviene a ninguna otra norma del sistema, más al contrario 
que es coherente). Si cumple  

2. Las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas. (El 
contenido se orienta a explicar el procedimiento utilizado por el juez para 
dar significado a la norma, es decir cómo debe entenderse la norma, según 
el juez) Si cumple  

3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales.  
(La motivación evidencia que su razón de ser es la aplicación de una(s) 
norma(s) razonada, evidencia aplicación de la legalidad). Si cumple  

4. Las razones se orientan a establecer conexión entre los hechos y 
las normas que justifican la decisión. (El contenido  evidencia que hay 
nexos, puntos de unión que sirven de base para la decisión y las normas 
que le dan el correspondiente respaldo normativo). Si cumple  

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa 
del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 
argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su 
objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si 
cumple  
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1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones 
oportunamente ejercitadas. (Es completa) Si cumple  

 

     

  

RESOLUTIVA  

  

  

Aplicación del  
Principio de  
Congruencia  

2. El contenido evidencia resolución nada más, que de las 
pretensiones ejercitadas (No se extralimita/Salvo que la ley autorice 
pronunciarse más allá de lo solicitado)  Si cumple  

3. El contenido evidencia aplicación de las dos reglas precedentes 
a las cuestiones introducidas y sometidas al debate, en primera instancia. 
4. El contenido del pronunciamiento evidencia correspondencia (relación 
recíproca) con la parte expositiva y considerativa respectivamente. Si 
cumple  

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del 
uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 
argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su 
objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas).  Si 
cumple  
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Descripción de la 
decisión  

1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se 
decide u ordena. Si cumple  

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide 
u ordena.  Si cumple  

3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con 
la pretensión planteada/ el derecho reclamado, o la exoneración de una 
obligación.  4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a 
quién le corresponde el pago de los costos y costas del proceso, o la 
exoneración si fuera el caso. 5. Evidencia claridad: El contenido del 
lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 
extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no 
anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las 
expresiones ofrecidas.  Si cumple  

  
  
  
La sentencia es una resolución 
judicial en el cual se 
materializa la función 
jurisdiccional y la decisión que 
el Estado adopta respecto de un 
conflicto sometido por las 
partes a la competencia de los 
jueces de primera instancia, en 
materia penal.  

    3. Evidencia la formulación de las, pretensiones penales y civiles del fiscal /y de la 
parte civil. Este último, en los casos que se hubieran constituido en parte civil. Si cumple  
4. Evidencia la pretensión de la defensa del acusado. Si cumple  

  
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 
tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se 
asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique 
las expresiones ofrecidas. Si cumple  
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Aplica sentencia de segunda instancia  
  

VARIABLE EN 
ESTUDIO  

DIMENSIONES  SUBDIMENSIONES  INDICADORES  

  

  

SENTENCIA DE 2da. 
INSTANCIA  

  

La sentencia es una 
resolución judicial en el 
cual se materializa la 
función jurisdiccional y 
la decisión que el Estado 
adopta respecto de un 
conflicto sometido por 
las partes a la 
competencia de los 
jueces de segunda 
instancia.  

   

  

EXPOSITIVA  

     

   

Introducción  1. El encabezamiento evidencia: la individualización de la 
sentencia, indica el número de expediente, el número de resolución que le 
corresponde a la sentencia, lugar, fecha de expedición, menciona al juez, 
jueces, etc. Si cumple  

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? 
¿Cuál es el problema sobre lo que se decidirá?, el objeto de la 
impugnación, o la consulta; los extremos a resolver. Si cumple  

3. Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al 
demandante, al demandado, y al del tercero legitimado; éste último en los 
casos que hubiera en el proceso). Si cumple  

4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita que se 
tiene a la vista un proceso regular, sin vicios procesales, sin nulidades, que 
se ha agotado los plazos, las etapas, advierte constatación, aseguramiento 
de las formalidades del proceso, que ha llegado el momento de sentenciar. 
Si cumple  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa 
del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 
argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su 
objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si 
cumple  
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1. Evidencia el objeto de la impugnación/o la consulta (El contenido 
explicita los extremos impugnados en el caso que corresponda). Si cumple 

2. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos. Si 
cumple  

 

  Postura de las partes  fácticos/jurídicos que sustentan la impugnación/o la consulta. 3. 
Evidencia la pretensión(es) de quién formula la impugnación/o de quién 
ejecuta la consulta. Si cumple  

4. Evidencia la(s) pretensión(es) de la parte contraria al 
impugnante/de las partes si los autos se hubieran elevado en consulta/o 
explicita el silencio o inactividad procesal. Si cumple  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa 
del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 
argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su 
objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si 
cumple  
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CONSIDERATIVA  Motivación de los 
hechos  

1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados o 
improbadas. (Elemento imprescindible, expuestos en forma coherente, sin 
contradicciones, congruentes y concordantes con los alegados por las 
partes, en función de los hechos relevantes que sustentan la 
pretensión(es). Si cumple  

2. Las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas. (Se realizó 
el análisis individual de la fiabilidad y validez de los medios probatorios 
si la prueba  practicada se puede considerar fuente de conocimiento de los 
hechos, se verificó los requisitos  requeridos para su validez). Si cumple  

3. Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El 
contenido evidencia completitud en la valoración, y no valoración 
unilateral de las pruebas, el órgano jurisdiccional examinó todos los 
posibles resultados probatorios, interpretó la prueba, para saber su 
significado). Si cumple  

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica 
y las máximas de la experiencia. (Con lo cual el juez forma convicción 
respecto del valor del medio probatorio para dar a conocer de un hecho 
concreto). Si cumple  

 

   5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del 
uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 
argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su 
objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si 
cumple  
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Motivación del derecho  1. Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s) aplicada 
ha sido seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones. (El contenido 
señala la(s) norma(s) indica que es válida, refiriéndose a su  vigencia, y 
su legitimidad) (Vigencia en cuanta validez formal y legitimidad, en 
cuanto no contraviene a ninguna otra norma del sistema, más al contrario 
que es coherente). Si cumple  

2. Las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas. (El 
contenido se orienta a explicar el procedimiento utilizado por el juez para 
dar significado a la norma, es decir cómo debe entenderse la norma, según 
el juez) Si cumple  

3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales.  
(La motivación evidencia que su razón de ser es la aplicación de una(s) 
norma(s) razonada, evidencia aplicación de la legalidad). Si cumple  

4. Las razones se orientan a establecer conexión entre los hechos y 
las normas que justifican la decisión. (El contenido evidencia que hay 
nexos, puntos de unión que sirven de base para la decisión y las normas 
que le dan el correspondiente respaldo normativo). Si cumple  

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa 
del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 
argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su 
objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si 
cumple  
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 RESOLUTIVA    

Aplicación del  
Principio de  
Congruencia  

1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las 
pretensiones formuladas en el recurso impugnatorio/en la adhesión/ o los 
fines de la consulta. (según corresponda) (Es completa) Si cumple  

2. El pronunciamiento evidencia resolución nada más, que de las 
pretensiones formuladas en el recurso impugnatorio/la adhesión o la 
consulta (según corresponda)  (No se extralimita)/Salvo que la ley 
autorice pronunciarse más allá de lo solicitado).  Si cumple  

3. El pronunciamiento evidencia aplicación de las dos reglas 
precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas al debate, en 
segunda instancia. Si cumple  

4. El pronunciamiento evidencia correspondencia (relación 
recíproca) con la parte expositiva y considerativa respectivamente. Si 
cumple  

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa 
del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 
argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su 
objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas).  Si 
cumple  

  

  

Descripción de la 
decisión  

1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se 
decide u ordena. Si cumple  

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide 
u ordena.  Si cumple  

3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con 
la pretensión planteada/ el derecho reclamado/ o la exoneración de una 
obligación/ la aprobación o desaprobación de la consulta4. El 
pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le 
corresponde el pago de los costos y costas del proceso/ o la exoneración si 
fuera el caso. Si cumple  

5. Evidencia claridad: El contenido del lenguaje no excede ni abusa del 
uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos,  
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   argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su 
objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si 
cumple  
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Anexo 4: Instrumento de recolección de datos  

(Lista de cotejo)  

  
APLICA A LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA I. DIMENSIÓN: 
EXPOSITIVA  

  
1.1.    Introducción  
1. El encabezamiento evidencia: la   individualización de  la  sentencia, el  

número del expediente, el número de resolución que le corresponde a la sentencia, 

lugar, fecha de expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si cumple  

  

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? ¿Cuál  es el 

problema sobre, lo que se decidirá? No cumple  

  

3. Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al demandante, 

al demandado, y al tercero legitimado; éste último en los casos que hubiera en el 

proceso). Si cumple  

  

4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita que se tiene a la 

vista un proceso regular, sin vicios procesales, sin nulidades, que se ha agotado  los  

plazos,  las etapas,  advierte constatación,  aseguramiento  de las formalidades del 

proceso, que ha llegado el momento de sentenciar. Si cumple  

  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple  

  

1.2.    Postura de las partes  
  

1. Explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandante. Si cumple  

  

2. Explicita y evidencia congruencia con    la pretensión del demandado. Si cumple  
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3. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos expuestos por las partes. 

Si cumple  

  

4. Explicita los puntos controvertidos o aspectos específicos respecto al(os) cuales se 

resolverá. Si cumple  

  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no 

anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas. Si cumple  

  

II. DIMENSIÓN CONSIDERATIVA  
2.1.    Motivación de los Hechos  

1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas. 

(Elemento imprescindible, expuestos en forma coherente, sin contradicciones, 

congruentes y concordantes  con los alegados por las partes, en función de los 

hechos relevantes que sustentan la pretensión(es).Si cumple  

  

2. Las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas. (Se realizó el análisis 

individual de la fiabilidad y validez de los medios probatorios si la prueba 

practicada se puede considerar fuente de conocimiento de los hechos; se verificó 

los requisitos requeridos para su validez).Si cumple  

  

3. Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El contenido 

evidencia completitud en la valoración, y no valoración unilateral de las pruebas, 

el órgano jurisdiccional examinó todos los posibles resultados probatorios, 

interpretó la prueba, para saber su significado). Si cumple  

  

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y las 

máximas de la experiencia. (Con lo cual el juez forma convicción respecto del valor 

del medio probatorio para dar a conocer de un hecho concreto). Si cumple  
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5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas).  Si cumple  

  

2.2.    Motivación del derecho  

  

1. Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s) aplicada fue 

seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones. (El contenido señala la(s) 

norma(s) indica que es válida, refiriéndose a su vigencia, y su legitimidad) 

(Vigencia en cuanto a validez formal y legitimidad, en cuanto no contraviene a 

ninguna otra norma del sistema, más al contrario que es coherente). Si cumple  

  

2. Las razones se orientan a interpretar   las normas aplicadas. (El contenido 

se orienta a explicar el procedimiento utilizado por el juez para dar significado a la 

norma, es decir cómo debe entenderse la norma, según el juez) Si cumple  

  

3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales. (La 

motivación evidencia que su razón de ser es la  aplicación  de  una(s) norma(s) 

razonada, evidencia aplicación de la legalidad).Si cumple  

  

4. Las razones se orientan, a establecer conexión entre los hechos y las normas 

que justifican la decisión. (El contenido evidencia que hay nexos, puntos de unión 

que sirven de base para la decisión y las normas que le dan el correspondiente 

respaldo normativo). Si cumple  

  

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple  

  

III. DIMENSIÓNN RESOLUTIVA  
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3.1. Aplicación del principio de congruencia  

  

1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones oportunamente 

ejercitadas. (Es completa) Si cumple  

  

2. El contenido evidencia resolución nada más, que de las pretensiones ejercitadas (No 

se extralimita/Salvo que la ley autorice pronunciarse más allá de lo solicitado). Si cumple  

  

3. El contenido evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones 

introducidas y sometidas al debate, en primera instancia. Si cumple  

  

4. El pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la parte 

expositiva y considerativa respectivamente. Si cumple   

  

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas).  Si cumple  

3.2.    Descripción de la decisión  
1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena. Si 

cumple  

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena. Si cumple 3. 

El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con   la   pretensión   

planteada/   el   derecho   reclamado o   la exoneración de una obligación.  Si cumple  

4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le corresponde el pago 

de los costos y costas del proceso, o la exoneración si fuera el caso. Si cumple  

5. Evidencia claridad: El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas.  Si cumple  

  

APLICA A LA SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA I. DIMENSIÓN: 
EXPOSITIVA  
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1.1.   Introducción  

1. El encabezamiento evidencia: la   individualización de la  sentencia, indica el  número 

del expediente, el número de resolución que le corresponde a la sentencia, lugar, fecha de 

expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si cumple  

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? ¿Cuál es el problema 

sobre lo que se decidirá?, el objeto de la impugnación, o la consulta; los extremos a resolver. 

Si cumple  

3. Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al demandante, al 

demandado, y al del tercero legitimado; éste último en los casos que hubiera en el proceso).  

Si cumple  

4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita que se tiene a la vista un 

proceso regular, sin vicios procesales, sin nulidades, que se ha agotado los plazos, las etapas, 

advierte constatación, aseguramiento de las formalidades del proceso, que ha llegado el 

momento de sentenciar. Si cumple  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas.  Si cumple 1.2.   Postura de las partes  

1. Evidencia el objeto de la impugnación/o la consulta (El contenido explicita los 

extremos impugnados en el caso que corresponda). Si cumple  

2. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos/jurídicos que 

sustentan la impugnación/o la consulta.  Si cumple  

3. Evidencia la pretensión(es) de quien formula la impugnación/o de quién ejecuta la 

consulta. Si cumple  

4. Evidencia la(s) pretensión(es) de la parte contraria al impugnante/de las partes si los 

autos se hubieran elevado en consulta/o explicita el silencio o inactividad procesal. Si 

cumple  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas.  Si cumple  
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II. DIMENSIÓN: CONSIDERATIVA  

2.1.   Motivación de los hechos  
1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas. (Elemento 

imprescindible, expuestos en forma coherente, sin contradicciones, congruentes y 

concordantes con los alegados por las partes, en función de los hechos relevantes que 

sustentan la pretensión(es).Si cumple  

2. Las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas. (Se realizó el análisis individual 

de la fiabilidad y validez de los medios probatorios si la prueba practicada se puede 

considerar fuente de conocimiento de los hechos, se verificó los requisitos requeridos para 

su validez).Si cumple  

3. Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El contenido evidencia 

completitud en la valoración, y no valoración unilateral de las pruebas, el órgano 

jurisdiccional examinó todos los posibles resultados probatorios, interpretó la prueba, para 

saber su significado). Si cumple  

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas de la 

experiencia. (Con lo cual el juez forma convicción respecto del valor del medio probatorio 

para dar a conocer de un hecho concreto).Si cumple  

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas.  Si cumple 2.2.   Motivación del derecho  

1. Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s) aplicada ha sido seleccionada 

de acuerdo a los hechos y pretensiones. (El contenido señala la(s) norma(s) indica que es 

válida, refiriéndose a su vigencia, y su legitimidad) (Vigencia en cuanto a validez formal y 

legitimidad, en cuanto no contraviene a ninguna otra norma del sistema, más al contrario 

que es coherente). Si cumple  

2. Las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas. (El contenido se orienta a 

explicar el procedimiento utilizado por el juez para dar significado a la norma, es decir cómo 

debe entenderse la norma, según el juez) Si cumple  

3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales. (La motivación 

evidencia que  su  razón  de  ser  es  la  aplicación  de  una(s) norma(s) razonada, evidencia 

aplicación de la legalidad).Si cumple  
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4. Las razones se orientan a establecer conexión entre los hechos y las normas que 

justifican la decisión. (El contenido evidencia que hay nexos, puntos de unión que sirven 

de base para la decisión y las normas que le dan el correspondiente respaldo normativo).Si 

cumple  

  

5. Evidencian claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas). Si cumple  

  

III. DIMENSIÓN: RESOLUTIVA  
3.1.   Aplicación del principio de congruencia  

1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones formuladas en 

el recurso impugnatorio/ en la adhesión / o los fines de la consulta (según corresponda). 

(Es completa) Si cumple  

2. El pronunciamiento evidencia resolución nada más, que de las pretensiones 

formuladas en el recurso impugnatorio/la adhesión o la consulta (según corresponda) (No 

se extralimita) /Salvo que la ley autorice pronunciarse más allá de lo solicitado).  Si cumple 

3. El pronunciamiento evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones 

introducidas y sometidas al debate, en segunda instancia. Si cumple   

4. El pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la parte 

expositiva y considerativa respectivamente. Si cumple  

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. 

Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique 

las expresiones ofrecidas).  Si cumple  

3.2.     Descripción de la decisión  
1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena. Si 

cumple  

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena. Si cumple 

3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con la pretensión 

planteada / el derecho reclamado/ o la exoneración de una obligación/ la aprobación 

o desaprobación de la consulta.  Si cumple  
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4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le corresponde 

el pago de los costos y costas del proceso/ o la exoneración si fuera el caso. Si cumple  

5. Evidencian claridad: El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. 

Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor 

decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple  

  
  
  
  
  
  

Anexo 5. Organización, calificación de datos y determinación de la 
variable  

PROCEDIMIENTO DE RECOLECCIÓN, ORGANIZACIÓN,  
CALIFICACIÓN DEDATOS Y DETERMINACIÓN DE LA VARIABLE  

  
 I.  CUESTIONES PREVIAS  

1. De acuerdo al Cuadro de Operacionalización de la Variable (Anexo 1), se denomina 

objeto de estudio a las sentencias de primera y segunda instancia.  

2. La variable de estudio viene a ser la calidad de las sentencias de primera y segunda 

instancia según los parámetros doctrinarios, normativos y jurisprudenciales 

pertinentes.  

3. La variable tiene dimensiones, los cuales son tres por cada sentencia, estos son: la 

parte expositiva, considerativa y resolutiva, respectivamente.  

4. Cada dimensión de la variable tiene sus respectivas sub dimensiones.  

4.1 Las sub dimensiones de la dimensión parte expositiva son 2: introducción y la postura 

de las partes.  

4.2 Las sub dimensiones de la dimensión parte considerativa son 2: motivación de los 

hechos y motivación del derecho.  

4.3 Las sub dimensiones de la dimensión parte resolutiva son 2: aplicación del principio 

de congruencia y descripción de la decisión.  
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5. Cada sub dimensión presenta 5 parámetros, se presenta en el instrumento para 

recoger los datos que se llama lista de cotejo.  

6. Para asegurar la objetividad de la medición, en cada sub dimensión se ha previsto 

5 parámetros, que son criterios o indicadores de calidad, extraídos indistintamente 

de la normatividad, la doctrina y la jurisprudencia los cuales se registran en la lista 

de cotejo.  

7. De los niveles de calificación: la calidad de las sub dimensiones, las dimensiones 

y la variable en estudio se califica en 5 niveles que son: muy baja, baja, mediana, 

alta y muy alta, respectivamente.  

8. Calificación:  

8.1 De los parámetros: el hallazgo o inexistencia de un parámetro, en el texto de la 
sentencia en estudio, se califica con las expresiones: si cumple y no cumple  

8.2 De las sub dimensiones: se determina en función al número de parámetros cumplidos.  

8.3 De las dimensiones: se determina en función a la calidad de las sub dimensiones, que 

presenta.  

8.4 De la variable: se determina en función a la calidad de las dimensiones  
  
9. Recomendaciones:  

  
9.1 Examinar con exhaustividad: el Cuadro de Operacionalización de la Variable que se 

identifica como Anexo 1.  

9.2 Examinar con exhaustividad: el proceso judicial existente en el expediente.  
  

9.3 Identificar las instituciones procesales y sustantivas existentes en el proceso judicial 

existente en el expediente, incorporarlos en el desarrollo de las bases teóricas del 

trabajo de investigación, utilizando fuentes doctrinarias, normativas y 

jurisprudenciales.  

9.4 Empoderarse, sistemáticamente, de los conocimientos y las estrategiasprevistas 

facilitará el análisis de la sentencia, desde el recojo de los datos, hasta la defensa de la 

tesis.  
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10. El presente anexo solo describe el procedimiento de recojo y organización de los 
datos.  

  
11. Los cuadros de presentación de los resultados evidencian su aplicación.  

  

II. PROCEDIMIENTOS PARA RECOGER LOS DATOS 
DE LOS PARÁMETROS DOCTRINARIO, 
NORMATIVOS Y JURISPRUDENCIALESPREVISTOS 
EN EL PRESENTE ESTUDIO.  

Para recoger los datos se contrasta la lista de cotejo con el texto 

de la sentencia; el propósito es identificar cada parámetro en el 

texto respectivo de la sentencia.  

La calificación se realiza conforme al cuadro siguiente:  
  
Cuadro 1 Calificación aplicable a los parámetros  
  

Texto respectivo de la 
sentencia  

 Lista  de 
parámetros  

Calificación  

    Si cumple (cuando en el texto se 
cumple)  
No cumple (cuando en el texto no se 
cumple)  

Fundamentos:  

  
 El hallazgo de un parámetro se califica con la expresión : Si cumple  

 La ausencia de un parámetro se califica con la expresión : No cumple  
  
III.  PROCEDIMIENTO BÁSICO PARA DETERMINAR LA CALIDAD DE 
UNA SUB DIMENSIÓN  

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia)  
  
Cuadro 2 Calificación aplicable a cada sub dimensión  
  

miento de los parámetros en una sub dimensión  Valor  
(referencial 
)  

Calificación 
calidad  

de 

Si se cumple 5 de  
previstos  

los 5parámetros   5  Muy alta   
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Si se cumple 4 de  
previstos  

los 5parámetros   4  Alta   

Si se cumple 3 de  
previstos  

los 5parámetros   3  Mediana   

Si se cumple 2 de  
previstos  

los 5parámetros   2  Baja   

Si sólo se cumple 1 parámetro previsto o 
ninguno  

  1  Muy baja   

Fundamentos:  

  
  Se  procede  luego  de  haber  aplicado  las  pautas 

establecidas en el Cuadro 1, del presente documento.  

   Consiste en agrupar los parámetros cumplidos.  

  La calidad de la sub dimensión se determina en función al número de 

parámetros cumplidos.  

 Para todos los casos el hallazgo de uno, o ninguno de los 5 parámetros 

previstos, se califica con el nivel de: muy baja.  

IV.  PROCEDIMIENTO  PARA  DETERMINAR  LA  
 CALIDAD  DE  LAS  DIMENSIONES PARTE EXPOSITIVA Y 
RESOLUTIVA  

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia)  
  
Cuadro 3 Calificación aplicable a las dimensiones: parte expositiva y parte 
resolutiva  
  

  
  
  
  
  
Dim 
ensi 
ón  

  
  
  
  
  
Sub 
dimensiones  

 Calificación     
  
  
  
Rango 
s 
 d
e  

  califica 
ción de 
ladime 
nsión  

  
  
  
  
Calificac 

 ión  de 
lacalida 
d de la 
dimensió 
n  

 De las sub 
dimensi 
ones  

 

  
  
  
  

D 
e la 
dim 
ensi 
ón  

  
 

  

     

Nombre de la 
sub dimensión 

        [ 9 - 10 
]  

  Muy Alta  
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No 
mb 
re 
de  
la  
dim 
ensi 
ón:  
…  

  
8  

[ 7 - 8 ]  Alta  

Nombre de la 
sub dimensión 

     [ 5 - 6 ]  Mediana  

[ 3 - 4 ]  Baja  

[ 1 - 2 ]  Muy baja  

Ejemplo: 7, está indicando que la calidad de la dimensión, … es 

alta, se deriva de la calidad de las dos sub dimensiones, …. y 

……, que son alta y alta, respectivamente.  

Fundamentos:  
  

 De acuerdo al Cuadro de Operacionalización de la Variable (Anexo 1), las 

dimensiones identificadas como: parte expositiva y parte resolutiva, cada 

una, presenta dos sub dimensiones.  

 Asimismo, el valor máximo que le corresponde a una sub dimensión es 5 

(Cuadro 2). Por esta razón, el valor máximo que le corresponde a una 

dimensión que tiene 2 sub dimensiones es 10.  

 Por esta razón el valor máximo que le corresponde a la parte expositiva y parte 

resolutiva, es 10.  

 Asimismo, para los efectos de establecer los 5 niveles de calidad, se divide 10 

(valor máximo) entre 5 (número de niveles), y el resultado es 2.  El número 2, 

indica que cada nivel habrá 2 valores  

 Asimismo, para comprender todos los valores probables que surjan al 

organizar los datos, se establece rangos; éstos a su vez orientan la 

determinación de la calidad. Ejemplo: observar el contenido y la lectura 

ubicada en la parte inferior del Cuadro 3.  

 La determinación de los valores y niveles de calidad, se evidencian en el siguiente 

texto:  

Valores y nivel de calidad:  
  

Los valores pueden ser  9 o 10  =  Muy alta  
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Los valores pueden ser  7 u 8  =  Alta  

Los valores pueden ser  5 o 6  =  Mediana  

Los valores pueden ser  3 o 4  =  Baja  

Los valores pueden ser  1 o 2  =  Muy baja 
  
Nota: Esta información se evidencia en las dos últimas columnas del Cuadro 3.  
  
V.  PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR LA CALIDAD DE LA 
DIMENSIÓN PARTE CONSIDERATIVA  

Se realiza por etapas.  
  
1.1 Primera etapa: determinación de la calidad de las sub dimensiones de 

la parte considerativa.  

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia). 
Cuadro 4  

Calificación aplicable a las sub dimensiones de la parte considerativa  
  

Cu mplimiento de crit 
evaluación  

erios de  Ponderación  Valor 
numérico 
(referencia 
l)  

Calificació 
 n  de 

calidad  

se  cumple 5 de los  
previstos  

5 parámetros   2x 5  10  Muy  
alta  

se  cumple 4 de los  
previstos  

5 parámetros   2x 4  8  Alta  

se  cumple 3 de los  
previstos  

5 parámetros   2x 3  6  Median 
a  

se  cumple 2 de los  
previstos  

5 parámetros   2x2  4  Baja  

ólo se cumple 1 parámetro previsto o 
ninguno  

  2x 1  2  Muy  
baja  

Nota: el número 2, está indicando que la ponderación o peso 

asignado para los parámetros está duplicado; porque 

pertenecen a la parte considerativa, lo cual permite hallar los 

valores que orientan el nivel de calidad.  
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Fundamentos:  

  
 Aplicar el procedimiento previsto en el Cuadro 1. Es decir; luego de haber 

identificado uno por uno, si los parámetros se cumplen o no.  

  El procedimiento para determinar la calidad de las dimensiones 

identificadas como parte EXPOSITIVA Y RESOLUTIVA, difiere del 

procedimiento empleado para determinar la calidad la dimensión 

identificada como parte CONSIDERATIVA. En este último la ponderación 

del cumplimiento de los parámetros se duplican.  

 La calidad de la parte expositiva y resolutiva emerge de la calidad de sus 

respectivas sub dimensiones, los cuales a su vez se determinan agrupando 

los parámetros cumplidos conforme al Cuadro 2.  

 La calidad de la parte considerativa; también, emerge de la calidad de sus 

respectivas sub dimensiones; cuya calidad, a diferencia de las anteriores, 

se determina luego de multiplicar por 2, el número de parámetros 

cumplidos conforme al Cuadro 4. Porque la ponderación no es simple; sino 

doble.  

 Por esta razón los valores que orientan la determinación de los cinco niveles 

de calidad que son: muy baja, baja, mediana, alta y muy alta; no son, 1, 2, 

3, 4 y 5; sino: 2, 4, 6, 8 y 10; respectivamente; cuando se trata de la parte 

considerativa.  

   Fundamentos que sustentan la doble ponderación:  
1.2 Segunda etapa: determinación de la calidad de la de 

dimensión: parte considerativa (Aplicable para la sentencia de 

primera instancia  - tiene 2 sub dimensiones – ver Anexo 1)  

Cuadro 5 Calificación aplicable a la dimensión: parte considerativa (primera 
instancia)  
  

  
  
  

  
  
  

Calificación     
  
  

  
  

 De  las  
dimensiones  

sub   
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Dimensión  

  
  

Sub dimensiones  

     
  

  
 De  la  

Dimensi 
ón  

Rangos de 
calificació 

n  de  la 
dimensión  

  
Calific 
ación 
de  la 
calida 
d de la  
dimen 
sión  

     

  
  

  
Pa 

rte 
conside 
rativa  

Nombre de la sub 
dimensión  

       
  

  
13  

  
[17 - 20]  

  
Muy alta  

  
Nombre de la sub 
dimensión  

     [13 - 16]  Alta  

[9 - 12]  Mediana  

[5 - 8]  Baja  

[1 - 4]  Muy baja 

Ejemplo: 14, está indicando que la calidad de la dimensión 

parte considerativa es de calidad alta, se deriva de los 

resultados de la calidad de las dos sub dimensiones que son de 

calidad mediana y alta, respectivamente.  

Fundamentos:  

 De acuerdo al Cuadro de Operacionalización de la Variable (Anexo 1), la parte 

considerativa presenta 2 sub dimensiones que son motivación de los hechos y 

motivación del derecho.  

 De acuerdo al Cuadro 4, el valor máximo que le corresponde a cada sub 

dimensión es 10; asimismo, de acuerdo a la lista de especificaciones (punto 

8.3), la calidad de una dimensión se determina en función a la calidad de las 

sub dimensiones que lo componen.  

 Por esta razón si una dimensión tiene 2 sub dimensiones, cuyo valor máximo de cada 

uno, es 10; el valor máximo que le corresponde a la dimensión es 20.  

 El número 20, es referente para determinar los niveles de calidad. Consiste en dividir 

20 (valor máximo) entre 5 (número de niveles), y el resultado es 4.  

 El número 4 indica, que en cada nivel habrá 4 valores.  

 Asimismo, para comprender todos los valores probables que surjan al organizar 

los datos, se establece rangos; para orientar la determinación de los 5 niveles 
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de calidad. Ejemplo: observar el contenido y la lectura ubicada en la parte 

inferior del Cuadro 5.  

 La determinación de los valores y niveles de calidad, se evidencian en el siguiente 

texto:  

Valores y nivel de calidad:  

  
Los valores pueden ser 17, 18, 19 o 20  =  Muy alta  
Los valores pueden ser 13, 14, 15 o 16  =  Alta  

Los valores pueden ser 9, 10, 11 o 12  =  Mediana  

Los valores pueden ser 5, 6, 7 u 8  =  Baja  

Los valores pueden ser 1, 2, 3 o 4  =  Muy baja 
  
1.3 Tercera etapa: determinación de la calidad de la dimensión: 

parte considerativa – Sentencia de segunda instancia  

Se aplica el mismo procedimiento previsto para determinar la calidad de 

la parte considerativa de la sentencia de primera instancia, conforme se 

observa en el Cuadro  

Fundamento:  

• La parte considerativa de la sentencia de segunda instancia, presenta el 

mismo número de sub dimensiones que la parte considerativa de la 

sentencia de primera instancia, entonces el procedimiento a seguir es el 

mismo.  

La exposición anterior se verifica en el Cuadro de Operacionalización – Anexo 1.  
  
  
VI.  PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR LA CALIDAD DE LA 
VARIABLE: CALIDAD DE LA SENTENCIAS  
Se realiza por etapas  
  
6.1 Primera etapa: con respecto a la sentencia de primera instancia 

Examinar el cuadro siguiente: Cuadro 6  
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Calificación aplicable a la sentencia de primera y segunda instancia  

  
Ejemplo: 30, está indicando que la calidad de la sentencia en estudio es 

de rango alta, se deriva de los resultados de la calidad de su parte 

expositiva, considerativa y resolutiva que fueron de rango: alta, alta y muy 

alta, respectivamente.  

Fundamentos  

  De acuerdo a las Lista de Especificaciones la calidad de cada sentencia 

se determina en función a la calidad de sus partes  

 Para determinar la calidad de la sentencia de primera instancia, se aplica 
todos los procedimientos especificados, de la forma siguiente:  

1)  Recoger los datos de los parámetros. 2) 

 Determinar la calidad de las sub dimensiones; y 3) 

 Determinar la calidad de las dimensiones.  

 4)  Ingresar la información a cuadro similar al que se presenta en el  

Cuadro Se realiza al concluir el trabajo de investigación.  

Determinación de los niveles de calidad.  

1) Se determina el valor máximo, en función al valor máximo de la parte 
expositiva, considerativa y resolutiva, que son 10, 20 y 10, respectivamente,  

(Cuadro 3 y 5), el 

resultado es: 40.  

  
2) Para determinar los niveles de calidad se divide 40 (valor máximo) entre 5 

(número de niveles) el resultado es: 8.  

3) El número 8, indica que en cada nivel habrá 8 valores.  
  

4) Para asegurar que todos los valores que surjan al organizar los datos, se 

establece rangos, para orientar los 5 niveles de calidad. Ejemplo: observar el 

contenido y la lectura ubicada en la parte inferior del Cuadro 6.  

5) Observar los niveles y valores de cada nivel en el siguiente texto:  
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Valores y niveles de calidad  

  
[33 - 40] = Los valores pueden ser 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39 o 40 = Muy alta  
  
[25 - 32] = Los valores pueden ser 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31 o 32 = Alta  
  
[17 - 24] = Los valores pueden ser 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, o 24 = Mediana  
  
[9  - 16] = Los valores pueden ser 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15 o 16  = Baja  
  

 [1  - 8] = Los valores pueden ser 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7 u 8  = Muy baja  
  

 6.2  Segunda etapa: con respecto a la sentencia de segunda instancia  
  
Se aplica el mismo procedimiento previsto para determinar la 

calidad de la sentencia de primera instancia, conforme se observa 

en el Cuadro 6.  

Fundamento:  

 La sentencia de primera instancia, presenta el mismo número de sub dimensiones 

que la sentencia de segunda instancia  

 La exposición anterior se verifica en el Cuadro de Operacionalización – 
Anexo 1  
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Anexo 6 Representación del método de recojo, sistematización de datos para obtener los resultados  
Anexo 6.1: Parte expositiva – sentencia de primera instancia – Indemnización por daños y perjuicios  
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“Tercer Juzgado  Especializado de Trabajo de 
Trujillo”  

EXPEDIENTE Nº  :    04670-2015-
0-1601-JR-LA-03  

DEMANDANTE    :   A  

DEMANDADA   :   B  

MATERIA             :    
INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y 
PERJUICIOS  

JUEZ                    :    C  

1. El encabezamiento evidencia: la  
individualización de la sentencia,  
indica el  N° de expediente, el 
número de resolución que le 
corresponde a la sentencia, lugar, 
fecha de expedición, menciona al 
juez, jueces, etc. Si cumple 

2. Evidencia el asunto: ¿El 
planteamiento de las pretensiones? 
¿Cuál  es el problema sobre lo que se 
decidirá?. Si cumple 

3. Evidencia la individualización de 
las partes:  se individualiza al 
demandante, al demandado, y al  del 
tercero legitimado; éste último en los 
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SECRETARIO      :    D  

SENTENCIA Nº 248-2016-3JETT-NLPT  

RESOLUCIÓN NÚMERO SEIS  

Trujillo, dos de agosto del año dos mil dieciséis. 

VISTO; El presente expediente: I. 
PETITORIO.  

Resulta de autos que mediante escrito de 
páginas 19-28, A interpone demanda contra la 
empresa B sobre indemnización por daños y 
perjuicios por las enfermedades ocupacionales 
de neumoconiosis e hipoacusia, por la suma 
total de S/120,000.00; más el pago de intereses 
legales, costas y costos procesales.   

II. ANTECEDENTES.  

Argumentos del Petitorio.  

Manifiesta el accionante que a consecuencia de 
haber trabajado para la demandada en calidad 
de obrero de interior mina, siendo sus cargos 
desempeñados el de ayudante de perforista en 
operación mina, bombero y obrero en el área de 
relleno hidráulico, desde el 21 de abril de 1980 
hasta el 31 de julio del 2012, se le ocasionó 
deterioro generalizado en su sistema 
respiratorio por la inhalación de sustancias 
tóxicas. Ante el desconocimiento de la 
enfermedad que padecía acudió a consulta 

casos que hubiera en el proceso). Si 
cumple 

4. Evidencia aspectos del proceso: el 
contenido explicita que se tiene a la 
vista un proceso regular, sin vicios 
procesales, sin nulidades, que se ha 
agotado los plazos, las etapas, 
advierte constatación, aseguramiento 
de las formalidades del proceso, que 
ha llegado el momento de sentenciar. 
Si cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido 
del lenguaje no excede ni abusa del 
uso de tecnicismos, tampoco de 
lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 
argumentos retóricos. Se asegura de 
no anular, o perder de vista que su 
objetivo es, que el receptor 
decodifique las expresiones 
ofrecidas.  Si cumple 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

1. Explicita y evidencia congruencia 
con la pretensión del demandante.  Si 
cumple 

2. Explicita y evidencia congruencia 
con  la pretensión del demandado. Si 
cumple 

3. Explicita y evidencia congruencia 
con los fundamentos fácticos 
expuestos por las partes. Si cumple 
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médica en una institución de atención pública, 
sometiéndole a exámenes de esputo, sangre, 
espirometrías y exámenes radiográficos de 
tórax, a través de los cuales se le diagnosticó las 
enfermedades ocupacionales mineras de 
neumoconiosis en segundo grado en segundo 
grado nivel radiográfico 2/1 con incapacidad 
total y permanente, e hipoacusia neurosensorial 
leve izquierda. Que, la demandada no le entregó 
los implementos de seguridad e higiene minera 
que obliga la Ley, así como no cumplió con 
realizar las mediciones de factores biológicos y 
físicos en los interiores de los socavones y que 
tampoco cumplió con realizarle exámenes 
ocupacionales integrales con los profesionales 
especialistas; ocasionándole daños en sus 
facetas de daño emergente, lucro cesante, daño 
a la persona y daño moral; con los demás 
fundamentos de hecho, de derecho y medios 
probatorios en que sustenta sus pretensiones.  

Trámite Procesal.  

Mediante resolución número uno, de páginas 
29-30, se admite a trámite la demanda en la vía 
del Proceso Ordinario Laboral, se confiere 
traslado a la demandada y se señala día y hora 
para la realización de la audiencia de 
conciliación, la misma que se realiza conforme 
a la grabación del audio y video de su propósito, 
y acta de páginas 147-148, en la cual se 
promovió la conciliación entre las partes y ante 

4. Explicita los puntos controvertidos 
o aspectos específicos respecto de los 
cuales se va  resolver. Si cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido 
del lenguaje no excede ni abusa del 
uso de tecnicismos, tampoco de 
lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 
argumentos retóricos. Se asegura de 
no anular, o perder de vista que su 
objetivo es, que el receptor 
decodifique las expresiones 
ofrecidas. Si cumple 
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la falta de acuerdo se señalaron las pretensiones 
materia de juicio, recepcionándose el escrito de 
contestación de demanda de la emplazada B de 
páginas 115-146. La Audiencia de Juzgamiento 
se desarrolló de acuerdo a los términos 
registrados en audio y video, y acta de páginas 
169-170, con la inasistencia de la demandada a 
pesar de encontrarse válidamente notificada; 
asimismo, la señora Juez difiere el fallo de la 
sentencia, la misma que emite en los términos 
siguientes: 

Fuente: Expediente N° 04670-2015-0-1601-JR-LA-03 

El anexo 6.1 evidencia que la calidad de la parte expositiva es de rango alta; porque, la introducción y postura de las partes, fueron de rango muy alta y mediana calidad, 

respectivamente. 
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Anexo 6.2: Parte considerativa de la primera sentencia  - Indemnización por daños y perjuicios 
P

a
rt
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Evidencia empírica 

 
 
 
Parámetros 

(Indicadores) 

Calidad de la motivación de los 

hechos y el derecho 

Calidad de la parte 

considerativa de la sentencia de 

primera instancia 

M
u

y
 

b
a
ja

 

B
a
ja

 

M
ed

ia

n
a
 

A
lt

a
 

M
u

y
 

a
lt

a
 

M
u

y
 

b
a
ja

 

B
a
ja

 

M
ed

ia

n
a
 

A
lt

a
 

M
u

y
 

a
lt

a
 

2 

(2x1

) 

4 

2x2) 

6 

2x3 

8 

2x4 

10 

2x5 

[1 - 

4] 

[5 - 

8] 

[9 - 

12] 

[13- 

16] 

[17-

20] 

Motivació

n de los 

hechos 

 

III. FUNDAMENTOS DEL JUEZ.  

CONSIDERANDO:   

PRIMERO.- PRETENSIONES POSTULADAS: 
Constituyen pretensiones del actor el pago de 
indemnización por daños y perjuicios por las 
enfermedades ocupacionales de neumoconiosis e 
hipoacusia, por la suma total de S/120,000.00; 
más el pago de intereses legales, costas y costos 
procesales.  

SEGUNDO.- HECHOS NO NECESITADOS DE 
ACTUACION PROBATORIA: En  
Audiencia de Juzgamiento (minutos 04:34 a 
04:55 del audio y video) se establecieron como 
hechos no necesitados de actuación probatoria: i) 
Existencia de relación laboral; ii) Fecha de 
ingreso el 21 de abril de 1980; iii) Fecha de cese 
el 31 de julio del 2012; iv) Cargos desempeñados 

1. Las razones 
evidencian la 
selección de 
los hechos 
probados o 
improbadas. 
(Elemento 
imprescindibl
e, expuestos 
en forma 
coherente, sin 
contradiccione
s, congruentes 
y 
concordantes  
con los 
alegados por 
las partes, en 
función de los 
hechos 
relevantes que 
sustentan la 
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de Ayudante de perforista, Bombero y Obrero en 
área de relleno hidráulico, precisando que todos 
los cargos fueron realizados en interior mina 
socavón.  

TERCERO.- CUESTIONES PROBATORIAS: 
Si bien la emplazada B en su escrito de 
contestación formuló cuestiones probatorias 
consistentes en: tacha del Informe médico de 
fecha 05.11.2014 y tacha de la Historia Clínica 
del demandante; sin embargo, el artículo 46.3 de 
la Nueva Ley Procesal del Trabajo  prevé que la 
presentación de cuestiones probatorias es 
posterior a la admisión de pruebas y ésta se hace 
en el juzgamiento; siendo que en el caso de autos 
la demandada no asistió a la Audiencia de 
Juzgamiento a pesar de haberse encontrado 
válidamente notificada según se aprecia del acta 
de audiencia de conciliación, por tanto, no oralizó 
dichas cuestiones probatorias, deviniendo las 
mismas en improcedentes.  

CUARTO.- A mayor abundamiento, resultan 
ilustrativas las conclusiones arribadas en el VII 
Taller: Problemática de la Audiencia de 
Juzgamiento en el Proceso Laboral, Parte 3; 
realizado por la Comisión del Despacho Judicial 
de la Nueva Ley procesal del Trabajo, de la Corte 
Superior de Justicia de La Libertad, en cuyo Tema 
N° 02, referido al pronunciamiento del juez de las 

pretensión(es)
.Si cumple 

2. Las razones 
evidencian la 
fiabilidad  de 
las pruebas. 
(Se realiza el 
análisis 
individual de 
la fiabilidad y 
validez de los 
medios 
probatorios si 
la prueba  
practicada se 
puede 
considerar 
fuente de 
conocimiento 
de los hechos, 
se ha 
verificado los 
requisitos  
requeridos 
para su 
validez).Si 
cumple. 

3.  Las razones 
evidencian 
aplicación de 
la valoración 
conjunta. (El 
contenido 
evidencia 
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cuestiones probatorias consignadas por escrito, se 
dejó establecido que: “No, porque ello 
fortalecería una práctica escrituraria, contraria al 
nuevo modelo procesal, en tanto que, la ley otorga 
a las partes el derecho a efectuarlo oralmente (en 
la audiencia de Juzgamiento) y establece una 
oportunidad de orden preclusivo. Además, la ley 
establece que la presentación de cuestiones 
probatorias es posterior a la admisión de pruebas 
y ésta se hace en el juzgamiento” (subrayado 
agregado); por lo cual, se reitera la improcedencia 
de la oposición referida.  

QUINTO.- Respecto al fondo de la controversia, 
la tesis del actor es que ha laborado para la 
emplazada desde el 21 de abril de 1980 hasta el 
31 de julio del 2012 desempeñando los cargos de 
Ayudante de perforista, Bombero y Obrero en 
área de relleno hidráulico maestro perforista y 
maestro enmaderador en socavón (todos en 
interior mina), lo cual – aduce - le ha traído como 
secuela las enfermedades profesionales de 
neumoconiosis e Hipoacusia, atribuyendo 
responsabilidad a la demandada por 
incumplimiento de las normas de Seguridad e 
Higiene Minera.  

SEXTO.- Estando a lo expuesto no cabe duda que 
la presente controversia debe ser analizada y 
resuelta bajo el marco jurídico de la 

completitud 
en la 
valoración, y 
no valoración 
unilateral de 
las pruebas, el 
órgano 
jurisdiccional 
examina todos 
los posibles 
resultados 
probatorios, 
interpreta la 
prueba, para  
saber su 
significado). 
Si cumple/ 

4. Las razones 
evidencia 
aplicación de 
las reglas de la 
sana crítica y 
las máximas 
de la 
experiencia. 
(Con lo cual el 
juez forma 
convicción 
respecto del 
valor del 
medio 
probatorio 
para dar a 
conocer de un 
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responsabilidad civil contractual, máxime si el 
contrato de trabajo es un acto jurídico bilateral, 
consensual, vale decir, un acuerdo voluntario 
entre el trabajador y el empleador para 
intercambiar trabajo subordinado por una 
retribución económica que genera para el 
trabajador un estatuto objetivo integrado por los 
principios, instituciones y normas de la 
declaración de los derechos sociales de la ley del 
trabajo, de los convenios internacionales, de las 
convenciones colectivas, etc.  

SÉTIMO.- En ese sentido, a fin de dar respuesta 
jurisdiccional a las pretensiones postuladas por el 
actor, debe dilucidarse si en el caso sub judice 
concurren los requisitos de la responsabilidad 
civil contractual, esto es, la antijuricidad, el daño 
causado, la relación de causalidad y los factores 
de atribución, que generen la obligación de la 
demandada de indemnizar al actor por los daños 
y perjuicios invocados en la demanda (lucro 
cesante, daño emergente, daño a la persona y 
daño moral).  

OCTAVO.- Al respecto, prima facie, conviene 
advertir que la parte demandada en su escrito de 
contestación de demanda señala que no está 
acreditado que el demandante padezca las 
enfermedades profesionales de neumoconiosis e 
hipoacusia; que, los documentos que acompaña el 

hecho 
concreto).Si 
cumple 

5. Evidencia 
claridad (El 
contenido del 
lenguaje no 
excede ni 
abusa del uso 
de 
tecnicismos, 
tampoco de 
lenguas 
extranjeras, ni 
viejos tópicos, 
argumentos 
retóricos. Se 
asegura de no 
anular, o 
perder de vista 
que su 
objetivo es, 
que el receptor 
decodifique 
las 
expresiones 
ofrecidas). Si 
cumple. 

 1.  Las razones 
se orientan a 
evidenciar que 
la(s) norma(s)  
aplicada ha 
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demandante no acreditan de ninguna manera la 
veracidad de lo expuesto, siendo que el 
documento idóneo para determinar de manera 
fehaciente el grado o estadio de la enfermedad y 
la incapacidad del demandante es el certificado 
médico por incapacidad expedido por la Junta 
Médica Evaluadora de Essalud, lo cual no fue 
presentado en autos.   

Por lo que, en principio, es preciso determinar la 
existencia de las enfermedades de neumoconiosis 
e hipoacusia, toda vez que la pretensión de 
indemnización por daños y perjuicios deriva de 
dichas enfermedades profesionales, por lo que a 
tenor del artículo 23.3 inciso c) de la NLPT, le 
corresponde: “(…), si el demandante invoca la 
calidad de trabajador o ex trabajador, tiene la 
carga de la prueba de: (…) c) La existencia del 
daño alegado”; consecuentemente, acreditado el 
daño, corresponde requerir recién a la demandada 
el cumplimiento de sus obligaciones laborales.  

NOVENO.- En el caso sub materia, a páginas 03-
10 obran copias fedateadas de los exámenes e 
informes médicos que forman parte de la Historia 
Clínica del actor, asimismo, a páginas 158-165 
obran las copias fedateadas de la Historia Clínica 
N° 892880 remitidas por el Director Ejecutivo del 
Hospital Belén de Trujillo a este Despacho 

sido 
seleccionada 
de acuerdo a 
los hechos y 
pretensiones 
(El contenido 
señala la(s) 
norma(s) 
indica que es 
válida, 
refiriéndose a 
su  vigencia, y 
su 
legitimidad) 
(Vigencia en 
cuánto validez 
formal y 
legitimidad, 
en cuanto no 
contraviene a 
ninguna otra 
norma del 
sistema, más 
al contrario 
que es 
coherente). Si 
cumple 

2. Las razones 
se orientan a 
interpretar  las 
normas 
aplicadas. (El 
contenido se 
orienta a 
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Judicial mediante oficio N° 684-2016-
GRLL/GRS-HBT-D.E.   

Detallando los principales exámenes realizados 
de la siguiente manera:  

• A página 160 obra un documento de 
Interpretación Roentgenográfica de Tomonorte 
realizada por la médico radiólogo E, de fecha 16 
de octubre del 2014, documento en el cual se 
indica que existe anomalía parenquimatosa que 
indica presencia de neumoconiosis, concluyendo 
“Signos de neumoconiosis”.  

• A página 161-reverso obra el Informe 
Radiológico con Metodología OIT del Hospital 
Belén de Trujillo, emitido por la médico Jefe del 
Departamento de Imágenes y Terapia Radiante F, 
con fecha 30 de octubre del 2014, en el cual se 
indica como comentarios: “Signos que sugieren 
neumoconiosis”.  

• A página 162-reverso obra examen de 
Audiometría realizada realizado por el médico G, 
de fecha 14 de noviembre del 2014, en el cual se 
diagnostica “Hipoacusia conductiva leve 
izquierda”, asimismo se indica “Considerar gap 
aéreo-óseo del oído derecho”.  

explicar el 
procedimiento 
utilizado por 
el juez para 
dar 
significado a 
la norma, es 
decir cómo 
debe 
entenderse la 
norma, según 
el juez) Si 
cumple 

3. Las razones 
se orientan a 
respetar los 
derechos 
fundamentales
.  (La 
motivación 
evidencia que 
su razón de ser 
es la 
aplicación de 
una(s)  
norma(s) 
razonada, 
evidencia 
aplicación de 
la 
legalidad).Si 
cumple 

4. Las razones 
se orientan a  
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• A página 163 obra examen de Audiometría y 
Logoaudiometría realizado por el médico G, de 
fecha 15 de noviembre del 2014, en el cual se 
indica “Normal. Observar gap aéreo-óseo 
bilateral”.  

• A página 163-reverso obra el Informe Médico 
N° 063-2014-GRLL/GGR/GS-HBTDM 
expedido con fecha 05 de noviembre del 2014 por 
el médico Jefe de Departamento H, en el cual se 
señala que al demandante luego de realizársele 
radiografía de tórax, espirometría y gases 
arteriales se le diagnosticó “NEUMOCONIOSIS 
2/1”, sugiriéndole no trabajar en minas, 
socavones, canteras ni fábricas de vidrios.  

• A página 164 obra el Informe Médico N° 179-
14-GRLL-GGR/GS-HBT-DC, expedido con 
fecha 03 de diciembre del 2014 por el 
otorrinolaringólogo G, y suscrito de igual modo 
por el médico Jefe del Departamento de Cirugía 
I, indicando que en el examen ORL se detectó 
Membranas timpánicas con pequeñas fibrosis y 
placas calcáreas, moco transparente en pared 
posterior de faringe, cornete edematoso y bordes 
pálidos, diagnosticándose “RINOFARINGITIS 
ALÉRGICA, MIRINGOESCLEROSIS, e 
HIPOACUSIA NEUROSENSORIAL”, 
señalándose finalmente que se solicitó 

establecer 
conexión entre 
los hechos y 
las normas que 
justifican  la 
decisión. (El 
contenido  
evidencia que 
hay nexos, 
puntos de 
unión que 
sirven de base 
para la 
decisión y las 
normas que le 
dan el 
correspondien
te respaldo 
normativo).Si 
cumple 

5. Evidencia 
claridad (El 
contenido del 
lenguaje no 
excede ni 
abusa del uso 
de 
tecnicismos, 
tampoco de 
lenguas 
extranjeras, ni 
viejos tópicos, 
argumentos 
retóricos. Se 



 

111 

 

audiometría, refiriendo el informe 
“HIPOACUSIA CONDUCTIVA LEVE 
IZQUIERDA Y QUE SE LE DEBE 
CONSIDERAR GAP AÉREO Y ÓSEO 
DERECHO”.  

DÉCIMO.- Así pues, se aprecia de la historia 
clínica remitida por el Hospital Belén de Trujillo, 
en la cual, luego de una serie de exámenes se 
diagnosticaron al actor las enfermedades 
profesionales de NEUMOCONIOSIS e 
HIPOACUSIA. Empero, respecto a la primera 
enfermedad, en el Informe Médico N° 063-2014-
GRLL/GGR/GS-HBT-DM a través del cual se 
diagnostica Neumoconiosis 2/1, dicho informe no 
señala de forma expresa el porcentaje de 
menoscabo global, siendo necesario determinar el 
mismo a efectos de otorgar una indemnización 
acorde con el grado de menoscabo sufrido por el 
actor.  

Al respecto, el Tribunal Constitucional, en la 
sentencia recaída en el Expediente N° 10082004, 
de fecha 15 de marzo del 2005 (caso J) ha 
señalado que: “La Clasificación Radiológica 
Internacional de la Neumoconiosis de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), 
Edición 1980, establece el diagnóstico de la 
enfermedad en cuatro categorías o estadios de 

asegura de no 
anular, o 
perder de vista 
que su 
objetivo es, 
que el receptor 
decodifique 
las 
expresiones 
ofrecidas). Si 
cumple. 
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evolución, a partir de la lectura de las radiografías 
de tórax: UNO (1/1 Y ½), dos (2/1, 2/2 y 2/3), 
TRES (3/2, 3/3 y 3+) y CUATRO (A,B,C). 
Paralelamente, a esta clasificación y de acuerdo 
con los signos clínicos, la neumoconiosis 
(silicosis) se clasifica a su vez en simple (primer 
estadio), acelerada (segundo estadio), avanzada 
(tercer estadio) y aguda (cuarto estadio)”, como 
se aprecia en el cuadro radiológico siguiente:  

Estadios de evolución Clasificación  

 Radiológica  Grado de Evolución  

 Primer estadio 1/1 – ½  Simple  

 Segundo estadio  2/1 - 2/2 - 2/3 Acelerada  

Terc

er 

esta

dio 

3/2 - 

3/3 - 

3+ 

Ava
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nza

da 

Cua

rto 

esta

dio 

A - 

B - 

C 

 

Agu

da  

Asimismo, el supremo Tribunal agrega que: “(…) 
este Colegiado interpreta que, en defecto de un 
pronunciamiento médico expreso, la 
neumoconiosis (silicosis) en primer estadio de 
evolución produce, por lo menos, Invalidez 
Parcial Permanente, y a partir del segundo estadio 
de evolución, la incapacidad se incrementa a más 
del 66.66% generando una Invalidez Total 
Permanente, ambas definidas de esta manera por 
los artículos 18.2.1 y 18.2.2 del Decreto Supremo 
Nº 003-98-SA, normas técnicas del Seguro 
Complementario de Trabajo de Riesgo. 
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Concluyendo que la neumoconiosis trae como 
consecuencia incapacidad permanente, parcial o 
total, según el cuadro siguiente:  

Estadios de evolución Incapacidad  

Permanente Laboral Grado de Incapacidad  

 Primer estadio PARCIAL   No menor de 50 %   

Hasta el 66.65 %  

 Segundo estadio    

 TOTAL  No menor de 66.66 %  

 Tercer estadio     

 Cuarto estadio     

Siendo así, por los argumentos indicados y 
teniendo en cuenta que la clasificación 
radiológica de la enfermedad del actor es 2/1, la 
cual lo ubica en el segundo estadio con un grado 
de evolución acelerado, y con Incapacidad Total 
permanente,  correspondiendo un grado de 
incapacidad de 66.66%. Precisando que si bien la 
enfermedad no ha sido diagnosticada por una 
Comisión Médica Evaluadora de Incapacidad y 
plasmada en un Certificado Médico de 
Incapacidad, ello no puede bajo ningún 
fundamento interpretarse en perjuicio del 
trabajador que padece una enfermedad 
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profesional, la cual en el caso de autos ha sido 
diagnosticada por un médico especialista en dicha 
enfermedad, en este caso, el médico neumólogo 
H, Jefe de Departamento del Hospital Belén de 
Trujillo, debiendo tenerse en cuenta además el 
principio de “facilitación probatoria”, 
doctrinariamente desarrollado por el Derecho 
Procesal del Trabajo, el cual resulta un 
mecanismo compensador de las dificultades 
probatorias de la parte débil de la relación 
procesal con la finalidad de lograr la eficacia de 
las normas laborales y resolver la causa con 
justicia, por lo que teniendo en cuenta dicho 
principio, cobra plena validez probatoria la 
historia clínica del actor y todos los exámenes e 
informes a través de los cuales se ha logrado 
acreditar el padecimiento de dicha enfermedad.  

Por otro lado, respecto a la segunda enfermedad 
profesional padecida por el actor (Hipoacusia), la 
misma ha sido detectada a través de exámenes 
médicos consistentes en Audiometría, 
Logoaudiometría y el Informe Médico N° 179-
14-GRLL-GGR/GS-HBT-DC expedido por el 
médico otorrinolaringólogo G, en el que se 
diagnosticó “HIPOACUSIA CONDUCTIVA 
LEVE IZQUIERDA Y QUE SE LE DEBE 
CONSIDERAR GAP AÉREO Y ÓSEO 
DERECHO”, precisando que al igual que en el 
caso de la enfermedad de neumoconiosis, la 
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hipoacusia tampoco ha sido diagnosticada por 
una Junta Médica Evaluadora de la Incapacidad, 
sin embargo, ello tampoco puede dejar en 
perjuicio al trabajador, quien ha logrado acreditar 
su padecimiento a través de exámenes especiales 
y siendo diagnosticada además por el médico 
otorrinolaringólogo G asignado al Hospital Belén 
de Trujillo.  

En consecuencia, se considera acreditado el 
padecimiento de neumoconiosis e hipoacusia en 
el ex trabajador demandante, habiendo cumplido 
éste con su carga probatoria al haber acreditado la 
existencia de las enfermedades antes 
mencionadas.  

DÉCIMO PRIMERO.- Seguidamente, 
corresponde determinar si la demandada B ha 
cumplido con acreditar la observancia de sus 
obligaciones legales de seguridad y salud en el 
trabajo, teniendo como referente el artículo 7° de 
la Constitución Política del Estado que reconoce 
el derecho a la salud de toda persona en cualquier 
ámbito, incluido el laboral. Así, entre las normas 
que prevén las obligaciones legales de la 
demandada en seguridad y salud ocupacional, se 
destacan las previstas en el artículo 104° de la Ley 
N° 23407 - Ley General de Industrias- que 
establece que las empresas industriales deben 
cumplir con las normas legales de seguridad e 
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higiene industrial, en resguardo de la integridad 
física de los trabajadores; y, el Decreto 
Legislativo N° 109, publicado el 13 de Junio de 
1981, cuyo Texto Único Ordenado fue aprobado 
mediante Decreto Supremo N° 014-92-EM, del 
04 de Junio de 1992, prescribiendo en sus 
artículos 326° al 330° como obligaciones en 
materia de seguridad y salud ocupacional minera 
las siguientes: “Las personas naturales o jurídicas 
dedicadas a las actividades de la industria minera, 
tienen la obligación de proporcionar las 
condiciones de higiene y seguridad en el trabajo 
establecidas por la presente Ley y disposiciones 
reglamentarias.”, “Los trabajadores están 
obligados a observar rigurosamente las medidas 
preventivas y disposiciones que acuerden las 
autoridades competentes y las que establezcan los 
empleadores para su seguridad.”, “Todos los 
empleadores están obligados a establecer 
programas de bienestar, seguridad e higiene, de 
acuerdo con las actividades que realicen.”, 
“Anualmente los empleadores deberán presentar 
a la Jefatura Regional de Minería 
correspondiente, el Programa Anual de Seguridad 
e Higiene, para el siguiente año. Asimismo, los 
empleadores presentarán un informe de las 
actividades efectuadas en este campo durante el 
año anterior, acompañando las estadísticas que 
establezca el Reglamento.”, “En cada centro de 
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trabajo se organizará un Comité de Seguridad e 
Higiene en el que estarán representados los 
trabajadores. El Reglamento establecerá la 
composición y funciones de este Comité.”. 
Asimismo, el Reglamento de Seguridad y Salud 
en el Trabajo, Decreto Supremo N° 009-2005-
TR, que prevé las obligaciones laborales de los 
empleadores concretizada a través de los 
principios de: protección, prevención, 
responsabilidad, principio de cooperación, 
información y capacitación, principio de gestión 
integral, principio de atención integral de la salud, 
principio de consulta y participación y principio 
de veracidad. Y, finalmente, a nivel internacional, 
el Convenio 176 sobre Seguridad y Salud en las 
Minas, 1995, de la Organización Internacional del 
Trabajo – OIT, que en su artículo 9° prescribe: 
“Cuando los trabajadores se encuentren 
expuestos a riesgos físicos, químicos o 
biológicos, el empleador deberá:  a) informar a 
los trabajadores de manera comprensible de los 
riesgos relacionados con su trabajo, de los 
peligros que éstos implican para su salud y de las 
medidas de prevención y protección aplicables; 
b) tomar las medidas necesarias para eliminar o 
reducir al mínimo los peligros derivados de la 
exposición a dichos riesgos; c) proporcionar y 
mantener, sin ningún costo para los trabajadores, 
el equipo, la ropa según sea necesario y otros 
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dispositivos de protección adecuados que se 
definan en la legislación nacional, cuando la 
protección contra los riesgos de accidente o daño 
para la salud, incluida la exposición a condiciones 
adversas, no pueda garantizarse por otros medios, 
y d) proporcionar a los trabajadores que han 
sufrido una lesión o enfermedad en el lugar de 
trabajo primeros auxilios in situ, un medio 
adecuado de transporte desde el lugar de trabajo 
y el acceso a servicios médicos adecuados.  

DÉCIMO SEGUNDO.- En el caso de autos, la 
demandada no ha cumplido con acreditar el 
otorgamiento de los implementos de seguridad de 
manera sistemática y continua dando 
cumplimiento a sus obligaciones laborales 
emanadas del contrato de trabajo, esto es, las 
normas sobre seguridad industrial y salud 
ocupacional mineras detalladas en el 
considerando precedente; básicamente, sobre la 
adopción de normas de salubridad necesarias e 
indispensables para monitorear el estado de salud 
del trabajador y su tolerancia a la exposición al 
polvo de los minerales, así como sobre la entrega 
de los implementos de seguridad necesarios para 
el cumplimiento de las labores del actor. Así las 
cosas, la demandada no ha desplegado ningún 
esfuerzo probatorio consistente, dirigido a probar 
la extensa gama de obligaciones y deberes 
establecidos en la Ley General de Minería y en su 
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Reglamento, en especial los de prevención y 
protección, los cuales el ordenamiento jurídico 
maximiza tratándose de actividades de alto riesgo 
como es el caso de la minería; siendo así, si bien 
la emplazada ha presentado las actas de 
inspección semestral de seguridad entre los años 
2000 al 2006, no se les puede dar mayor 
relevancia, máxime si en dichas Actas no se 
consignan conclusiones determinantes a verificar 
si se han cumplido o no con las obligaciones de la 
demandada, señalando incluso que las 
recomendaciones efectuadas en dichas 
fiscalizaciones se anotaron en el Libro de 
Seguridad, es decir, no es posible verificar de 
dichas actas cuáles eran las recomendaciones 
efectuadas en dicha inspección y si se cumplió 
con las recomendaciones anteriores cuáles eran 
dichas recomendaciones. Teniendo en cuenta 
además que el actor tuvo como fecha de inicio de 
labores el 21 de abril de 1980 y como fecha de 
cese el 31 de julio del 2012, es decir, la emplazada 
pretendería acreditar haber cumplido sus 
obligaciones con documentación que no abarca 
todo el periodo laborado por el actor. En 
consecuencia, se encuentra establecido el 
accionar antijurídico de la demandada 
concretizado a través del incumplimiento de sus 
obligaciones derivadas del contrato de trabajo, 
esto es, la inobservancia e incumplimiento de las 
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normas de seguridad y salud en el trabajo y, 
específicamente, las disposiciones sobre 
protección y seguridad laboral en la actividad 
minera que, a criterio de la Juzgadora, constituye 
la causa determinante que ha generado las 
enfermedades profesionales que padece el 
demandante.  

DÉCIMO TERCERO.- Respecto del daño, es 
entendido como la lesión a todo derecho 
subjetivo, en el sentido de interés jurídicamente 
protegido del individuo en su vida de relación, 
que en cuanto protegido por  el ordenamiento 
jurídico, se convierte en derecho subjetivo, esto 
es, un derecho en el sentido formal y técnico de 
la expresión. En el caso sub materia, como ya se 
especificó en el décimo considerando, el actor ha 
acreditado que presenta las enfermedades 
profesionales de neumoconiosis e hipoacusia; en 
el caso de la primera según los argumentos 
esbozados en los considerandos pertinentes con 
un menoscabo no menor de 66.66% al haberse 
determinado la naturaleza de su incapacidad 
como una total permanente (teniendo en cuenta la 
calificación radiográfica de 2/1), por lo que la 
juzgadora considera prudente y razonable 
considerar que la enfermedad de neumoconiosis 
ha producido en el actor un menoscabo del 
66.66%; mientras que para la enfermedad 
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profesional de hipoacusia, según el diagnóstico 
obrante a página 164 en el cual se determina 
“HIPOACUSIA CONDUCTIVA LEVE 
IZQUIERDA Y QUE SE LE DEBE 
CONSIDERAR GAP AÉREO Y ÓSEO 
DERECHO”, lo que a criterio de la juzgadora da 
cuenta de un grado de lesión de bajo a medio, ello 
teniendo en cuenta que en dicho documento se 
indica como nota “No existe algún problema 
auditivo que le impida laborar”; en consecuencia, 
se considera un menoscabo del 5% adicional, 
generando un menoscabo global por ambas 
enfermedades ascendente al 71.66%; lo cual no 
deja ninguna duda de que se ha inferido un daño 
irreversible a la salud del demandante, producto 
de la inhalación de polvos y gases tóxicos, así 
como fuertes ruidos, propios de la explotación en 
los socavones mineros; configurándose el daño a 
la persona del demandante por la lesión a su 
integridad física, así como el daño moral por la 
lesión de sus sentimientos, sufrimiento y aflicción 
que genera la enfermedad antes mencionada; 
asimismo, resulta evidente que la enfermedad 
profesional que padece el actor le ha generado 
repercusiones negativas en su desempeño laboral, 
capacidad productiva y, en general, en sus 
expectativas laborales; por lo cual, también se 
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configura el daño patrimonial en sus facetas de 
daño emergente y lucro cesante.  

DÉCIMO CUARTO.- Respecto a la relación de 
causalidad como presupuesto de la 
responsabilidad civil, se define como la 
vinculación externa, material, que enlaza el 
evento dañoso y el hecho de la persona o cosa. La 
doctrina y la jurisprudencia, uniformemente, 
admiten que para que deba responderse por un 
daño, es necesario que el mismo haya sido 
“causado” mediante una acción u omisión, por su 
autor. Y ello establecido, a su vez la medida del 
resarcimiento a cargo del responsable habrá de 
resultar de la propia extensión de las 
consecuencias dañosas derivadas de su proceder, 
vale decir que puedan ser tenidas como “efectos” 
provocados o determinados por su conducta, la 
que entonces viene así a ser su “causa”.  

DÉCIMO QUINTO.- En el caso de autos, resulta 
inobjetable que los daños producidos en la 
persona del actor al presentar neumoconiosis e 
hipoacusia se derivan de la conducta omisiva de 
la emplazada de haber incumplido, como se 
reitera, sus obligaciones emanadas del contrato de 
trabajo, como son las disposiciones contenidas en 
las normas de seguridad y salud en el trabajo y, 
específicamente, las disposiciones sobre 
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protección y seguridad laboral en la actividad 
minera.  

DÉCIMO SEXTO.- En cuanto al factor de 
atribución, en primer lugar, cabe señalar que en el 
ámbito de la responsabilidad contractual el factor 
atributivo es de carácter subjetivo (medie culpa o 
dolo en el actuar del sujeto), cuando el 
responsable inejecute sus obligaciones por “culpa 
leve” resarcirá las consecuencias inmediatas. En 
cambio, si el sujeto activo actuara con “dolo” o 
“culpa inexcusable”, responderá por las 
consecuencias inmediatas y las mediatas 
previsibles. La culpa inexcusable es el grado más 
alto de la culpa. Es lo que se conoce también con 
el nombre de negligencia grave y consiste en la 
omisión de algunos o algún deber de diligencia. 
Teniendo el deudor una obligación que incumple 
por culpa inexcusable debe indemnizar al 
acreedor por todos los daños y perjuicios 
causados que sean consecuencia inmediata y 
directa de dicho incumplimiento. En el caso de 
autos, el incumplimiento de la demandada B, de 
las normas de seguridad y salud en el trabajo, 
como obligación esencial y principal emanada del 
contrato de trabajo, vinculadas con el deber de 
protección de la salud e integridad física del 
trabajador, permite calificar la conducta omisiva 
de la emplazada mencionada como una grave 
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infracción a las normas antes indicadas, 
configurando un supuesto de culpa inexcusable 
(negligencia grave) que en el caso sub judice ha 
generado las enfermedades profesionales de 
neumoconiosis e hipoacusia que padece el 
demandante y, por ende, los daños inferidos a 
éste.  

DÉCIMO SÉTIMO.- En cuanto a la 
cuantificación del daño, resulta ilustrativo lo 
señalado   
: “Para cuantificar los daños físicos o psíquicos se 
debería establecer una base mínima. (…) 
Propondría, fijar el “valor vida” del monto 
predominante en nuestro Poder Judicial, como 
punto de partida. Hemos observado que el mismo 
asciende aproximadamente a S/ 40,000.00 y si 
seguimos las proporciones del Reglamento 
SOAT, tendríamos esta base mínima: Muerte: S/ 
40,000.00; Invalidez permanente hasta: S/. 
40,000.00; Incapacidad temporal: S/ 40,00 (por 
día)”.  

DÉCIMO OCTAVO.- Por otro lado, la Primera 
Sala Laboral en la sentencia recaída en el 
expediente N° 4917-2013 de fecha primero de 
abril del presente año, en su vigésimo 
considerando en el cual refiere el criterio de 
evolución establecido por dicho Colegiado sobre 
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la base del criterio valor vida, ha aumentado el 
monto a S/60,000.00: “este Colegiado considera 
apropiado la siguiente cuantificación: En cuanto 
al daño biológico, debemos señalar que resulta 
correcto el monto indemnizable equivalente al 
74% del valor vida, el cual ha sido establecido en 
pronunciamientos de esta Sala, en casos 
similares, en el monto de S/.60,000.00; por lo que 
el 74% equivaldría a S/. 45,000.00 por daño 
biológico, que engloba fundamentalmente el 
daño a la persona” (subrayado y negritas 
agregadas); criterio que es compartido por la 
Juzgadora.  

DÉCIMO NOVENO.- En el caso de autos, 
habiéndose determinado el menoscabo global del 
demandante en un 71.66% (de conformidad a lo 
señalado en el décimo tercer considerando de la 
presente sentencia), siendo que el porcentaje se 
ajusta a los parámetros establecidos por la 
Clasificación de la OIT sobre la neumoconiosis 
aprobado por nuestro país mediante Resolución 
Suprema número 014-93-TR; porcentaje que 
aplicado sobre la base indemnizatoria inicial por 
daño a la salud e integridad física de S/ 60,000.00 
indicada en el considerando precedente, arroja un 
monto indemnizatorio por el concepto de daño a 
la persona ascendente a S/42,996.00 (cuarenta y 
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dos mil novecientos noventa y seis y 00/100 
Soles).  

VIGÉSIMO.- En cuanto al daño moral y proyecto 
de vida, éste debe ser entendido en sentido amplio 
como la afectación de los derechos de la 
personalidad, así pues, debe entenderse que esta 
categoría de daño extrapatrimonial se produce, 
como bien lo precisa K, “…cuando se lesiona la 
integridad física del sujeto, su aspecto 
psicológico y/o su proyecto de vida…” ; y como 
señala L “…En el caso del daño moral o daño a la 
persona, la reparación adquiere una significación 
peculiar, entendiéndola como satisfacción a la 
persona perjudicada, ya que el daño en referencia 
es técnicamente irreparable si lo entendemos 
como resarcimiento, pero sí compensable, en los 
términos de producir una satisfacción 
pecuniaria.” . En efecto, resulta que el daño moral 
constituye toda lesión a los sentimientos de la 
persona agraviada, es un daño extrapatrimonial 
producido por una alteración a su salud, no 
limitada al aspecto físico u orgánico, como podría 
ser el padecimiento anímico o espiritual, 
debiendo considerarse no obstante lo dicho, que 
no existe una barrera entre el quebrantamiento 
anímico y el quebrantamiento físico u orgánico, 
pues es sabido que lo primero puede conllevar a 
lo segundo, es decir, que las aflicciones que 
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empiezan en lo emocional o en la psiquis de la 
persona pueden afectar de tal manera que se 
generen enfermedades orgánicas o fisiológicas. 
En el caso de autos, no cabe duda que la 
enfermedad profesional padecida por el 
demandante le ha ocasionado dolor, angustia, 
aflicción física y espiritual y en general 
sentimientos negativos; pues no sólo se le ha 
afectado su integridad física con la consecuente 
discapacidad y las limitaciones permanentes que 
ello conlleva, sino también se ha frustrado su 
posibilidad de realizar una vida normal y plena en 
las diferentes facetas de la vida social, con las 
repercusiones negativas hacia sus sentimientos y 
personalidad, tanto de él como de su cónyuge 
(página 12-13), y sus 3 hijos (página 14-16); por 
lo que en forma prudente y equitativa se fija el 
monto indemnizatorio por este concepto en la 
suma de S/8,000.00 (ocho mil y 00/100 Soles).  

VIGÉSIMO PRIMERO.- Respecto al lucro 
cesante y daño emergente, resulta evidente que la 
enfermedad de neumoconiosis e hipoacusia que 
padece el demandante le ha generado 
repercusiones negativas en su desempeño laboral, 
capacidad productiva y, en general, en sus 
expectativas laborales y ventajas económicas 
esperadas; e, igualmente, le han generado gastos 
que no son cubiertos en su totalidad por el Seguro 
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Social de Salud, como medicinas, exámenes, 
consultas especializadas; por lo cual, el quantum 
indemnizatorio por estos conceptos, 
recurriéndose a la valoración equitativa 
establecida por el artículo 1332° del Código 
Civil, se fija en la suma de S/ 5,000.00 (cinco mil 
y 00/100 Soles) por lucro cesante; y, en S/ 
5,000.00 (cinco mil y 00/100 Soles) por daño 
emergente.  

Cabe precisar que mediante Oficio N° 282-2016-
DPR.GD/ONP de fecha 05.02.2016, obrante a 
página 154, la Subdirectora de Gestión de 
Derechos de la Oficina de Normalización 
Previsional informa a este Juzgado que en el 
Expediente Administrativo N° 00800061112 no 
existe Resolución Administrativa u otro 
documento en el que se haga mención a exámenes 
médicos practicados al demandante; asimismo, 
informa que mediante Esquela Informativa del 
07.12.2012 se le otorgó al actor su Pensión de 
Jubilación con carácter provisional, y que 
posteriormente con fecha 20.05.2013 mediante 
Resolución N° 0000039690-2013-
ONP/DPR.SC/DL19990 se resolvió otorgar al 
actor su Pensión de Jubilación Minera. Empero, 
toda persona así goce de pensión de seguridad 
social va a procurar complementar sus ingresos 
mediante la realización de una actividad extra, lo 
cual se encuentra acorde con lo regulado por el 
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artículo 45° del Decreto Legislativo N° 19990, 
motivo por el cual la percepción de dicho 
concepto por el demandante no enerva el daño por 
lucro cesante sufrido por el actor por lo que de 
igual modo corresponde estimar el otorgamiento 
de dicho concepto.  

VIGÉSIMO SEGUNDO.- MONTO 
ADEUDADO E INTERESES LEGALES: 
Sumándose los montos indemnizatorios antes 
indicados se obtiene la suma total de S/60,996.00 
(sesenta mil novecientos noventa y seis y 00/100 
Soles) que la demandada B debe pagar al actor 
por concepto de indemnización por daños y 
perjuicios, más los intereses legales que deberán 
calcularse desde la notificación con la demanda. 
En consecuencia, la demanda debe ser amparada.  

VIGÉSIMO TERCERO.- HONORARIOS 
PROFESIONALES: En cuanto a la pretensión de 
pago de honorarios profesionales, debe señalarse 
que en el caso de autos, la defensa desplegada por 
el demandante fue aceptable; pues se aprecia 
coherencia y claridad en el petitorio y 
fundamentos fácticos y jurídicos esbozados en la 
demanda; asimismo, se aprecia una aceptable 
participación en la audiencia de juzgamiento, en 
la cual sus alegaciones orales (alegatos de 
apertura, absolución de las excepciones y 
alegatos finales) fueron expuestos con claridad y 
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precisión; logrando un resultado favorable para el 
demandante. En ese sentido, se establece como 
honorarios profesionales de la abogada del actor 
el monto ascendente a S/12,199.20 Soles; más el 
5% de dicha suma destinado para el Colegio de 
Abogados de la Libertad, haciéndose presente 
que el pago de los mismos se realizara en 
ejecución de sentencia, en donde el abogado 
acreditará el pago del tributo respectivo con el 
recibo de honorarios correspondiente, bajo 
apercibimiento de informarse a la 
Superintendencia Nacional de Aduanas y 
Administración Tributaria en caso de 
incumplimiento.  

VIGÉSIMO CUARTO.- COSTAS: Finalmente, 
de conformidad con el artículo 14° de la Ley N° 
29497, concordante con el artículo 412° del 
Código Procesal Civil, debe condenarse a la 
demandada el pago de costas del proceso.  

Por estas consideraciones y de conformidad con 
lo previsto en los Artículos 138° y 143° de la 
Constitución Política del  Estado, Artículo 51° de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, impartiendo 
Justicia a nombre de la Nación:   

 

Fuente: Expediente N° 04670-2015-0-1601-JR-LA-03 
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El anexo 6.2 evidencia que la calidad de la parte considerativa es de rango muy alta; porque, los resultados de la motivación de los hechos y de derecho, fueron de rango 
muy alta y muy alta calidad, respectivamente. 

 

Anexo 6.3: Parte resolutiva de la primera sentencia  - Indemnización por daños y perjuicios 
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IV. DECISIÓN:  

3) FUNDADA EN PARTE la 
demanda interpuesta por A 
contra la empresa B., sobre 
indemnización por daños y 
perjuicios; en consecuencia, 
ORDENO que la demandada 
pague al actor la suma de 
S/60,996.00 (sesenta mil 
novecientos noventa y seis y 
00/100 Soles), más el pago de 
intereses legales  que se 
liquidarán en ejecución de 
sentencia. Asimismo, 
ORDENO que la demandada le 
pague al abogado del actor la 
suma de S/12,199.20 (doce mil 
ciento noventa y nueve y 
20/100 Soles) por concepto de 
honorarios profesionales, más 
el 5% de dicha suma destinada 
al Colegio de Abogados de la 
Libertad.  

4) IMPROCEDENTES las 

tachas deducidas por la 

1. El pronunciamiento evidencia 
resolución de todas las pretensiones 
oportunamente ejercitadas. (Es 
completa) Si cumple. 

2. El pronunciamiento evidencia 
resolución nada más que de las 
pretensiones ejercitadas. (No se 
extralimita/Salvo que la ley autorice 
pronunciarse más allá de lo 
solicitado). Si cumple. 

3. El pronunciamiento evidencia 
aplicación de las dos reglas 
precedentes a las cuestiones 
introducidas y sometidas al debate, 
en primera instancia. Si cumple. 

4. El pronunciamiento evidencia 
correspondencia (relación 
recíproca) con la parte expositiva y 
considerativa respectivamente. Si 
cumple. 

5. Evidencia claridad (El contenido 
del lenguaje no excede ni abusa del 
uso de tecnicismos, tampoco de 
lenguas extranjeras, ni viejos 
tópicos, argumentos retóricos. Se 
asegura de no anular, o perder de 
vista que su objetivo es, que el 
receptor decodifique las expresiones 
ofrecidas).  Si cumple 
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demandada B  3)  Con 

costas del proceso.  

4) Consentida y/o ejecutoriada que sea la 
presente resolución: ARCHÍVESE 
DEFINITIVAMENTE el expediente en 
el modo y forma de Ley.  

  

  

 

1. El pronunciamiento evidencia 
mención expresa de lo que se decide 
u ordena. Si cumple. 

2. El pronunciamiento evidencia 
mención clara de lo que se decide u 
ordena.  Si cumple. 

3. El pronunciamiento evidencia a 
quién le corresponde cumplir con la 
pretensión planteada/ el derecho 
reclamado, o la exoneración de una 
obligación.  Si cumple. 

4. El pronunciamiento evidencia 
mención expresa y clara a quién le 
corresponde el pago de los costos y 
costas del proceso, o la exoneración 
si fuera el caso. No cumple. 

5. Evidencia claridad: El contenido 
del lenguaje no excede ni abusa del 
uso de tecnicismos, tampoco de 
lenguas extranjeras, ni viejos 
tópicos, argumentos retóricos. Se 
asegura de no anular, o perder de 
vista que su objetivo es, que el 
receptor decodifique las expresiones 
ofrecidas.  Si cumple. 
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Fuente: Expediente N° 04670-2015-0-1601-JR-LA-03 

El anexo 6.3 evidencia que la calidad de la parte resolutiva es de rango muy alta; porque, la aplicación del principio de congruencia y la descripción de la decisión, fueron 
de rango alta, y muy alta calidad, respectivamente. 

 

 



 

135 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Anexo 6.4: Parte expositiva de la segunda sentencia  - Indemnización por daños y perjuicios 
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Evidencia Empírica 

 

 

 

Parámetros 
(Indicadores) 

Calidad de la introducción, 

y de la postura de las partes 

Calidad de la parte expositiva de 

la sentencia de segunda instancia 
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[7- 8] [9-10] 
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EXPEDIENTE Nº  : 4670-2015-0-1601-JR-LA-03.  
DEMANDANTE  : A   
DEMANDADO  : B  
MATERIA  : INDEMNIZACION POR DAÑOS Y PERJUICIOS.   
    
RESOLUCIÓN NÚMERO DIEZ.-  
Trujillo, seis de octubre   
del año dos mil diecisiete.-  
  
VISTOS.- En audiencia pública, la 
Primera Sala Especializada Laboral de 
esta Corte Superior de Justicia de La 
Libertad, expide la siguiente 
SENTENCIA:  
  

I.  PRETENSIÓN IMPUGNATORIA.  
3. Es objeto de impugnación, la 

sentencia contenida en la 
resolución número SEIS, de 
fecha 2 de agosto de 2016, obrante 
a fojas 173-186; en la que se 
declara FUNDADA en parte la 
demanda interpuesta por A contra 
la empresa B sobre indemnización 
por daños y perjuicios; en 
consecuencia, ORDENÓ que la 
demandada pague al actor la suma 
de S/. 60,996.00 soles, más el 
pago de intereses legales que se 
liquidarán en ejecución de 

1. El encabezamiento evidencia: 
la  individualización de la 
sentencia,  indica el  N° de  
expediente, el número de 
resolución que le corresponde a 
la sentencia, lugar, fecha de 
expedición, menciona al juez, 
jueces, etc. Si  cumple. 

2. Evidencia el asunto: ¿El 
planteamiento de las 
pretensiones? ¿Cuál  es el 
problema sobre lo que se 
decidirá?, el objeto de la 
impugnación, o la consulta; los  
extremos a resolver. Si cumple. 

3. Evidencia la 
individualización de las partes:  
se individualiza al demandante, 
al demandado, y al  del tercero 
legitimado; éste último en los 
casos que hubiera en el proceso). 
Si cumple. 

4. Evidencia aspectos del 
proceso: el contenido explicita 
que se tiene a la vista un proceso 
regular, sin vicios procesales, 
sin nulidades, que se ha agotado 
los plazos, las etapas, advierte 
constatación, aseguramiento de 
las formalidades del proceso, 
que ha llegado el momento de 
sentenciar.  Si cumple. 
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sentencia. Asimismo, ORDENÓ 
que la demandada le pague al 
abogado del actor la suma de S/. 
12,199.20 soles, por concepto de 
honorarios profesionales, más el 5 
% de dicha suma, destinada al 
Colegio de Abogados de La 
Libertad. IMPROCEDENTES 
las tachas deducidas por la 
demandada; con costas del 
proceso. La sentencia es apelada 
por ambas partes.  
  

4. La demandada B, mediante 
escrito de apelación, a fojas 193-
200, solicita la revocatoria de la 
recurrida en base a los 
fundamentos de hecho y derecho 
siguientes:  
a. La A quo incurre en error de 

hecho y derecho al afirmar que 
en el presente caso se ha 
acreditado una conducta 
antijurídica por parte de su 
representada, señalando sin 
fundamento alguno que B 
jamás ha cumplido con las 
obligaciones de seguridad y 
salubridad en la operación 
minera; sin embargo, cómo 
explica el juzgado que se 

5. Evidencia claridad: el 
contenido del lenguaje no 
excede ni abusa del uso de 
tecnicismos, tampoco de 
lenguas extranjeras, ni viejos 
tópicos, argumentos retóricos. 
Se asegura de no anular, o 
perder de vista que su objetivo 
es, que el receptor decodifique 
las expresiones ofrecidas.  Si 
cumple. 
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1. Evidencia el objeto de la 
impugnación/la consulta (El 
contenido explicita los extremos 
impugnados en el caso que 
corresponda). Si cumple. 

2. Explicita y evidencia 
congruencia con los 
fundamentos fácticos/jurídicos 
que sustentan la impugnación/o 
la consulta. Si cumple. 

3. Evidencia la pretensión(es) de 
quien formula la impugnación/o 
de quien ejecuta la consulta. Si 
cumple. 

4. Evidencia la(s) pretensión(es) 
de la parte contraria al 
impugnante/de las partes si los 
autos se hubieran elevado en 
consulta/o explicita el silencio o 
inactividad procesal. Si cumple. 
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cuente con diversas copias de 
las actas de inspección 
semestral de seguridad 
efectuadas por el Ministerio de 
Energía y Minas entre el año 
2000 y 2006, las cuales si bien 
es cierto, no comprenden todo 
el periodo laborado por el 
demandante, el juzgado no 
puede sin prueba alguna 
determinar que las referidas 
inspecciones no se hayan dado 
también en los periodos que 
comprenden los laborados por 
el demandante.  

b. La que incurre en error de 
hecho y de derecho al afirmar 
que existe un nexo causal entre 
el daño alegado y la conducta 
de su representada, ya que no 
existe prueba alguna que 
acredite que el demandante 
haya trabajado en interior de 
mina, pues el juzgado solo se 
basa en el certificado de trabajo 
(en el cual se consigna el 
último cargo del trabajador) y 
en el dicho del demandante; sin 
embargo, no toma en cuenta 
que su representada viene 

5. Evidencia claridad: el 
contenido del lenguaje no 
excede ni abusa del uso de 
tecnicismos, tampoco de 
lenguas extranjeras, ni viejos 
tópicos, argumentos retóricos. 
Se asegura de no anular, o 
perder de vista que su objetivo 
es, que el receptor decodifique 
las expresiones ofrecidas.  Si 
cumple. 
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cumpliendo cabalmente con 
sus obligaciones referentes a  
la salud y seguridad de los 
trabajadores mineros y que el 
demandante culminó sus 
labores estando bien de salud.  

c. Que, los mecanismos de 
protección ideados por el 
ordenamiento jurídico, con el 
objeto de brindar un 
resarcimiento al trabajador que 
sufre de una enfermedad 
profesional, imponen que sea el 
seguro que para dichos efectos 
de manera obligatoria ha sido 
contratado, quien debe brindar 
el resarcimiento integral 
correspondiente; y que solo en 
la medida que se determine que 
el padecimiento de dicha 
enfermedad ha sido como 
consecuencia de un acto 
intencional o culposo del 
empleador, la entidad 
aseguradora podrá solicitar el 
reembolso correspondiente al 
empleador negligente, hecho 
que no se ha acreditado en el 
presente caso.  

d. La  que, incurre en error de 
hecho y derecho al sustentar al 
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establecer fundamento alguno 
el quantum indemnizatorio, 
efectuando un cálculo cuyo 
sustento es completamente 
teórico, extraído del autor M, el 
mismo que carece de todo 
argumento legal y jurídico para 
cuantificar un daño que no ha 
sido debidamente acreditado; 
además, no ha tenido en cuenta 
que el actor no presenta medio 
probatorio objetivo que 
acredite que ha tenido que 
asumir directamente algún tipo 
de gasto en medicinas y 
tratamientos. Asimismo, la 
frustración al proyecto de vida 
no se trata de cualquier 
posibilidad de desarrollo de 
una persona (el cual en este 
caso es incierto), sino que 
debió tratarse de la frustración 
de un proyecto evidenciado, en 
proceso de ejecución y 
desarrollo, el cual se frustra en 
forma abrupta.   

e. Debe tenerse en cuenta que la 
profesión elegida por el 
demandante goza de un 
régimen especial de jubilación, 
que concede la posibilidad que 
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se jubile a los 45 o 55 años, 
siendo que en el caso de autos 
el demandante aduce haber 
trabajado hasta el 2012 en la 
demandada, es decir, hasta los 
54 años, resultando 
incomprensible aducir 
cualquier tipo de frustración al 
proyecto de vida, más aun si el 
actor tiene la calidad de 
pensionista, que tuvo la 
oportunidad de trabajar de 
manera establece y de formar 
una familia.  
  

3. El demandante, mediante escrito 
de fojas 205-209, interpone 
recurso de adhesión a la apelación, 
solicitando se incremente el 
monto indemnizatorio, alegando 
lo siguiente:  
c. La que no realiza una razonable 

y real valoración del daño en 
las categorías del daño moral, 
daño emergente y lucro 
cesante, pues incluso asigna a 
las dos primeras categorías el 
importe de S/.8,000.00 soles, 
sin sustentar las razones que 
justificarían dicho monto, el 
cual no se condice con la real 
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dimensión del daño ocasionado 
a su persona, pues a la 
neumoconiosis se suma 
también la enfermedad de 
Hipocausia Neurosensorial 
moderada, que padece en un 
grado menor.   

d. Respecto a los costos 
procesales el Colegiado deberá 
reajustarlo, teniendo en cuenta 
los criterios de defensa a nivel 
procesal que privilegian la 
participación activa en el 
patrocinio, siendo que estos 
deben darse en coherencia con 
la labor desplegada, más aun si 
se expresa en la recurrida lo 
idóneo de la defensa lo cual 
debe guardar relación con 
nuestro pedido.  

 

Fuente: Expediente N° 04670-2015-0-1601-JR-LA-03 

El anexo 6.4 evidencia que la calidad de la parte expositiva es de rango muy alta; porque, la introducción y la postura de las partes, fueron de rango muy alta y muy alta 
calidad, respectivamente. 
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Anexo 6.5: Parte considerativa de la segunda sentencia: Indemnización por daños y perjuicios 
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Evidencia empírica 

 

 

 

 

Parámetros 

(Indicadores) 
 

 
 

 

Calidad de la 

motivación de los 

hechos y el derecho 

Calidad de la parte 

considerativa de la sentencia 

de segunda instancia 
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4] 
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II. CONSIDERANDOS:  
SOBRE EL ITER PROCESAL  
4. El 25 de Agosto del 2015, A, interpone 

demanda contra la empresa B sobre 
Indemnización por Daños y Perjuicios 
por las enfermedades ocupacionales de 
Neumoconiosis e Hipoacusia, 
sosteniendo que la demandada ha sido su 
empleadora desde el 21 de abril de 1980 
hasta el 31 de julio del 2012, empresa en 
la cual se ha desempeñado en los cargos 
de ayudante de perforista de operación 
en mina, bombero y obrero en el área de 
Relleno Hidráulico; asimismo, señala 
que el desempeño de aquellas funciones 
le ocasionó un deterioro generalizado, 
progresivo en su sistema respiratorio por 
la inhalación de sustancias tóxicas; por 
lo que producto de ello se le ocasionaba 
constante cansancio y dificultad para 

1. Las razones evidencian la 
selección de los hechos probados 
o improbadas. (Elemento 
imprescindible, expuestos en 
forma coherente, sin 
contradicciones, congruentes y 
concordantes  con los alegados 
por las partes, en función de los 
hechos relevantes que sustentan 
la pretensión(es).Si cumple. 

2. Las razones evidencian la 
fiabilidad  de las pruebas. (Se 
realiza el análisis individual de la 
fiabilidad y validez de los 
medios probatorios si la prueba  
practicada se puede considerar 
fuente de conocimiento de los 
hechos, se ha verificado los 
requisitos  requeridos para su 
validez).Si cumple. 

3.  Las razones evidencian 
aplicación de la valoración 
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respirar, siendo así se vio obligado a 
realizarse diferentes exámenes médicos  
en una institución pública; a través de los 
cuales se le diagnosticó las 
enfermedades ocupacionales mineras de 
Neumoconiosis en segundo grado nivel 
radiográfico de 2/1 con incapacidad total 
y permanente; así como Hipoacusia 
Neurosensorial leve izquierda; 
asimismo, alega que la demandada no le 
proporcionó los elementos y material 
necesario para la protección de la salud e 
higiene de la actividad minera conforme 
le obliga la ley, así como no realizó las 
mediciones necesarias del ambiente de 
trabajo y más aún omitió realizar los 
exámenes médicos ocupacionales con 
profesionales especialistas, exámenes de 
los cuales tenía la obligación de realizar. 
En virtud a ello, pretende la reparación 
de los daños patrimoniales ocasionados 
(lucro cesante y daño emergente) así 
como de los daños extra patrimoniales 
(daño moral y daño a la persona), ello 
como consecuencia de las enfermedades 
señaladas.  

5. Al respecto, la demandada sostiene que 
el demandante ha sido su trabajador por 
el periodo señalado, sin embargo alega 
que los elementos de la responsabilidad 
civil no han sido acreditados 

conjunta. (El contenido 
evidencia completitud en la 
valoración, y no valoración 
unilateral de las pruebas, el 
órgano jurisdiccional examina 
todos los posibles resultados 
probatorios, interpreta la prueba, 
para  saber su significado). Si 
cumple. 

4. Las razones evidencia 
aplicación de las reglas de la 
sana crítica y las máximas de la 
experiencia. (Con lo cual el juez 
forma convicción respecto del 
valor del medio probatorio para 
dar a conocer de un hecho 
concreto).Si cumple. 

5. Evidencia claridad: el 
contenido del lenguaje no excede 
ni abusa del uso de tecnicismos, 
tampoco de lenguas extranjeras, 
ni viejos tópicos, argumentos 
retóricos. Se asegura de no 
anular, o perder de vista que su 
objetivo es, que el receptor 
decodifique las expresiones 
ofrecidas.  Si cumple 
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 1.  Las razones se orientan a 
evidenciar que la(s) norma(s)  
aplicada ha sido seleccionada de 
acuerdo a los hechos y 
pretensiones. (El contenido 
señala la(s) norma(s) indica que 

     

 

 



 

145 

 

M
o
ti

v
a
ci

ó
n

 d
el

 d
er

ec
h

o
 

 

fehacientemente y que por tanto no le 
corresponde la indemnización que está 
señalando; ello porque respecto a la 
antijuridicidad, señala que sí cumplió 
con entregar los equipos de protección 
necesarios a cada uno de sus trabajadores 
sustentando con las actas de inspección 
semestral de seguridad entre los años 
2000 al 2006; asimismo señala que el 
daño no ha sido acreditado bajo ningún 
medio probatorio objetivo; siendo 
además que tiene la calidad de 
pensionista por lo que no existe 
evidencia alguna que se haya frustrado 
su proyecto de vida ya que a la fecha de 
sus cese contaba con 56 años de edad; 
por otro lado señala que no está 
acreditado el nexo causal, ya que no se 
ha acreditado que el demandante haya 
estado siempre realizando sus 
actividades en el socavón de la mina y, 
por último, sostiene que no se ha 
cumplido con acreditar que haya existido 
por parte de la demandada el factor de 
atribución en la causa de las 
enfermedades que señala el actor.  

6. La juez de primera instancia declaró 
fundada la demanda por la cual se 
reconoce la responsabilidad de la 
demandada respecto de las 
enfermedades señaladas; producto de 

es válida, refiriéndose a su  
vigencia, y su legitimidad) 
(Vigencia en cuanto a validez 
formal y legitimidad, en cuanto 
no contraviene a ninguna otra 
norma del sistema, más al 
contrario que es coherente). Si 
cumple. 

2. Las razones se orientan a 
interpretar  las normas aplicadas. 
(El contenido se orienta a 
explicar el procedimiento 
utilizado por el juez para dar 
significado a la norma, es decir 
cómo debe entenderse la norma, 
según el juez) Si cumple. 

3. Las razones se orientan a 
respetar los derechos 
fundamentales.  (La motivación 
evidencia que su razón de ser es 
la aplicación de una(s)  norma(s) 
razonada, evidencia aplicación 
de la legalidad).Si cumple. 

4. Las razones se orientan a  
establecer conexión entre los 
hechos y las normas que 
justifican  la decisión. (El 
contenido  evidencia que hay 
nexos, puntos de unión que 
sirven de base para la decisión y 
las normas que le dan el 
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ello la demandada formula apelación de 
la sentencia, materia de revisión, y el 
demandante interpone recurso de 
adhesión a la apelación. Teniendo 
encuentra ello, este Colegiado procederá 
a realizar pronunciamientos respecto de 
lo sustentado en dichos recursos.  

  
SOBRE EL THEMA DECIDENDUM  
4. En virtud a lo antes señalado y teniendo 

en cuenta el principio de limitación de la 
apelación, regulado en el artículo 370 del 
Código Procesal Civil –en  adelante 
CPC- es que, este Colegiado se 
pronunciará respecto de los siguientes 
aspectos: i) la configuración de los 
elementos de la responsabilidad civil 
contractual (daño, antijuricidad, nexo 
causal y factor de atribución); ii) la 
cuantificación  del daño; y, iii) la 
responsabilidad de las aseguradoras 
contratadas en virtud al seguro 
complementario de riesgo; iv) los costos 
procesales.  

  
EN CUANTO A LA INDEMNIZACIÓN 
POR DAÑOS Y PERJUICIOS POR 
ENFERMEDAD PROFESIONAL   
5. El actor mediante escrito postulatorio de 

demanda (obrante de fojas 19-28) alega 
haber adquirido las enfermedades 

correspondiente respaldo 
normativo).Si cumple. 

5. Evidencia claridad (El 
contenido del lenguaje no excede 
ni abusa del uso de tecnicismos, 
tampoco de lenguas extranjeras, 
ni viejos tópicos, argumentos 
retóricos. Se asegura de no 
anular, o perder de vista que su 
objetivo es, que el receptor 
decodifique las expresiones 
ofrecidas). Si cumple. 
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profesionales de Neumoconiosis e 
Hipoacusia, al encontrarse expuesto al 
polvo mineralizado y gases propios de la 
explotación en mina de socavón, así 
como a ruidos propios a la explotación 
del mineral, asociados al trabajo con 
martillos y perforadores neumáticos en 
minas, túneles y galerías subterráneas; 
todo ello, por haberse desempeñado 
como obrero de mina durante todo su 
record laboral (32 años) ello desde el 21 
de abril del 1980 hasta el 31 de julio del 
2012 sin que ésta (la demandada) haya 
cumplido con sus obligaciones de 
protección y prevención de seguridad y 
salud de sus trabajadores. En 
consecuencia, la demandada estaría 
obligadas a resarcir el daño causado por 
haberse configurado el supuesto de 
responsabilidad civil contractual, el cual 
está condicionado a la existencia y 
concurrencia de cuatro elementos 3  (el 
daño, conducta antijurídica, relación de 
causalidad y el factor de atribución) que 
serán analizados a continuación.  

  

 
3 TABOADA CÓRDOVA, Lizardo. Responsabilidad Civil Extracontractual. Curso a Distancia para Magistrados. Academia de La Magistratura. Lima, 
2000. Páginas 19-22.  
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En cuanto a los elementos de la 
responsabilidad   
6. Tratándose de una demanda de 

indemnización por daños y perjuicios 
por enfermedad profesional, resulta de 
aplicación, las normas correspondientes 
a la responsabilidad civil por inejecución 
de obligaciones, previstas en el Código 
Civil, cuales son el artículo 1314, que 
prescribe “Quien actúa con la diligencia 
ordinaria requerida, no es imputable por 
la inejecución de la obligación o por su 
cumplimiento parcial, tardío o 
defectuoso”, contrario sensu, a quien no 
actúa con la diligencia ordinaria 
requerida, le es imputable el daño 
producido por la inejecución de la 
obligación o por su cumplimiento 
parcial, tardío o defectuoso. También 
resulta aplicable el artículo 1321, que 
prescribe “Queda sujeto a la 
indemnización por daños y perjuicios 
quien no ejecuta sus obligaciones por 
dolo, culpa inexcusable o culpa leve. El 
resarcimiento por la inejecución de la 
obligación o por su cumplimiento 
parcial, tardío o defectuoso, comprende 
tanto el daño emergente como el lucro 
cesante, en cuanto sean consecuencia 
inmediata y directa de tal inejecución”, 
esto es, habrá responsabilidad civil de 
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la demandada siempre que se acredite, 
en el proceso, el daño producido, la 
relación de causalidad, la conducta 
antijurídica de la demandada y 
siempre que tal incumplimiento le sea 
atribuible a título de dolo, culpa 
inexcusable o culpa leve.   

En cuanto al daño  
8. Este primer elemento de la 

responsabilidad civil es considerado 
como todo menoscabo material o moral 
que sufre una persona, ya sea 
patrimonial o extra patrimonial, causado 
en contravención a una norma jurídica, y 
que debe ser resarcido por el responsable 
o las responsables de éste. En el presente 
proceso, el daño alegado por el actor 
consiste en haber adquirido las 
enfermedades profesionales de 
Neumoconiosis e Hipoacusia, sobre lo 
cual debemos precisar lo siguiente:  
8.1. Acreditación del daño: En el 

presente caso, el daño se encuentra 
acreditado fehacientemente a través 
de la Historia Clínica N° 892880, 
obrante a fojas 158165, que fue 
remitida por parte del Director 
Ejecutivo del Hospital Belén, 
Doctor N, mediante el Oficio 684-
2016-GRLL/GRS-HBT-D.E; 
mediante el cual se ha podido 
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analizar los siguientes medios 
probatorios:  
a) Documento de Interpretación 

Roentgenográfica de Tomonorte, 
de fecha 16 de Octubre del 2014, 
a fojas 160, realizada por parte de 
la médico E, en el cual se  

  
indica que existe la anomalía 
perenquimatosa que concluye: 
“Signos de Neumoconiosis”.  

b) Informe Radiológico con 
Metodología OIT del Hospital 
Belén de Trujillo, emitido por la 
médico Jefe del Departamento de 
Imágenes y Terapia Radiante F, 
de fecha 30 de octubre del 2014, 
a fojas 161 vuelta que concluye 
centro de los comentarios: 
“Signos que sugieren 
Neumoconiosis”.  

c) Examen Médico de Audiometría 
realizada por el Médico G, de 
fecha 14 de  
Noviembre de 2014, a folio 162 
vuelta, en la cual se señala como 
diagnóstico: “Hipoacusia 
Conductiva Leve Izquierda y que 
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se le debe considerar GAP aéreo-
óseo del oído derecho”.  

d) Examen de Audiograma y 
Logoaudiometría, de fecha 15 de 
noviembre del 2014, realizado 
por el doctor G, a folios 163, en 
la cual se diagnostica: “Normal. 
Observar GAP aéreo-óseo 
Bilateral”.  

e) Informe médico número 063-
2014-GRLL/GS-HBT-DM, con 
fecha 05 de noviembre del 2014 
(fojas 163 vuelta), expedido por 
el Jefe de departamento del 
Hospital Belén de Trujillo, en la 
cual se señala que fue evaluado 
en el consultorio externo de 
Neumología el día 23 de Octubre 
del 2014; asimismo que se 
realizó la Radiografía de Tórax, 
Espirometría y Gases Arteriales; 
por lo que en base a estos 
exámenes realizados se le 
diagnosticó: “Neumoconiosis 
2/1”; así también precisa en el 
mismo documento una 
sugerencia considerando: “No 
trabajar en minas, socavones, ni 
canteras, ni fábricas de vidrios”.  
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f) Informe Médico número 179-14-
GRLL-GGR/GS-HBT-DC, de 
folios 164, expedido con fecha 03 
de diciembre del 2014, por el 
otorrinolaringólogo G, asimismo 
que es suscrito también por el 
médico Jefe del Departamento de 
Cirugía I, indicando que en el 
examen ORL se le detectó: 
“Membranas timpáticas con 
pequeñas fibrosis y placas 
calcáreas, moco transparente en 
pared posterior de faringe, 
cornete edematoso y bordes 
pálidos”; diagnosticándose 
“Rinofaringitis Alérgica, 
Mirindoesclerosis, D/Hipoacusia 
Neurosensorial”, asimismo, 
señala que se solicitó: 
“Audiometría” y a partir del 
informe de la misma se 
diagnosticó; “Hipoacusia 
conductiva leve izquierda y que 
se le debe considerar gap aéreo y 
óseo derecho”.  

8.2. En cuanto al grado de menoscabo 
global del demandante: Al 
respecto, se considera la historia 
clínica remitida por el Hospital 
Belén, en la cual consta los 
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diferentes exámenes que se le 
realizaron para poder llegar  a 
diagnosticar las enfermedades de 
Neumoconiosis e Hipoacusia; 
debiendo precisarse  entonces con 
respecto a la primera enfermedad 
(Neumoconiosis), el informe 
Médico N° 0632014-
GRLL/GGR/GS-HBT-DM, 
expedido con fecha  05 de 
noviembre del 2014, por el médico 
H, a través del cual se diagnostica la 
Neumoconiosis en 2/1; sin 
embargo, dicho informe no señala 
de forma expresa el porcentaje de 
menoscabo global que se dio a 
consecuencia de esta enfermedad; 
ante ello, conforme la revisión de la 
resolución materia de revisión se 
puede verificar que la juzgadora de 
primera instancia realizó una 
correcta valoración del grado de 
menoscabo en 66,66%, porcentaje 
con el cual concuerda este 
Colegiado porque tiene sustento en 
la Clasificación Radiográfica 
Internacional de la Neumoconiosis 
de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), Edición 1980, la cual 
establece el diagnóstico de la 
enfermedad de Neumoconiosis en 
cuatro categorías o estadios de 
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evolución;  siendo que el caso de 
autos implica un grado de evolución 
acelerada que genera la incapacidad 
total del demandante con un grado 
no menor a 66.66%, porcentaje que 
tiene sustento en lo siguiente:  

  
Estadios de evolución  Clasificación 

radiológica 
Grado de evolución 

Primer estadio  1/1-1/2 Simple 
Segundo estadio  2/1-2/2-2/3 Acelerada 
Tercer estadio  3/2-3/3-3+ Avanzada 
Cuarto estadio  A-B-C- Aguda 

Estadios que acarrean una incapacidad 
parcial o total, según el detalle siguiente:  

Estadios de 
evolución  

Incapacidad Permanente 
Laboral 

Grado de Incapacidad 

Primer estadio  PARCIAL no menor de 50% hasta el 
66.65% 

Segundo estadio   
TOTAL 

 no menor 
de 66.66% Tercer estadio  

Cuarto estadio  
  
8.3. Por otro lado, respecto a la segunda 

enfermedad (Hipoacusia), conforme  
a los diferentes exámenes con los 
cuales ha sido detectada esta 
enfermedad (Audiometría, 
Logoaudiometría) y el Informe 
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Médico Número 179-14-
GRLLGGR/GS-HBT-DC expedido 
por el médico Otorrinolaringólogo 
G, del Hospital Belén de Trujillo, 
mediante el cual se diagnosticó 
“Hipoacusia conductiva Leve 
Izquierda y que se le debe 
considerar GAP aéreo y óseo 
derecho”, y dado que es una lesión 
baja-media a criterio de la juzgadora 
de primera instancia ha considerado 
un menoscabo de 5%, porcentaje 
con el cual este colegiado 
concuerda, ello de acuerdo a los 
diferentes exámenes citados. En 
consecuencia, el grado de 
menoscabo global considerando 
amabas enfermedades es de 
71,66%.  

  
En cuanto a la conducta antijurídica  
9. Al respecto, la demandada argumenta 

que no se ha cumplido con acreditar 
fehacientemente la existencia de un daño 
contractual por su parte, ya que se ha 
cumplido con todas las obligaciones en 
cuanto a los equipos de protección, 
seguridad e higiene a sus trabajadores; 
sin embargo, de la revisión de autos se 
aprecia que el actuar de la demandada ha 
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sido antijurídica por las siguientes 
razones:  
9.1. Por la conducción de una 

actividad riesgosa: En principio 
debe tenerse presente que de 
acuerdo al artículo 1970 del Código 
Civil que señala: “Aquel que, 
mediante un bien riesgoso o 
peligroso, o por el ejercicio de una 
actividad riesgosa o peligrosa, 
causa un daño a otro, está obligado 
a repararlo”. Por lo que siendo 
muchos los factores de riesgos 
presentes en las faenas subterráneas. 
Las características de la roca, el uso 
de explosivos, la presencia de gases 
tóxicos o inflamables, el empleo 
creciente de máquinas y equipos, la 
presencia de aguas subterráneas, las 
probabilidades siempre latentes de 
incendios, etcétera, conforman un 
espectro de riesgos de alto potencial 
de severidad. A lo anterior debe 
adicionarse los errores de diseño o 
ejecución de los propios mineros4 . 
La demandada a pesar de conducir 
una actividad de alto riesgo para la 
salud y seguridad de sus 

 
4 ERIK MUÑOZ DEL PINO. RIESGOS EN LA MINERÍA SUBTERRÁNEA. Servicio nacional de geología minería-Chile. Abril 2002.   
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trabajadores –como es la minería- 
no tomó las medidas  

  
necesarias de prevención y 
protección, razón por la cual debe 
ser responsable por el daño causado 
al actor, consistente en la 
adquisición de las enfermedades 
profesionales de Neumoconiosis e 
Hipoacusia.  

9.2. Responsabilidad contractual por 
infracción de las normas de 
seguridad e Higiene en el trabajo: 
A nivel Constitucional, estos 
deberes del empleador se 
desprenden del artículo 1 que 
consagra el respeto de la dignidad de 
la persona humana, del artículo 2.1 
referente al derecho fundamental a 
la vida, a la integridad moral, física 
y psíquica, del artículo 7 respecto a 
la protección de la salud, y de los 
artículos 22 y 23 de los que se extrae 
los deberes de prevención y 
protección en el trabajo.  
A nivel de las normas 
internacionales, el convenio OIT 
155, la recomendación 164 y al 
Protocolo de 2002 relativo al 
Convenio 155 sobre seguridad y 
salud de los trabajadores. La 
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Comisión de Expertos de la OIT, en 
el Estudio General denominado 
Normas de la OIT sobre seguridad y 
salud en el trabajo Promover la 
seguridad y la salud en el medio 
ambiente de trabajo del año 2009, en 
torno a los deberes de protección y 
prevención, ha señalado en su 
fundamento 170: “En la sesión de 
apertura de la primera discusión de 
la CIT de 1980, los miembros 
empleadores convinieron en que en 
ellos recaía la principal 
responsabilidad, toda vez que la 
política de seguridad y salud forma 
parte de los planes y métodos de 
producción. Si bien en el artículo 16 
se define el alcance general de los 
deberes y responsabilidades de los 
empleadores, los medios que pueden 
utilizarse para llevar a la práctica 
estas obligaciones se contemplan en 
los párrafos 10, 14 y 15 de la 
Recomendación. La segunda parte 
del artículo 16, relativa a los 
equipos de protección personal, está 
formulada de manera a plasmar el 
principio de SST en virtud del cual 
estos equipos han de utilizarse ya 
sea como último recurso en 
situaciones excepcionales, ya sea 
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para reforzar las medidas de 
prevención y protección vigentes”.  
A nivel legal las principales reglas 
jurídicas que se desprenden de las 
normas antes anotadas son las 
establecidas en los artículos 37° al 
63° del Reglamento de Salud y 
Seguridad en el Trabajo –Decreto 
Supremo Número 009-05-TR-  
donde se hace referencia a las 
obligaciones del empleador, cuya 
ratio es que el empleador debe 
cumplir las normas de seguridad e 
higiene en el trabajo, garantizando 
la seguridad y salud de los 
trabajadores en el desempeño de su 
labor. Constituyen leyes especiales 
que regulan la actividad minera, el 
Decreto Supremo número 034-73-
EM/DGM, Reglamento de 
Bienestar y Seguridad del 
Trabajador Minero, en cuanto 
establece en su artículo 273°, que: 
“Todo Programa de Seguridad e 
Higiene deberá contar con el 
equipo adecuado para detectar y 
evaluar los agentes químicos 
(polvos, gases, vapores, humos, 
neblinas, etc.) que puedan 
presentarse, manteniéndolos en 
perfectas condiciones” y precisa en 
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sus artículos 285 y 424, la 
obligación del uso de respiradores 
contra polvo y de máscaras contra 
polvos, además de considerar en su 
artículo 496 la obligación de que se 
someta a examen médico integral al 
personal una vez al año antes de las 
vacaciones del trabajador; por el 
Decreto Legislativo número 109°, 
Ley General de Minería; por el 
Decreto Supremo número 023-92-
EM, Reglamento de Seguridad e 
Higiene Minera, por el Decreto 
Supremo número 03-94-EM, 
Reglamento de diversos Títulos del 
Texto Único Ordenado de la Ley 
General de Minería, en cuanto 
establece que los trabajadores deben 
someterse a exámenes médicos pre 
ocupacionales de control anual y de 
retiro conforme a los artículos 275, 
278 y 279.  

9.3. Insuficiencia de las medidas de 
seguridad adoptadas por las 
demandadas: las demandadas 
pretenden acreditar el cumplimiento 
de sus obligaciones contractuales de 
salud e higiene en el trabajo 
mediante la presentación de:  
c) Actas de verificación anual por 

el periodo 2000-2006 (de fojas 
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62-109).- Documentos que –
como su mismo nombre lo dice-, 
solo son el resumen de la 
fiscalización efectuada, dejando 
las recomendaciones así como 
los plazos fijados y los 
responsables de su ejecución en 
el libro de Seguridad e Higiene 
Minera y firmadas por los 
supervisores responsables; 
libros, que al no ser presentados 
al proceso hacen imposible 
determinar cuáles fueron las 
deficiencias en seguridad y salud 
en el trabajo de la empresa 
demandada y si se cumplieron o 
no con referidas 
recomendaciones; siendo que a 
estos documentos no se les puede 
dar mayor relevancia debido a 
que como de ellas se evidencia no 
se puede determinar si en 
realidad la empresa ha cumplido 
o no con sus obligaciones, 
máxime si no existe documento 
alguno que acredite la entrega de 
ese material al demandante; en 
consecuencia, este medio 
probatorio no acredita el 
cumplimiento de las obligaciones 
de salud y seguridad en el 
trabajo, sino solo el 
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establecimiento y descripción del 
cumplimiento en parte de estas 
obligaciones.  

d) B (con la presentación de los 
medios probatorios analizados en 
los considerandos 7 y 8) no han 
cumplido cabalmente sus 
obligaciones contractuales de 
seguridad en el trabajo; 
configurándose de esta manera 
una conducta antijurídica de su 
parte. Asimismo, cabe precisar 
que no existe otro medio 
probatorio que acredite que las 
demandadas han cumplido con 
sus obligaciones de prevención y 
protección en el trabajo; es decir 
las demandadas no cumplieron 
con su carga probatoria 
establecida en el inciso a) del 
artículo  
23.4 de la LPT “…incumbe al 
demandado que sea señalado 
como empleador la carga de la 
prueba de (…) el cumplimiento 
de las normas legales…”, razón 
por la cual se fortalece nuestro 
argumento referente a la 
existencia de una conducta 
antijurídica por parte de las 
codemandadas.   
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En cuanto a la relación de causalidad  
9. Este elemento de la responsabilidad civil 

implica la vinculación externa, material, 
que enlaza el evento dañoso y el hecho 
causado a la persona o la cosa; por lo 
que, debe entonces tenerse presente que 
para que se deba responder por un daño 
causado, es necesario que este daño sea 
causado bien por una omisión o una 
acción directa; asimismo, que los efectos 
que puedan ser ocasionados producto de 
las conductas deben ser su causa. Por 
todo ello, este Colegiado considera que 
este elemento también ha sido probado, 
básicamente porque es un hecho no 
necesitado de prueba que el actor laboró 
en diferentes áreas como: Ayudante 
perforista en operaciones de Mina; u/o 
de Tubero/ Bombero/ Carrilano y 
Ayudante Relleno Hidráulico en 
Servicios de Mina; siendo su último 
cargo Servidor General Mina-A para 
B., por el periodo 21 de Abril del 1980 
hasta el 31 de Julio del 2012; ello se 
corrobora con el Certificado de Trabajo 
emitido por la demandada, con fecha 17 
de Agosto del 2012, suscrito por Ñ, 
Gerente de Recursos Humanos, 
documento que tiene membresia de la 
demandada (fojas 11). En consecuencia, 
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está probada la  relación de causa efecto 
entre la conducta antijurídica de las 
codemandadas –tras el incumplimiento 
de sus obligaciones contractuales de 
prevención y protección  de seguridad e 
higiene laboral- y el daño del actor; 
conclusión a la que arribamos en base a 
los exámenes realizados (citados 
anteriormente), asimismo que se debe de 
tener en cuenta que el trabajador laboro 
única  
y exclusivamente para la empresa 
demandada, asimismo que de acuerdo a 
las máximas de la experiencia se sabe 
que las enfermedades causadas por el 
demandante son causadas por realizar 
labores en Mina, las cuales se condicen 
con el caso de autos, careciendo por ello 
de sustento lo alegado por la demandada 
-B - al afirmar que el demandante 
culminó bien de salud, ya que es inaudito 
que las enfermedades se originen de un 
día para otro, lo lógico aquí es que el 
actor ya presentaba signos de estas 
enfermedades antes de su cese, los 
cuales no pudieron ser detectados debido 
a la falta de chequeos médicos 
practicados al demandante; asimismo, 
debe tenerse en cuenta que este tipo de 
enfermedades –Neumoconiosis e 
Hipoacusia-, se originan frecuentemente 
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en el ejercicio de la actividad laboral en 
interior de mina –hecho que no ha sido 
desvirtuado por la demandada, al no 
acreditar que realizan su labor minera a 
tajo abierto-, debido a la exposición de 
polvos y sustancias minerales 
perjudiciales para la salud, así como a 
ruidos que alcanzan un mayor eco en el 
interior de un socavón, producto de las 
explosiones de dinamita o el uso de 
martillos o máquinas perforadoras, 
propias de esta labor; situaciones que 
originan la irreversibilidad y 
degeneración progresiva de la salud de 
quien padece esta enfermedad -en el 
caso de neumoconiosis.  

  
En cuanto al factor de atribución   
10. Que, se establece en el caso de autos, 

conforme a lo alegado por la demandada 
(según contestación de demandas a fojas 
115-146 y acreditado en autos, que éstas 
tienen experiencia o conocimiento de la 
actividad riesgosa que realizan y que son 
conocedoras de los patrones o reglas de 
conducta sobre el resguardo de la 
seguridad y salubridad en el trabajo, 
razón por la cual son obligadas a 
contratar un seguro complementario de 
seguro y riesgo, pero que –según se ha 
acreditado en autos- no cumplieron en 
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forma debida respecto a la actividad 
laboral del demandante; acreditándose de 
esta manera, el factor de atribución de 
culpa inexcusable conforme el artículo 
1315 del Código Civil  
“Incurre en culpa inexcusable quien por 
negligencia grave no ejecuta la 
obligación”. Además, no se puede dejar 
de anotar la existencia de un elemento 
objetivo en la atribución de 
responsabilidad civil por el hecho dañoso 
probado en autos, en tanto, la actividad 
productiva y laboral en la que ha ocurrido 
el daño, supone un riesgo o peligro para 
la vida, la seguridad y la salud de las 
personas que intervienen en dicha 
actividad.  

  
En cuanto a la determinación del quantum 
indemnizatorio   
14. La demandada –B - alega que la A quo ha 

efectuado este cálculo con sustento 
completamente teórico extraído del autor 
M, el mismo que carece de todo 
argumento legal y jurídico, sin tener en 
cuenta el cumplimiento de sus 
obligaciones contractuales; por otro lado, 
este cálculo también es cuestionado por el 
demandante, pretendiendo se tenga en 
cuenta el daño emergente y lucro cesante 
alegado en su escrito postulatorio y el 
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grado de menoscabo que las 
enfermedades de Neumoconiosis e 
Hipoacusia han originado en su persona. 
Razón por la cual, este Colegiado al 
margen de los criterios utilizados en la 
sentencia venida en grado realiza la 
cuantificación del daño según las 
valoraciones y consideraciones 
siguientes:  
14.1. Daño Emergente: En principio, 

hay que señalar que conforme a lo 
dispuesto por el artículo 1332 del 
Código Civil que establece “Si el 
resarcimiento del daño no pudiera 
ser probado en su monto preciso, 
deberá fijarlo el Juez con 
valoración equitativa”; ante ello, 
de lo analizado este daño está 
acreditado en este proceso a través 
de prueba indirecta, ya que nuestro 
ordenamiento procesal en los 
artículos 281 y 282 del CPC y en 
los artículos 23 y 29 de la Ley 
29497,  
Ley Procesal del Trabajo –en 
adelante LPT- autoriza al Juez 
alcanzar convicción judicial a 
partir de presunciones e indicios. 
Esto en el proceso laboral cobra 
mayor importancia, considerando 
las limitaciones probatorias del 
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trabajador, ampliamente 
reconocidas por la doctrina 
científica. En tal sentido, el 
razonamiento básico es el 
siguiente: Está probada la 
incapacidad permanente total del 
actor al presentar un cuadro de 
Neumoconiosis en grado 2/1 e 
Hipoacusia conductiva leve 
izquierda y que se le debe 
considerar GAP aéreo y óseo 
derecho”- según Informes y 
exámenes médicos que forman 
parte de la Historia Clínica N° 
892880 de fojas 158-165. Ahora 
bien, si bien es cierto como señala 
la demandada, el actor no ha 
presentado documentos 
sustentatorios de gastos en que ha 
incurrido por consecuencia de las 
enfermedades sufridas; sin 
embargo, por máximas de 
experiencia podemos afirmar que, 
el presentar estas enfermedades –
como la incurable, progresiva y 
degenerativa neumoconiosis- 
indudablemente origina gastos –de 
difícil cuantificación y probanza- 
en medicinas, traslados, exámenes 
médicos, etcétera, los cuales -en 
gran medida- son cubiertos por el 
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seguro del demandante. En esos 
términos, este Colegiado 
considera prudente y razonable 
confirmar la suma fijada en 
primera instancia, que asciende a 
la suma de S/. 5,000.00 soles por 
daño emergente.   

14.2. Lucro cesante: Al igual que el 
daño emergente, debe ampararse 
también la indemnización por 
lucro cesante, en tanto este ha sido 
acreditado a través de prueba 
indirecta, ya que su cuantificación 
no solamente pasa por inquirir si 
hay prueba de la pérdida 
patrimonial producida o de la 
limitación o impedimento de 
obtener ganancias futuras, como 
consecuencia del daño producido; 
sino que el Juez también está 
habilitado para formarse 
convicción sobre estas dos 
dimensiones del daño patrimonial 
a través de razonamientos lógico 
críticos, basados en indicios y 
reglas o máximas de experiencia, 
vale decir, haciendo uso de las 
presunciones judiciales, 
expresamente previstas en el 
artículo 281 del CPC. Y si bien es 
cierto está acreditado que el actor 
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percibe una pensión de jubilación 
minera, lo cual implica un ingreso 
fijo mensual que le permitirá 
afrontar sus principales gastos; sin 
embargo, la percepción de dicho 
concepto no enerva la percepción 
del lucro cesante consecuencia del 
daño sufrido por el demandante; en 
base estas consideraciones, este 
Colegiado considera prudente y 
razonable confirmar el monto 
fijado por lucro cesante en primera 
instancia, el cual asciende a S/. 
5,000.00 soles.  

14.3. Daño Biológico: Este Colegiado 
plantea la cuantificación de este 
daño de manera referencial, 
teniendo en cuenta un factor base o 
estándar para apreciar 
económicamente este daño, 
aplicable a casos análogos y su 
determinación depende del grado 
de menoscabo en la integridad 
física acreditado en cada proceso. 
Se considera una base 
indemnizatoria predecible 
respecto al daño somático, a partir 
de la cual, se puede dosificar un 
plus indemnizatorio orientado a 
compensar las demás dimensiones 
del daño, como el psicológico, el 
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moral y el daño patrimonial, 
apreciando las implicancias 
sociales y familiares en cada caso 
en concreto, base indemnizatoria 
que, es prudente estimarla 
razonablemente en S/. 60,000.00 
soles. Ello porque como se señaló 
anteriormente, estando acreditado 
el daño en base a los diferentes 
medios probatorios, consistentes 
en exámenes y e informes médicos 
del demandante, el daño biológico 
está acreditado y que habiéndose 
determinado el menoscabo global 
del actor en un 71.66%; en 
consecuencia, sobre la base de S/. 
60,000.00 soles, corresponde por  
daño biológico la suma de S/. 
42,996.00 soles, monto que fue 
fijado por la A quo y que es 
confirmado en esta instancia.   

14.4. Daño moral y daño al proyecto 
de vida: Al respecto, el A quo 
considera en el considerando 
vigésimo estos conceptos 
amparados de una manera 
conjunta; sin embargo, este 
Colegiado, a efectos de responder 
las pretensiones impugnatorias de 
la demandada, considera realizar 
el siguiente análisis:  
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a) En cuanto al daño Moral: Al 
respecto, debe señalarse que 
este concepto tiene por objeto 
reparar el quebranto que supone 
la privación o disminución de 
aquellos bienes que tienen un 
valor en la vida del hombre, por 
lo que habrá de estimarse en 
monto justo y equitativo, 
recurriendo nuevamente al 
razonamiento presuntivo-
presunción judicial- y a la 
apreciación conjunta de los 
hechos y las pruebas, dado que 
no es difícil colegir la gran 
aflicción  y dolor que provoca 
en la víctima el padecer estas 
enfermedades incurables, 
progresivas y degenerativas 
como es el caso de actor. 
Asimismo, no debe perderse de 
vista que este daño también 
afecta de manera constante la 
tranquilidad, la paz y la 
felicidad de cualquier ser 
humano a nivel personal y 
familiar, lo que no permitirá 
desarrollar plenamente sus 
actividades diarias como 
esposo (partida de matrimonio a 
fojas 12).  
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También, debe considerarse que 
el actor brindó su servicio por 
casi toda una vida, ello teniendo 
presente que durante 32 años 
aproximadamente brindó 
servicios a la demandada; sin 
embargo, a pesar de haber 
cumplido de manera correcta y 
eficiente con su trabajo, es su 
empleadora quien no le brindó 
los cuidados necesarios para 
evitar que adquiera las 
enfermedades con las que hoy 
en día cuenta; máxime si la 
propia empresa por los años que 
lleva en el mercado realizando 
actividades mineras, tiene 
pleno conocimiento de la 
gravedad que implica no contar 
con los recursos de prevención 
y protección hacia sus 
trabajadores. Por todo ello este 
Colegiado considera modificar 
el monto de este concepto en la 
suma de S/. 15,000.00 soles.  

b) Respecto al daño al proyecto 
de vida; éste es entendido como 
un vivenciamiento axiológico 
del sujeto, en ejercicio de su 
libertad fenomenológica, 
mediante el que traza 
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anticipadamente su destino, 
señalando o trazando de esta 
manera cuales van a ser sus 
realizaciones como persona, 
como profesional; ello así, la 
demandada en su escrito de 
apelación señala: “(…) siendo 
que en el caso de autos el 
demandante aduce haber 
trabajado hasta el 2012 en la 
demandada, es decir, hasta los 
54 años, resultando 
incomprensible aducir 
cualquier tipo de frustración al 
proyecto de vida, mas aun si el 
actor tiene la calidad de 
pensionista, que tuvo la 
oportunidad de trabajar de 
manera establece y de formar 
una familia (…)”; por lo que, 
siendo que en el caso de autos 
el actor tras haber sufrido daño 
consecuencia de un ilícito 
laboral cometido por el 
empleador que violó o ignoró 
las normas de seguridad e 
higiene en el trabajo, etcétera, 
daño consiste en dos 
enfermedades profesionales 
(antes analizadas), y dado que, 
que por su gravedad su vida 
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pierde sentido o se ve poco 
realizada en el futuro al verse 
limitados los objetivos que 
tiene en la misma, tal y como lo 
manifiesta el actor;  sin 
embargo, en el caso de autos 
después de realizar el análisis 
en conjunto de los medios 
probatorios y demás actos 
procesales realizados, además 
que se precisa que el actor al 
momento del cese contaba con 
54 años de edad; es decir, que 
contando con una edad en la 
que por las máximas de la 
experiencia no se habla de tener 
las mismas expectativas, 
objetivos, metas que una 
persona adolescente o joven; 
máxime si tampoco cuenta con 
las condiciones físicas 
necesarias para poder alegar un 
impedimento o frustración al 
proyecto de vida, como 
pretende; es que este tribunal 
revisor considera que no existe 
perjuicio alguno como lo alega 
el actor, más aun si el 
demandante no ha logrado 
acreditar que ha existido dicha 
frustración a raíz del 
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sufrimiento de esta 
enfermedad; por tanto este 
extremo deviene en infundado.  

15. En consecuencia, de la revisión de autos 
corresponde efectuar una modificación 
de la resolución recurrida en cuanto al 
quantum indemnizatorio establecido, el 
mismo que es fijado en el monto de S/. 
67,996.00 soles; más intereses legales 
que se liquidarán en ejecución de 
sentencia y que se resume de la siguiente 
manera: S/. 5,000.00 soles por daño 
emergente, S/. 5,000.00 soles por lucro 
cesante, S/. 42,996.00 soles por daño 
biológico y S/. 15,000.00 soles por daño 
moral.   

En cuanto a la responsabilidad de la 
Aseguradora:  
16. En primer lugar, debe tenerse en cuenta 

que la responsabilidad de la aseguradora 
fue alegada como fundamento de su 
contestación de demanda (a fojas 115-
146) y también precisado en su escrito de 
apelación, a fojas 196-197; razón por la 
cual es preciso pronunciarnos al respecto. 
La demandada pretende transferir su 
responsabilidad al Seguro 
Complementario de Trabajo Riesgo, el 
cual –según la demandada B- es el que 
debe responder por el daño acreditado en 
el presente proceso y que solo en caso 
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probado de culpa o negligencia de la 
empleadora, la aseguradora requerirá el 
reembolso respectivo. Sin embargo, este 
argumento no es correcto porque la 
norma que resuelve el presente caso es la 
que regula la responsabilidad civil del 
empleador como consecuencia del 
incumplimiento de sus obligaciones 
contractuales, tal y como lo establece el 
artículo III del Título Preliminar del 
Reglamento de Seguridad y Salud en el 
Trabajo Decreto Supremo 009-05-TR; es 
decir, el cumplimiento o no de la 
obligación de las aseguradoras no forman 
parte del supuesto de hecho de la norma 
que resuelve el caso. En consecuencia, el 
hecho que el empleador haya cumplido 
con su deber de contratar un Seguro 
Complementario de Trabajo Riesgo –en 
cumplimiento a lo prescrito en el artículo 
4 de la Ley Número 26790 Ley de 
Modernización de la Seguridad Social en 
Salud- no lo releva de sus obligaciones de 
prevención y protección de seguridad y 
salud en el trabajo, ya que es absurdo 
pretender que porque la demandada 
cumple con la contratación del seguro de 
riesgo está habilitada para irrumpir sus 
obligaciones contractuales; por lo tanto, 
no resulta atendible esta pretensión 
impugnatoria.  
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RESPECTO A LOS HONORARIOS 
PROFESIONALES  
14. En el caso de auto, considerando que este 

extremo únicamente se encuentra apelado 
por la parte demandante, debe 
confirmarse los costos procesales en la 
suma de S/.  12,199.20 soles, en monto 
fijo. Ello porque, dicha suma es razonable 
si tenemos en cuenta que el caso de autos 
no es un proceso que revista mayor 
complejidad en tanto versa sobre 
indemnización por daños y perjuicios, 
mediante el cual se busca obtener un 
resarcimiento adecuado ante el 
sufrimiento de un daño ocasionado al 
trabajador dentro de su ámbito laboral. El 
monto antes anotado, retribuye 
razonablemente la actividad desplegada y 
pendiente de desplegar por el abogado 
defensor del demandante, y es que, el 
monto fijado por honorarios compromete 
legal y éticamente la participación de la 
defensa letrada para actos posteriores 
hasta la conclusión total del proceso. Si 
bien se advierte una correcta 
participación del abogado defensor en los 
distintos estadios del proceso, dicha 
participación está siendo correctamente 
retribuida con el monto establecido por 
honorarios profesionales.  Así las cosas, 
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debe confirmarse los honorarios 
profesionales en la suma de S/. 12,199.20 
soles, en monto fijo, más el 5% de dicha 
suma a favor del Colegio de Abogados de 
La Libertad.  

 

Fuente: Expediente N° 04670-2015-0-1601-JR-LA-03 

El anexo 6.5 evidencia que la calidad de la parte considerativa es de rango muy alta; porque, los resultados de la motivación de los hechos y de derecho, fueron de rango 
alta y muy alta calidad, respectivamente. 
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Anexo 6.6: Parte resolutiva de la segunda sentencia - Indemnización por daños y perjuicios 
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POR ESTOS FUNDAMENTOS   
CONFIRMARON la SENTENCIA la 
sentencia de fojas 173-186, de fecha 02 
de agosto del año 2016, en la que se 
declara FUNDADA EN PARTE la 
demanda interpuesta por A sobre 
indemnización por daños y perjuicios 
dirigida contra B sobre pago de 
Indemnización de daños y perjuicios 
por enfermedad ocupacional de 
neumoconiosis e Hipoacusia. 
MODIFICARON el monto de abono y 
ORDENARON que la demandada pague 
al actor la suma de S/. 67,996.00 
(SESENTA Y SIETE MIL 
NOVECIENTOS NOVENTA Y SEIS Y 
00/100 SOLES), por concepto de daño 

 

1. El pronunciamiento evidencia 
resolución de todas las 
pretensiones formuladas en el 
recurso impugnatorio/ o los fines 
de la consulta. (Es completa) Si 
cumple 

2. El pronunciamiento evidencia 
resolución nada más que de las 
pretensiones formuladas en el 
recurso impugnatorio/ o la 
consulta (No se extralimita) /Salvo 
que la ley autorice pronunciarse 
más allá de lo solicitado).  Si 
cumple 

3. El pronunciamiento evidencia 
aplicación de las dos reglas 
precedentes a las cuestiones 
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emergente (S/. 5,000.00), lucro cesante 
(S/. 5,000.00), daño biológico (S/. 
42,996.00) y daño moral (S/. 15,000.00), 
más los intereses legales que se liquidarán 
en ejecución de sentencia. REVOCARON 
la pretensión de indemnización por daño 
al proyecto de vida y reformándola 
declararon infundada dicha pretensión. 
CONFIRMARON los honorarios 
profesionales en el monto fijo de S/. 
12,199.20 soles. LA CONFIRMARON 
en lo demás que contiene; y los 
devolvieron al Tercer Juzgado 
Especializado de Trabajo de Trujillo.- 
PONENTE:O.-  

 

introducidas y sometidas al debate, 
en segunda instancia. Si cumple 

4. El pronunciamiento evidencia 
correspondencia (relación 
recíproca) con la parte expositiva y 
considerativa respectivamente. Si 
cumple 

5. Evidencian claridad (El 
contenido del lenguaje no excede 
ni abusa del uso de tecnicismos, 
tampoco de lenguas extranjeras, ni 
viejos tópicos, argumentos 
retóricos. Se asegura de no anular, 
o perder de vista que su objetivo 
es, que el receptor decodifique las 
expresiones ofrecidas).  Si cumple. 
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1. El pronunciamiento evidencia 
mención expresa de lo que se 
decide u ordena. Si cumple 

2. El pronunciamiento evidencia 
mención clara de lo que se decide 
u ordena.  Si cumple 

3. El pronunciamiento evidencia a 
quién le corresponde cumplir con 
la pretensión planteada/ el derecho 
reclamado/ o la exoneración de 
una obligación/ la aprobación o 
desaprobación de la consulta.  Si 
cumple 

4. El pronunciamiento evidencia 
mención expresa y clara a quién le 
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corresponde el pago de los costos 
y costas del proceso/ o la 
exoneración si fuera el caso. No 
cumple 

5. Evidencia claridad: El 
contenido del lenguaje no excede 
ni abusa del uso de tecnicismos, 
tampoco de lenguas extranjeras, ni 
viejos tópicos, argumentos 
retóricos. Se asegura de no anular, 
o perder de vista que su objetivo 
es, que el receptor decodifique las 
expresiones ofrecidas.  Si cumple 

Fuente: Expediente N° 04670-2015-0-1601-JR-LA-03 

El anexo 6.6 evidencia que la calidad de la parte resolutiva es de rango muy alta; porque, la aplicación del principio de congruencia y la descripción de la decisión fueron 
de rango alta, y muy alta calidad, respectivamente. 
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Anexo 7: Declaración jurada de compromiso ético no plagio  
  
 De acuerdo a la presente: Declaración de compromiso ético el autor (autora) del presente 
trabajo de investigación titulado: Calidad de sentencias de primera y segunda instancia sobre 
alimentos, declaro conocer el contenido de las normas del Reglamento de Investigación de 
la Universidad Católica los Ángeles de Chimbote y el Reglamento del Registro Nacional de 
Trabajos de Investigación para optar grados académicos y títulos profesionales – RENATI; 
que exigen veracidad y originalidad de todo trabajo de investigación, respeto a los derechos 
de autor y la propiedad intelectual.  
La investigación que se presenta es de carácter individual, se deriva de la Línea de 
Investigación, titulada: “Análisis de sentencias de procesos culminados en los distritos 
judiciales del Perú, en función de la mejora continua de la calidad de las decisiones 
judiciales”; en consecuencia, cualquier aproximación con otros trabajos, serán 
necesariamente con aquellas que pertenecen a la misma línea de investigación, no obstante 
es inédito, veraz y personalizado, el estudio revela la perspectiva de su titular respecto del 
objeto de estudio que fueron las sentencias del Expediente N° 04670-2015-0-1601-JR-LA-
03, Distrito judicial de la Libertad, 2024, sobre: Indemnización por daños y perjuicios.  
Asimismo, acceder al contenido del proceso judicial permitió conocer los hechos 
judicializados y la identidad de los operadores de justicia, personal jurisdiccional, partes del 
proceso, testigos, peritos, etc.., al respecto mi compromiso ético es: no difundir por ningún 
medio escrito y hablado, ni expresarme en términos agraviantes ni difamatorios; sino, 
netamente académicos.  

Finalmente, el trabajo se elaboró bajo los principios de la buena fe, principio de veracidad, 
de reserva y respeto a la dignidad humana, lo que declaro y suscribo, caso contrario asumiré 
exclusivamente mi responsabilidad. Chimbote, 09 de noviembre del 2024. 
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